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1. INTRODUCCIÓN 

Desde aproximadamente los años setenta se han fundado en la ma­
yor parte de los países del mundo instituciones cuyo principal cometi­
do reside en mejorar la condición de las mujeres como grupo y erosio­
nar las desigualdades entre éstas y los hombres. También se han esta­
blecido organismos similares en los ámbitos regional y local. En ciencias 
sociales este conjunto de instituciones se denomina "feminismo de Es­
tado", "feminismo institucional" o "feminismo oficial", conociéndose 
como "feministas de Estado" a las personas que trabajan en estos "or­
ganismos (o agencias) de igualdad" o "instituciones feministas" (Mc­
Bride y Mazur 2004, 2; Stetson y Mazur 1995, 1-2).' 

EL OBJETO DE ESTUDIO 

¿Cuál es el impacto del feminismo institucional en el ámbito políti­
co? La pregunta constituye el interrogante principal de este libro. Por 
impacto en el ámbito político entiendo la capacidad de los organismos 
de igualdad de insertar en los debates que preceden a las decisiones 
políticas (yen el propio contenido de las decisiones) las demandas del 
movimiento organizado de mujeres (en lo sucesivo, "movimiento de 
mujeres" o simplemente "movimiento").2 Cuando las mujeres se orga­
nizan explícitamente como tales para intentar conseguir cualquier tipo 
de cambio social nos encontramos ante un movimiento de mujeres (Fe­
rree y Mueller 2004, 577).3 

Como muestro a continuación, el objeto de estudio de este trabajo 
está relacionado con varias literaturas de ciencia política y sociología. 
Éstas versan sobre los intereses de las mujeres, los movimientos de mu-

, Otros autores, entre ellos, Abadan-Unat y Tokgbz (1994, 707), Dahlerup (1993), Hatem 
(1992; 1994), Hernes (1987) o Lucas (1990), utilizan la expresión "feminismo de Estado" 
para nombrar fenómenos diferentes a los estudiados en esta monografía. Una recopila­
ción y valoración de los diferentes usos de la expresión pueden consultarse en Threlfall 
(1998,71-81). 

2 Las investigaciones sobre organismos de igualdad y movimientos de mujeres, entre ellas 
ésta, en ocasiones tienden a presentarlos como actores unitarios, cuando en realidad no 
lo son. Además, son proclives a describir las instituciones y los movimientos como si de 
seres animados se tratara, por ejemplo, cuando afirman que "el organismo X defendió 
la postura A" o "el movimiento Y apoyó la política pública B". Conviene recordar que 
este tipo de expresiones constituyen recursos estilísticos, ya que sólo las personas pue­
den defender posturas o apoyar políticas públicas. 

3 Muchas otras definiciones sobre los movimientos de mujeres se manejan en la literatura 
de ciencias sociales, entre otras, Álvarez (1990b, 23-26) Y Molyneaux (1998, 219, 224-26). 
Una revisión de las mismas se encuentra en Beckwith (2000, 434-38). 
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jeres en particular (y los movimientos sociales en general), la represen­
tación política, el feminismo de Estado y las políticas públicas. 

La atención prestada en esta monografía a las demandas del movi­
miento de mujeres requiere una explicación. Quienes en términos teó­
ricos y empíricos analizan los intereses de las mujeres plantean la cues­
tión de cuáles son las preferencias o necesidades de éstas (Diamond y 
Hartsock 1998; Fierlbeck 1995; Goetz 1995; Jónasdóttir 1988; Mohanty 
1992; Molyneaux 1985; 1998; Moser 1989; Phillips 1998b; Pringle y 
Watson 1992; Sapiro 1998; Wieringa 1994): Algunas teorizaciones ini­
ciales sobre los intereses de las mujeres, inspirándose en el marxismo, 
distinguían entre intereses "objetivos" y "subjetivos". Aquéllos se de­
rivarían de la situación económica, política y social en que vive un gru­
po de mujeres, y podrían, por tanto, ser descubiertos por cualquiera 
que observara detenidamente la citada situación, mientras que éstos 
serían los que dicho grupo de mujeres definiera como tales (Jónasdót­
tir 1988, 36; Molyneaux 1998, 233). 

Los análisis actuales tratan de superar la dicotomía entre necesida­
des objetivas y subjetivas. Argumentan que suponer que las mujeres 
tienen sólo intereses objetivos significa ignorar las necesidades que 
ellas mismas manifiestan, esto es, adoptar una postura autoritaria yeli­
tista. Entender que únicamente poseen intereses subjetivos conlleva 
tener en cuenta tan sólo lo que las mujeres dicen que quieren; implica, 
asimismo, estar dispuestos a negar que todas las mujeres comparten 
ciertos intereses, si observáramos que en una misma sociedad distintos 
grupos de ellas manifiestan necesidades diversas (y no coincidentes). 
En minoría se encuentran los autores preparados para dar este último 
paso, puesto que, según una de las propuestas centrales de la teoría de 
género (y del activismo político feminista), el conjunto de mujeres, por 
comparación con el conjunto de hombres, tiene menor acceso a los re­
cursos económicos, el poder político y el prestigio social. por lo que le 
beneficiaría que se erosionara esta desigualdad (un interés común a 
todas las mujeres) (Álvarez 1990b, 26-27; Jónasdóttir 1988, 38; Moly­
neaux 1985, 231; Pringle y Watson 1992, 68; Sapiro 1998, 178).5 Los in­
vestigadores deben, pues, escuchar a las mujeres cuando esgrimen sus 
preferencias (en vez de deducirlas ellos mismos a partir del análisis de 
la situación en que viven), teniendo presente el contexto económico, 

, En la presente investigación utilizo los vocablos "intereses", "preferencias" y "necesida­
des" como si fueran sinónimos, si bien otros estudios no lo hacen así (Molyneaux 1998, 
236; Wieringa 1994, 838-39). 

, La literatura académica habla de "géneros" en vez de "sexos" al denominar a los hom­
bres y/o a las mujeres en su conjunto, por entender que la palabra "sexos" hace refe­
rencia principalmente a las diferencias físicas entre unos y otras, mientras que el vocablo 
"géneros" alude sobre todo a las diferencias de origen social, político, cultural yeconó­
mico que entre ambos existen, y que, según dicha literatura, son las fundamentales (y no 
las de origen biológico). 
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político, social y cultural en que las articulan (Fierlbeck 1995, 27; Goetz 
1995, 7; Mohanty 1998, 264; Molyneaux 1998, 233-34). 

Es importante entonces analizar el proceso de definición de estos 
intereses (Phillips 1998b, 234-35; Pringle y Watson 1992,63, 66; Wie­
ringa 1994,837). Las investigaciones sobre movimientos de mujeres de­
fienden que éstos son actores colectivos que en el ámbito político ex­
plicitan las preferencias de las mujeres, si bien no son los únicos que lo 
hacen (Álvarez 1990b, 23; Ferree y Mueller 2004, 576; Sapiro 1998, 167-
68). En este estudio entiendo que las necesidades de las mujeres son 
aquéllas que el movimiento defiende como tales, si bien soy conscien­
te de que existen otras maneras de operacional izar "los intereses de las 
mujeres" en una investigación empírica. Examino, por tanto, si en los 
debates que preceden a las decisiones políticas (yen el contenido de 
las decisiones) los organismos de igualdad insertan las reivindicaciones 
del movimiento. 

La idea de incluir los objetivos del movimiento en el espacio de de­
cisión política es similar al concepto de representación "sustantiva" 
acuñado por Hanna Fenichel Pitkin (1972). Según esta autora, la re­
presentación "descriptiva" se refiere a la presencia de individuos que 
comparten las características del grupo representado. En el caso de las 
mujeres, la representación "descriptiva" en el ámbito político tiene lu­
gar cuando éstas forman parte de la élite gobernante. Esta pertenen­
cia a la élite política es entendida por algunos académicos (Jónasdóttir 
1988; Phillips 1998a; Sapiro 1998, 167, 169) como uno de los intereses 
cruciales de las mujeres. De otro lado, la representación "sustantiva" 
consiste en la explicitación de las preferencias de grupos determinados 
(con independencia de quién las haga explícitas). Argumento, pues, 
que la representación "sustantiva" de las mujeres tiene lugar, entre 
otras circunstancias, cuando los organismos de igualdad introducen las 
reivindicaciones del movimiento en el proceso politico. 

El examen de la influencia política de los organismos de igualdad es 
probablemente la cuestión más analizada por la literatura de ciencias 
sociales sobre el feminismo de Estado. Ello no resulta sorprendente, si 
tenemos en cuenta que, con anterioridad a la fundación de las agen­
cias de igualdad, en una abrumadora mayoría de países del globo tu­
vieron lugar intensos debates en los movimientos de mujeres y/o en cir­
culos académicos acerca de si dichas instituciones contribuirían a me­
jorar la condición de las mujeres, o simplemente se limitarían a coop­
tar los objetivos y a las militantes del movimiento sin hacer nada sus­
tantivo a favor de la población femenina (Álvarez 1990b, 198, 202; Ei­
senstein 1991; Schumaher y Vargas 1993, 452-53; Watson 1990; Waylen 
1992, 18-19; 1994, 342). 

El primer estudio internacional sobre feminismo de Estado (Stetson 
y Mazur 1995), que se ha convertido en un trabajo profusamente cita­
do en la literatura posterior, ya examinó el ascendiente político de los 
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organismos en trece países posindustriales;6 la monografía también in­
cluía un análisis sobre la Liga Kobiet, la organización femenina de ma­
sas del régimen comunista en Polonia. Dicho libro no supuso que las 
agencias de igualdad ejercían una influencia significativa en el ámbito 
político, sino que se preguntó si sucedía de este modo. Los expertos de 
cada país analizado escogieron su propia definición de influjo político, 
pero todos ellos centraron su atención en las medidas de igualdad en 
el empleo. La investigación comparada concluyó que, en todos los ca­
sos excepto en el de la Liga Kobiet polaca, las instituciones feministas 
"habían tenido alguna influencia en el desarrollo y puesta en práctica 
de políticas que mejoraban el estatus de las mujeres y erosionaban las 
jerarquías de género" (Stetson y Mazur 1995, 272-73).' 

Tras la publicación del mencionado libro, se vertebró un proyecto 
internacional de investigación para profundizar en el estudio del as­
cendiente político del feminismo de Estado, llevado a cabo por la Red 
de Investigación sobre Género y Estado (Researeh Network of Gender 
and the State, RNGS). Este proyecto utilizaría la misma definición de 
"impacto político" de los organismos de igualdad en el análisis de to­
dos los casos (en vez de que el autor de cada uno de ellos usara su pro­
pia definición), y examinaría otras áreas de política pública distintas de 
la del empleo. La presente monografía se enmarca en dicho proyecto 
de investigación.· 

El proceso de toma de decisiones políticas está dividido en tres fa­
ses: formulación de la política pública, puesta en práctica y evaluación 
de la misma. Este trabajo analiza la intervención del feminismo de Es­
tado en los debates políticos que tienen lugar en la primera etapa (has­
ta que la política pública se ha elaborado). El estudio de las discusiones 
políticas está en consonancia con el "giro hacia la cultura" (turn to cul­
ture) experimentado por los estudios de género a partir de los años 
ochenta, esto es, su creciente e intenso interés por los aspectos no ma­
teriales de las relaciones de género, tales como el lenguaje, la subjeti­
vidad y la representación (Barrett 1992, 204, 211). 

El examen de las deliberaciones políticas en las que participan ac­
tores distintos de los organismos de igualdad es importante porque las 

6 Estos trece países eran: Alemania, Australia, Canadá, Dinamarca, España, Estados Unidos, 
Francia, Irlanda, Italia, Noruega, Países Bajos, Reino Unído y Suecia. En esta investigacíón 
sigo a Mazur (2001,25) al utilizar el vocablo "posindustrial", a fin de evitar expresiones 
más normativas, como "desarrollado", "avanzado" o "del Primer Mundo". Los países po­
sindustriales son aproxímadamente veintitrés, con níveles elevados de riqueza económi­
ca, economías basadas en el sector servicios y democracias estables. 

, En esta monografía, salvo indicación a contrario, la traducción del inglés al castellano ha 
sido realizada por Celia Valiente Fernández. 

8 Puede consultarse información adicional sobre Fl.NGS y su proyecto internacíonal de in­
vestigación en su página web: http://Iibarts.wsu.edu/polisci/rngs.Véanse,asimismo: Lo­
venduski (2005); Mazur (2001); Mazur y Parry (1998); McBride y Mazur (2004); Outsho­
orn (2004); Stetson (2001); Stetson y Mazur (2000). 
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instituciones feministas, en general y con excepciones, no ponen en 
práctica ellas mismas la mayoría de las medidas de igualdad, sino que 
su mandato reside en persuadir a otras instituciones para que incluyan 
objetivos de igualdad de género en su quehacer político (Rai 2003a, 
30). Por ejemplo, un organismo feminista puede considerar que existen 
serios déficits de equidad entre los hombres y las mujeres en el sistema 
educativo. Tratará de convencer a las autoridades educativas para que 
ejecuten acciones de igualdad, puesto que son ellas, y no la institución 
feminista, quienes tienen competencias en el ámbito educacional. Ana­
lizar las discusiones políticas es primordial puesto que, según la litera­
tura sobre políticas públicas, el modo en que se definen los problemas 
influye en la manera de intentar resolverlos (Cobb y Elder 1972, 30; 
Crenson 1971; Dery 1984, 16-17; Kingdom 1984, 207; Nelson 1984, 13, 
23; Schattschneider 1975 [1960]). 

También los estudios sobre los movimientos sociales han reparado 
en la centralidad del análisis del discurso, al usar el concepto de "mar­
cos de referencia" (frames) (Gamson 1988; Snow y Benford 1992; Ta­
rrow 1998, 106-22). Para movilizar a los ciudadanos y lograr que parti­
cipen en acciones colectivas, los líderes de ciertos grupos (por ejemplo, 
ecologistas o pacifistas) han de presentar sus demandas en términos 
que la población pueda entender, y que estén ligados a problemas que 
le conciernen. De otro lado, en el ámbito político las discusiones se de­
sarrollan en el contexto de un marco de referencia o discurso hege­
mónico. Uno de los objetivos de algunos movimientos sociales consiste 
justamente en la modificación de este marco de referencia predomi­
nante. Éste es también el caso de las instituciones feministas, cuando 
consiguen ligar las demandas de igualdad entre los hombres y las mu­
jeres (planteadas por el movimiento de mujeres) con los asuntos nor­
malmente presentes en las deliberaciones políticas. 

Es preciso destacar que los debates previos a las decisiones políti­
cas (y el contenido de las decisiones) constituyen las unidades de aná­
lisis en esta investigación. Este diseño de investigación permite, pues, 
documentar si un mismo organismo de igualdad ha sido influyente 
en ciertas deliberaciones (yen las decisiones con las que finalizan) pe­
ro no en otras, y también respecto de algunos asuntos pero no de 
otros. Ello es congruente con una parte de la literatura sobre políti­
cas públicas que propone la existencia de distintas comunidades po­
líticas (poliey communities) y modos de elaborar medidas en torno a 
diversas materias (Atkinson y Coleman 1989; Baumgartner 1996; 
Dowding 2001; Harrop 1992; Hayward 1991; Heclo 1978; Heidenhei­
mer, Heclo, y Adams 1990, 19, 350-53; Lowi 1964), más que (o al igual 
que) la de un estilo de hacer política peculiar de cada país (poliey sty­
le) (Freeman 1985; Gustafsson y Richardson 1980; Premfords 1981; Ri­
chardson 1982; Richardson, Gustaffson y Jordan 1982; Subirats Humet 
1992). 
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Dada la definición de impacto político del feminismo de Estado 
adoptada en esta investigación, permítaseme ahora presentar las va­
riedades posibles de dicho impacto, sintetizadas en la Tabla 1. Un oro 
ganismo de igualdad puede adoptar o no la posición del movimiento 
de mujeres acerca de alguna materia. Represento esta dimensión de la 
actuación de la institución en el eje de abscisas de la Tabla 1. Además, 
en un proceso político (en el debate y en el contenido de la medida fi­
nalmente adoptada), puede este organismo insertar ciertas reivindica­
ciones o no insertar ninguna. Reflejo esta disyuntiva en el eje de orde­
nadas de la citada tabla. Éste es el momento de reiterar que la presen­
te investigación examina en su totalidad la primera fase del proceso de 
toma de decisiones políticas, hasta que la política pública está elabo­
rada. Para que considere que una agencia feminista incluye una de­
manda en el proceso político han de cumplirse dos condiciones: no só­
lo que la misma agencia u otro actor político por ella convencido la 
plantee, sino además que la política pública, tal como es formulada, re­
fleje dicha demanda. 

Cruzando los ejes de abscisas y ordenadas, cuatro son, pues, las si­
tuaciones posibles. Primero, la institución feminista adopta las deman­
das del movimiento y las incluye en el ámbito de la toma de decisiones 
políticas. Hablo entonces de un "impacto pleno" del organismo. Se­
gundo, el organismo de igualdad hace suya la propuesta del movi­
miento, pero no consigue introducirla en la arena política, por lo que 
denomino "impacto simbólico" a la actuación de la institución. Terce­
ro, la agencia feminista no adopta las metas del movimiento, si bien in­
cluye en la arena política otras demandas, por lo que considero que es­
ta acción constituye un "impacto ajeno al movimiento". Finalmente, el 
organismo ni hace suyas las propuestas del movimiento, ni inserta 
otras en el proceso de toma de decisiones políticas, por lo que catalo­
go de "impacto nulo" el quehacer de la institución. 

Tabla 1. Tipos de impacto político de un organismo de igualdad 

EL ORGANISMO 
INCLUYE REIVIN­
DICACIONES EN 
El PROCESO 
POLíTICO 

sí 

NO 

EL ORGANISMO ADOPTA LA 
POSICIÓN DEL MOVIMIENTO 

sí 

Impacto pleno 

Impacto simbólico 
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NO 

Impacto ajeno 
al movimiento 

Impacto nulo 
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LAS HIPÓTESIS EXPLICATIVAS: MOVIMIENTO DE MUJERES, FEMINISMO INSTITUCIONAL Y 

ENTORNO pOLíTICO 

.Qué razones pueden explicar el tipo de impacto del feminismo de 
Est~do en el ámbito político? De la literatura sobre políticas de i9.u~l­
dad de género en particular (y políticas públicas en general), feminiS­
mo de Estado y movimientos sociales cabe deducir tres tipos de facto­
res explicativos, relativos a ciertas características del movimiento de 
mujeres, a las de los organismos de igualdad y al entorno político. La 
Tabla 2 muestra de forma esquemática las hipótesis explicativas de es­
te estudio, que presento con detenimiento a continuación. 

Tabla 2. Factores explicativos del impacto político 
del feminismo institucional 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO DE MUJERES 

+ Prioridad que concede a la materia (alta/media/baja) 
+ Cohesión en torno a la demanda (cohesionado/dividido) 

CARACTERíSTICAS DEL ORGANISMO DE IGUALDAD 

+ Prioridad que concede a la materia (alta/media/baja) 
+ Presupuesto y plantilla (altos/bajos) 
+ Posición de la dirección respecto al movimiento (próxima/distante) 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno (izquierda/derecha) 
+ Estructura del área de política pública (abierta/cerrada) 

La literatura sobre feminismo de Estado ha examinado la relación 
entre las características del movimiento de mujeres y la efectividad de 
las agencias de igualdad. Algunos estudios sobre países posindustriales 
han documentado que los organismos feministas alcanzan un número 
más elevado de sus objetivos políticos en países donde el movimiento 
de mujeres es fuerte; dicho movimiento está formado por diferentes 
corrientes, algunas de las cuales están dispuestas a cooperar con el Es­
tado (Stetson y Mazur 1995, 290; Sawer 1996). De modo similar, la in­
vestigación acerca de países no catalogados como posindustriales ha 
destacado la correlación entre la presión del movimiento de mujeres y 
la consecución de las campañas más existosas de los organismos de 
igualdad (Álvarez 1990a, 61, 72; Craske 1999, 75-76; Friedman 2000, 74; 
2002, 59; Haas 2005, 23; McKenzie 1998). 

En relación a los rasgos del movimiento de mujeres que potencial­
mente influyen en la eficacia de las agencias feministas, en esta mo­
nografía presto atención a dos de ellos: la prioridad que concede a un 
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asunto (alta, media o baja) y el grado de cohesión en torno a algunas 
reivindicaciones (el movimiento puede hallarse cohesionado o dividi­
do). Así, a igualdad de otras condiciones, una institución feminista in­
cluirá en los debates políticos (yen el contenido de las políticas públi­
cas) las demandas del movimiento acerca de una cuestión cuanto más 
importante consideren dicho asunto los grupos e individuos que for­
man el movimiento. Voy a tener en cuenta no sólo la centralidad ide­
ológica del asunto para el movimiento; este interés suele reflejarse en 
el discurso, por ejemplo, en los documentos publicados y no publica­
dos, en las declaraciones de sus dirigentes y activistas a los medios de 
comunicación, yen sus respuestas a las preguntas que los científicos so­
ciales les planteamos al entrevistarles. También consideraré la primacía 
de la materia para el movimiento en términos de movilización, esto es, 
si emprende acciones colectivas relacionadas con el tema o no, cuál es 
la frecuencia de dichas actuaciones, etc. 

En cuanto al grado de cohesión del movimiento en torno a algunas 
de sus reivindicaciones, argumento que la agencia de igualdad tendrá 
mayores incentivos para incluir en el proceso político las demandas del 
movimiento cuando los individuos y organizaciones que componen és­
te respaldan las mismas propuestas (en otras palabras, cuando el mo­
vimiento se halla "cohesionado" respecto a un asunto). Lo contrario 
sucederá si distintas personas y grupos del movimiento plantean de­
mandas diferentes e incluso opuestas, por ejemplo, la prohibición de la 
prostitución o su regulación como un trabajo más, es decir, si el movi­
miento se encuentra dividido acerca de una cuestión. 

Respecto a las características de los organismos de igualdad, la litera­
tura sobre feminismo de Estado sugiere que tres son, al menos, las que 
previsiblemente influyen en el impacto político de dichas instituciones: la 
prioridad que otorgan a una materia (alta, media o baja), su presupues­
to y plantilla (altos o bajos) y su dirección (si se encuentra próxima o dis­
tante al movimiento de mujeres). Permítaseme explicar con más detalle 
cada una de ellas. A igualdad de otras condiciones, una agencia feminis­
ta conseguirá tener más influencia en la arena política en torno a un 
asunto cuando lo considera crucial, por comparación con otras materias 
que entiende son de importancia moderada o de escaso interés. También 
en este caso analizaré la centralidad del tema no sólo en el discurso ela­
borado por la agencia de igualdad sino asimismo en sus actuaciones. 

Ciertos rasgos organizativos de la institución presumiblemente facili­
tan su ascendiente político: más acusado resultará éste cuanto más ele­
vados sean su prespuesto y plantilla, esto es, sus recursos materiales y hu­
manos, según han mostrado algunas investigaciones internacionales so­
bre el feminismo institucional (Álvarez 1990a; Baldez 2001, 18; Byrne et 
al. 1996, ii-iii; Franceschet 2004,7; Friedman 2000, 74; Goetz 2003,76-77; 
Haas 2005, 5, 16; Htun 2001; Kardam y Acuner 2003, 99-100; Kwesiga 
2003, 210; Lewis 1990; Outshoorn 2004, 284, 291; Rai 2003a, 27-28; Ro­
dríguez 2003, 133; Rowan-Campbell 1995; Tsikata 1999; Wolchik 2000, 
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87; Zulu 2000, 177, 179-80). La proposición de que los recursos de un ac­
tor político o social condicionan su impacto en la arena pública constitu­
ye una de las tesis principales de otras litera~uras distint.as .de la de f~mi­
nismo de Estado, por ejemplo, la que analiza los movimientos SOCiales 
desde la perspectiva llamada "de la movilización de recursos" (resource 
mobi/ization theory) (McCarthy y Zald 1977; Zald 1992, 332). 

Acerca de la dirección de la institución de igualdad, diversos estu­
dios académicos han concluido que su proximidad al movimiento acre­
cienta su impacto político (Álvarez 1990b, 218-19, 245; Baldez 2001,17-
18; Caldeira 1998, 77-78; Franceschet 2003, 12-13; Lovenduski 2005, 
273; Macaulay 2000, 353; Outshoorn 2004, 284, 291; Sawer 1990). Si l~ 
directora y algunos miembros de la plantilla han formado parte de di­
cho movimiento, conocen los objetivos de éste y suelen estar muy mo­
tivados para intentar alcanzarlos en la arena política (Honculada y 
Ofreneo 2003, 131-32). Aun así, este factor también contribuye a au­
mentar la vulnerabilidad de los organismos, porque parte de su éxito 
depende de los rasgos personales de quienes ocupan puestos directivos 
(Macaulay 1998, 102; Waylen 1996, 109-11). . 

La hipótesis de que la cercanía de la dirección de un organismo de 
igualdad al movimiento de mujeres intensifica su impacto político de­
be ser considerada con cautela, ya que la literatura también advierte 
que un pasado de activista de la dirección puede resultar contrapr?­
ducente en algunas ocasiones. Por ejemplo, Matear (1995, 112-13) afir­
ma que a principios de los años noventa el organismo chile~o d7 i~ual­
dad, el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), se centro prinCipal­
mente en la administración de programas piloto, descuidando hasta 
cierto punto la presión a otras instituciones para que incluyeran la 
igualdad de género entre sus objetivos políticos. El é~fasi~ en lo~ pro­
yectos piloto parecía estar relacionado con la eXP7n~nCla pre~la de 
parte de la dirección y plantilla del SERNAM en movlml~nt~s ~ocl~les y 
organizaciones no gubernamentales (ONGs). Esta experl.encla 1~c1~nab~ 
a dichas personas a tratar de conseguir cambios inmediatos (SI bien li­
mitados) a través de los proyectos ("operaciones de estilo ONG"), Y las 
hacía poco propensas a ensayar "medidas a largo plazo, más asociadas 

a las políticas estatales". 
En cuanto al entorno político, dos son también las dimensiones que 

previsiblemente influyen en el impacto político de las instituciones ?e 
igualdad: el color político del partido o coalición en el poder (de IZ­

quierda o derecha)! y la estructura del área de política pública en cu~s­
tión (cerrada o abierta a actores políticos cuya participación en la mis-

ma no es habitual). 

, En este libro, y a fin de evitar repeticiones de palabras, las expresiones "de izquierda/s" 
y "socialdemócrata" se usan como sinónimas, al igual que las de "conservador" y "de de-

recha/s". 
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El c~lor político del partido o coalición de partidos en el gobierno 
parece Importar, dado que, según la literatura sobre feminismo de Es­
tado en países posindustriales, en general y con importantes excepcio­
nes, la presencia de partidos de izquierda en el poder favorece la efi­
cacia de las instituciones feministas (Lovenduski 2005, 285; Stetson 
2001,286,347). Los análisis sobre organismos de igualdad en países no 
catalogados como posindustriales han corroborado que el conservadu­
rismo político (en el Estado y/o la sociedad) con frecuencia constituye 
un obstáculo para la efectividad de las agencias (Baldez 2001). Por 
ejemplo, de este modo se ha argumentado en el caso de Turquía res­
p~cto a la presencia de un partido fundamentalista islámico en el go­
bierno y del fundamentalismo islámico en las instituciones y la socie­
dad (Berik 1990; Günes-Ayata 2001), yen el de India acerca del funda­
mentalismo islámico e hindú (Rai 2003b, 235; Swarup et al. 1994, 376). 

. Con anterioridad a los análisis sobre el feminismo institucional, los re­
alizados acerca de las políticas de igualdad de género y el movimiento 
de mujeres en Occidente habían defendido que los partidos socialdemó­
cratas facilitaban la elaboración de medidas de equidad en mayor grado 
que los conservadores (Bashevkin 1998; Beckwith 1987; Gelambí Torrell 
2005, 6; Gelb 1989; Katzenstein y Mueller 1987; Lovenduski y Norris 
1993; Lovenduski, Norris y Burness 1994; Mazur 1995; Threlfall 1989, en­
tre otros). Al menos cinco razones apoyaban esta tesis. 10 Primero, la mo­
vilización feminista ha sido más acusada en aquellos partidos que en és­
tos. Segundo, la proporción de mujeres (se declaren o no feministas) ocu­
pando puestos de responsabilidad política ha solido ser más elevada en 
los gobierno~ socialdemócratas que en los conservadores. Téngase pre­
s~nte que, a Igualdad de otras condiciones, entre la élite política feme­
nina se e~cuentran más personas que reparan en las cuestiones de equi­
da~ de genero que entre la élite política masculina. Tercero, los partidos 
SOCialdemócratas han tendido a definir en sus programas electorales la 
igualdad de oportunidades y la igualdad de resultados como objetivos 
~ue alcanzar una vez en el gobierno. El propósito de algunas políticas de 
Igualdad para las mujeres reside en que éstas accedan a las mismas re­
compensas materiales y culturales que los hombres, esto es, que alcan­
cen la igualdad para ciertos resultados. Cuarto, algunos políticos conser­
vadores han querido llevar a cabo un programa tradicional acerca del 
papel que los hombres y las mujeres desempeñan en la sociedad. Por úl­
t!~o, los P~rtidos conservadores se han manifestado en contra de las po­
lI.tlcas q~e Incrementaban el gasto público con más frecuencia que los so­
Claldemocratas, argumentando que, en último término, éste se financia­
ba d:trayen~o ~iqueza de los ciudadanos. Muchas políticas de igualdad 
de genero, SI bien no todas, incrementan el gasto público, al imponer 
cargas adicionales al Estado. 

10 Una exposición más detallada de estos motivos se encuentra en Valiente (2001 b). 
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No obstante lo anterior, debemos considerar también con cautela 
la proposición de que los partidos socialdemócratas son más activos ha­
cia la igualdad de género. Las investigaciones han documentado que 
los partidos conservadores, en ocasiones, han respondido a las deman­
das planteadas por el movimiento feminista (Byrne 1996:67; Lovendus­
ki 1993:6-7, 13; 1996:9; Lovenduski, Norris y Burness 1994:611-612; Sk­
jeie 1993). De otro lado, los partidos socialdemócratas algunas veces 
han llevado a cabo políticas simbólicas en materia de género (Mazur 
1995; Threlfall, Cousins y Valiente 2005). 

El análisis del color político del partido en el gobierno es también 
congruente con la perspectiva de estudio de los movimientos sociales 
denominada "del proceso político", la cual propone que en la época 
actual las características estructurales y los atributos coyunturales del 
Estado influyen en los movimientos sociales (en sus rasgos organizati­
vos, sus objetivos, sus estrategias e, incluso, sus resultados) (Eisinger 
1973; Jenkins y Perrow 1977; Kitschelt 1986; Kriesi 1995; 1996; McAdam 
1982; Tarrow 1996; Tilly 1978). Esta perspectiva enfatiza la importancia 
de los aliados políticos, entre ellos, los partidos (una de las dimensio­
nes de la "estructura de las oportunidades políticas") para que los mo­
vimientos sociales consigan algunas de sus metas (Giugni 1998, 381; 
Kriesi 1995; 1996, 155; Tarrow 1996, 55-56; 1998, 79-80, 88-89). Ciertos 
trabajos concretan aún más, al catalogar a algunos partidos de iz­
quierda como aliados de ciertos nuevos movimientos en el mundo oc­
cidental (Kriesi 1995, 181-89; Tarrow 1996, 56; 1998,80). 

La estructura del área de política pública en cuestión también pare­
ce condicionar la capacidad de las agencias de igualdad para influir en el 
proceso político. La literatura sobre políticas públicas sugiere que las dis­
tintas áreas de política pública difieren en cuanto a quién participa en 
ellas (Heclo 1978, 88, 102-03; Jordan 1981). Si las imagináramos coloca­
das en un continuo, en un extremo se encontrarían lo que los trabajos 
académicos suelen designar como "triángulos de hierro" (iron triangles) 
(a veces utilizan otras denominaciones), esto es, subsistemas políticos 
donde participa un número limitado de actores muy poderosos y relati­
vamente autónomos del contexto político general, y lo hacen de modo 
habitual." En el otro se situarían las "redes" (networks), que son subsis­
temas políticos donde numerosos actores toman parte en las decisiones, 
algunos de ellos de forma habitual y otros esporádicamente, y donde no 
siempre está claro de antemano cuál va a ser el más influyente. En esta 
investigación analizo la estructura del área de política pública: abierta o 
cerrada a la intervención de actores políticos no habituales en dicho sub­
sistema. Recuérdese que la abrumadora mayoría de las decisiones políti­
cas relativas al género en un país son tomadas por actores distintos de 

" La literatura utiliza la palabra "triángulos" porque una parte de ella estudia SUbSiS,t~~~<>_:,;.·:­
compuestos normalmente por tres actores: legisladores, burócratas y grupos de i'fé!~?-,:k:~;::.~ 
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las agencias de igualdad, ya que éstas suelen tener como mandato el 
persuadir a otras instituciones para que efectúen medidas de igualdad, 
pero carecen de las competencias necesarias para ejecutarlas ellas mis­
mas .. ~ntiendo que será más probable que un organismo de igualdad 
participe en una decisión política cuanto más abierto esté el ámbito don­
de se toma la decisión a la intervención de actores no habituales en di­
cha área, entre otros, la institución feminista. 

La idea de que las características relativamente estables de un ám­
bito político facilitan o dificultan que un actor alcance sus metas tam­
bién está presente en la perspectiva de estudio de los movimientos so­
ciales llamada "del proceso político" que he mencionado arriba. Por 
ejemplo, Kriesi (1995, 171) afirma que el sistema político puede estar 
más o menos abierto al acceso de actores exteriores a él (que el autor 
denomi~a "o~tsiders"), entendiendo que este atributo constituye una 
de las dimenSiones de la "estructura de oportunidades políticas" en 
qu.e operan los movimi~ntos. Ello no obstante, repárese en que Kriesi, 
al Igual que otros estudiosos de la acción colectiva, analizan el sistema 
p~lítico en su ~onjunto, mientras que en la presente investigación exa­
minO las propiedades de las distintas áreas de política pública com­
prendidas en un mismo sistema político. 

. En sínt:sis, en esta monografía planteo la pregunta de si los orga­
nlsm~s de Igualdad adoptan las demandas del movimiento de mujeres 
~ las In.sertan en el proceso de toma de decisiones políticas (en las de­
liberaCiones que preceden a las decisiones políticas y en el contenido 
de las propias decisiones). Investigo si el tipo de impacto político de las 
agencias de igualdad depende de: algunas características del movi­
miento de mujeres (la prioridad que otorguen a ciertas cuestiones y su 
cohesión en torno a las reivindicaciones planteadas al respecto); varios 
rasgos de los organismos de igualdad (la importancia que confieran a 
deter~~~ados asu~tos, .~I presupuesto y la plantilla de la institución, y 
la poslclon de su dlrecClon respecto al movimiento); y ciertas dimensio­
nes del entorno político (el color político del partido o coalición en el 
gobierno, y la estructura del área de política pública). 

Los CASOS EMPíRICOS 

Este libro analiza con detenimiento el principal organismo de igual­
dad del Estado central en España, el Instituto de la Mujer (1M), creado 
en 1983 (Ley 16 de 24 de octubre)." El 1M no es la única institución fe­
minista del país. Le precedió la Subdirección General de la Mujer, de-

" Sobre el 1M y/o las políticas de igualdad del Estado central en España, véanse: Arranz 
(2000); Astelarra (2005; 1996); Gil (1996); González y Almarcha (1993); Jones (1995; 1997, 
40-46); Lombardo (2003; 2004; 2005), Ruiz Jiménez (1999; 2002) Sensat y Varela (1998). 
Threlfall (1996; 1998); Valiente (1996). ' 
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pendiente de la Dirección General de Juventud y P~omoción Sociocul­
tural del Ministerio de Cultura (Kaplan 1992,202; Lopez-Accotto 1999, 
128-29; Seminario de Estudios sobre la Mujer 1986a, 29-30; 1986b, 14-
15), Y muchas otras han aparecido después de 1983 en el ámbito auto­
nómico y 10caL13 Escojo el 1M como objeto de estudio por ser uno de los 
organismos de igualdad con mayor presupuesto y pla~tilla. Por su­
puesto, las conclusiones de su análisis n? son :n su totalidad e:trapo­
lables a todas o la mayoría de las agencias de Igualdad en Espana, pe­
ro son significativas, por tratarse el Instituto de la Mujer de uno de los 
organismos feministas de mayor envergadu~~, y porque. sir~ió ~omo 
modelo de inspiración en el proceso de creaclon de otras instituciones 
sub-estatales (Granados Vaquero 1999, 400-01; Jones 1997, 44). Tam­
bién he elegido el Instituto de la Mujer como objeto de análisis por ha­
ber venido funcionando durante un período más dilatado que otras 
agencias autonómicas y locales. El paso del tiempo ha permitido que 
algunos de los factores causales que esta investigación explora hayan 
variado. Por ejemplo, el color político del partido en el poder ha cam­
biado, ya que el actual partido en el Ejecutivo, el Partido Socialista 
Obrero Español (PSOE), también formó gobierno entre 1982 y 1996, 
mientras que entre 1996 y 2004 lo hizo el Partido Popular (PP). 

Como ya he mencionado, inquiero acerca del impacto político del 
Instituto de la Mujer, esto es, su capacidad para insertar las reivindica­
ciones del movimiento de mujeres en el proceso de toma de decisiones 
políticas. En España este movimiento está compuesto por dos ramas: la 
explícitamente feminista y la no feminista. Aquélla ha sido objeto de 
un número considerable de investigaciones. 14 Por contraste, la rama no 
explícitamente feminista, compuesta por organizaciones tales como las 
asociaciones culturales, los grupos de madres, los de viudas o de amas 
de casa, ha captado escasamente la atención de los académicos, de mo­
do que desconocemos casi todo sobre ella (pero véanse Alberdi y Esca­
rio 1986; 1990; Oleaga 1990; Ortbals 2004; Radcliff 2002; Valiente 
2001 d; 2001 e). Lamentablemente esta carencia de análisis sobre el sec­
tor no feminista me obliga a no tenerlo en cuenta en esta monografía, 
y a analizar sólo en qué medida el organismo de igualdad ha venido 

" Acerca de los organismos de igualdad y/o las políticas de igualdad en España ~n el ám­
bito sub-estatal, consúltense: Astelarra (1994); Bustelo Ruesta (1999; 2005); Ellzondo y 
Martinez (1995); Gelambí Torrell (2004); Granados Vaquero (1999); Jiménez et al. (1998); 
Martínez (1999); Martínez y Elizondo (1997); Mendizábal y Ortiz (1996); Ortbals (2004; 
2005); Valiente (1998-1999). 

" Este sector del movimiento ha sido examinado, entre otros, por: Bella (1999); Borregue­
ro et al. (1986)· Di Febo (1979); Durán y Gallego (1986); Escario et al. (1996); Fernández 
Sobrado y Aierdi Urraza (1997); Folguera (1988a; 1988b); Grup de Feminisme de l'Escola 
de Sociologia de Barcelona (1978); Jenson y Valiente (2001); G. Kaplan (1992); T. Kaplan 
(1999); Miller y Barberet (1994); Ortbals (2004; 2005); Pineda (1995); Puleo (~996); Salas 
(1996); Scanlon (1976; 1990); Seminario de Estudios Sociológicos sobre la MUjer (1986a); 
Sundman (1999); Threlfall (1985; 1996); Trujillo Barbadillo (1999); Valiente (200lf). 

27 



EL FEMINISMO DE ESTADO EN ESPAÑA EL INSTITUTO DE LA MUJER (1983-2003) 

incluyendo (o no) en el proceso político las principales demandas del 
sector explícitamente feminista del movimiento organizado de muje­
res ("movimiento feminista" en lo que sigue). 

Tres son los criterios que he utilizado para seleccionar las materias 
sobre las que tratan los debates y las decisiones estudiadas. En primer 
lugar, han de versar sobre cuestiones que hayan adquirido relevancia 
política en países posindustriales en las últimas tres décadas, a fin de 
que hayan. deliberado sobre ellas los actores políticos. En segundo lu­
gar, la desigualdad entre los hombres y las mujeres se manifiesta en 
múltiples ámbitos; los nombrados con más frecuencia por la literatura 
de gén~ro probablemente sean, entre otros, la educación/formación, 
el trabajO remunerado, la reproducción, la sexualidad y la toma de de­
cisiones políticas. Escojo discusiones y decisiones relativas a estas cinco 
áreas, en concreto, sobre la formación ocupacional (relacionada con la 
f?rm.~ción y el empleo), el aborto (como materia reproductiva), la pros­
tltuClon (acerca de la sexualidad) y la representación política (respecto 
a la toma de decisiones políticas). En tercer lugar, cabe recordar que to­
das las cuestiones sociales pueden ser analizadas desde el prisma del 
género. Interesa examinar algún debate sobre una materia candente 
políticamente, que no haya sido vista tradicionalmente como una cues­
tión de género, a fin de indagar acerca del impacto del 1M en los te­
mas más controvertidos políticamente del país, y que no constituyen 
los temas clásicos tratados por el movimiento feminista. En este senti­
do he decidido analizar detalladamente el siempre candente asunto de 
la reforma del sistema de protección por desempleo. 

Para cada. un~ ,de los asuntos examinados (formación ocupacional. 
ab.orto, pro.stltuCl~>n, representación política y cuestión candente), es­
COJO las deliberaCiones concretas que van a ser analizadas con deteni­
miento siguiendo los criterios fijados por el proyecto internacional en 
que se enmarca esta investigación (McBride y Mazur 2004, 24-25): 

(1) Los debates tienen lugar en escenarios públicos tales como par­
lamentos, tribunales de justicia, medios de comunicación, con­
gresos de partidos políticos o campañas electorales. 

(2) Los debates se producen en períodos en los que los organismos 
de igualdad ya existen [y, por tanto, pueden participar]. 

(3) Los debates recogen adecuadamente la diversidad de posturas 
sobre el tema en cuestión en el período cubierto por la investi­
gación. 

(4) Los d~bate.s .c,oncluyen con una decisión política, por ejemplo, 
una dlsposlClon legal, la sentencia de un tribunal o una pro­
puesta política del gobierno. 
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INTRODUCCiÓN 

Acerca del marco temporal de este libro, se inicia en 1983, con la 
creación del 1M. La investigación concluye en 2003, cuando finalizó el 
trabajo de campo correspondiente a la última discusión analizada: el 
asunto "candente" del intento de modificación del sistema de mante­
nimiento de ingresos de los desempleados emprendido por el PP en 
2002 y 2003. 

LAs FUENTES 

Las fuentes utilizadas en este trabajo incluyen bibliografía, legisla­
ción, debates parlamentarios, prensa, documentos publicados y no pu­
blicados del Instituto de la Mujer y del movimiento feminista, diecio­
cho entrevistas en profundidad semiestructuradas a miembros del 
equipo directivo del organismo de igualdad, a líderes del movimiento 
feminista, a activistas de partidos políticos, y a integrantes de organi­
zaciones de la sociedad civil activas en las materias sobre las que ver­
san los debates analizados, realizadas en Madrid entre 1994 y 2002, do­
cumentos de los principales partidos de ámbito estatal (programas 
electorales, resoluciones de los congresos y otros documentos publica­
dos), publicaciones de las principales organizaciones empresariales, en­
cuestas de opinión y documentos publicados e inéditos de las confede­
raciones sindicales más representativas y de distintas instituciones, por 
ejemplo, el Ministerio de Sanidad y Consumo. 

LA ESTRUCTURA DEL LIBRO 

Además de este capítulo introductorio, esta monografía compren­
de cinco capítulos empíricos sobre las deliberaciones en torno a la for­
mación ocupacional (el número dos), el aborto (el tres), la prostitución 
(el cuatro), la representación política (el cinco) y el asunto candente de 
la reforma del sistema de protección por desempleo (el seis). El capí­
tulo final de conclusiones recuerda el interrogante principal de la in­
vestigación y, a la luz de los estudios de caso presentados en los capí­
tulos dos a seis, acepta o rechaza los factores que hipotéticamente ex­
plican el grado de influencia del Instituto de la Mujer en el proceso po­
lítico (ciertas características del movimiento organizado de mujeres, 
las del organismo de igualdad, y el entorno político). Al final del libro 
se incluye un apéndice con las variables dependiente e independientes 
para cada uno de los doce debates estudiados, y un listado de biblio­
grafía. 
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2. LA FORMACIÓN OCUPACIONAL (1983-1997) 

En este capítulo analizo el impacto político del Instituto de la 
Mujer en materia de formación ocupacional (la impartida a las per­
sonas que están trabajando o están desempleadas).15 Según expliqué 
en el capítulo introductorio, defino el impacto político de dicho or­
ganismo de igualdad como su capacidad para insertar los objetivos 
del movimiento feminista tanto en los debates que se desarrollan 
cuando se formulan las políticas públicas como en el contenido de 
dichas políticas. Inicio el análisis en 1983, cuando se creó la institu­
ción de igualdad, y lo concluyo en 1997, puesto que el trabajo de 
campo para la realización de esta parte de la investigación concluyó 
en enero de 1998. '6 

Como ilustra la Tabla 3 y muestra detenidamente el capítulo, ellns­
tituto de la Mujer tuvo un impacto nulo en las dos primeras delibera­
ciones sobre formación ocupacional analizadas: las que precedieron a 
la aprobación en 1985 del Plan Nacional de Formación e Inserción Pro­
fesional (llamado "Plan FIP"), y la creación en 1986 del Consejo Gene­
ral de la Formación Profesional. En ambos casos el 1M no adoptó las po­
siciones (muy genéricas) de algunos sectores del movimiento acerca de 
las materias sobre las que se debatía, ni incluyó ninguna otra propues­
ta en las discusiones. En el tercer debate examinado, que concluyó en 
los pactos de 1992 y 1996 sobre formación ocupacional y en la reforma 
en 1997 del Consejo General de la Formación Profesional, el impacto 
del organismo de igualdad fue simbólico: si bien hizo suyas las princi­
pales posturas del movimiento en torno a este asunto (que fueron bas­
tante inconcretas), no consiguió incluir ninguna en las deliberaciones 
que precedieron a las principales decisiones políticas en esta materia, 
ni en el contenido de las medidas adoptadas. Los mencionados impac­
tos nulo y simbólico se produjeron pese a que el movimiento feminis­
ta se mostró cohesionado acerca de sus (relativamente vagos) puntos 
de vista en torno a la formación ocupacional, a que la dirección del or­
ganismo de igualdad se encontraba próxima al movimiento feminista 
hasta la primavera de 1996, y a que un partido de izquierdas ocupó el 
poder hasta esa fecha. 

" No estudio la formación profesional porque, en general, comprende programas educa­
tivos para estudiantes y no para ocupados o parados. Recuérdese que la formación ocu­
pacional fue escogida como caso de estudio por ser un asunto relacionado con la for­
mación y con el trabajo, dos de los principales ámbitos donde se manifiesta la desigual­
dad entre las mujeres y los hombres. 

" Partes de esta investigación han aparecido en Valiente (1999; 2000; 2001 a). 
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Tabla 3. Impacto político del Instituto de la Mujer 
en formación ocupacional, 1983-1997 

DEBATES 

1.Plan Nacional de Formación 
e Inserción Profesional (1985) 

2.Creación del Consejo 
General de la Formación 
Profesional (1986) 

3.Pactos de 1992 y 1996 Y 
Reforma del Consejo General 
de la Formación Profesional 
(1997) 

FECHA DE LOS 
DEBATES 

1983-1985 

1985-1986 

1986-1997 

IMPACTO DEL 
INSTITUTO DE 
LA MUJER 

nulo 

nulo 

simbólico 

Este capítulo argumenta que la influencia meramente nula del or­
ganismo de igualdad en los dos primeros debates estudiados se expli­
ca en parte porque el Instituto no adoptó en realidad ninguna postu­
ra en materia de formación ocupacional, ya que se encontraba aún en 
proceso de constitución y no podía mantenerse activo en muchos fren­
tes. El impacto simbólico del Instituto de la Mujer en la tercera delibe­
ración analizada se debió, sobre todo, a la estructura del área de deci­
sión política en materia de formación ocupacional: cerrada a la partici­
pación de actores políticos y sociales no habituales en este ámbito. La 
constelación de actores que normalmente diseñan la política pública 
relativa a la formación de ocupados y desempleados se circunscribe a 
las confederaciones sindicales y empresariales y a los decisores políticos 
procedentes principalmente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia­
les ("Ministerio de Trabajo" en lo sucesivo).17 Los diputados y senado­
res toman decisiones políticas en estas materias en menor medida que 
los tres actores citados, principalmente cuando las disposiciones re­
quieren tramitación parlamentaria. 

La estructura de este capítulo es similar a la de los tres que siguen, 
acerca de los debates sobre el aborto (el número tres), la prostitución 
(el cuatro) y la representación política (el cinco). En primer lugar, pro­
porciono cierta información sobre la materia de que tratan las delibe­
raciones examinadas, y muestro la selección de las mismas. En segundo 
lugar, analizo cada una de las discusiones. Por último, expongo los re­
sultados del estudio comparado de todas ellas. Las fuentes para la re-

" Antes de 1996 esta institución se denominó Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
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alización de este capítulo incluyen bibliografía, documentos publica­
dos del Instituto de la Mujer, legislación, programas electorales de los 
partidos polític?s, ~esoluciones de lo~ co~gresos de los partido.s y.los 
sindicatos, publICaCiones de las organizaciones empresanales y Sindica­
les, documentos sindicales no publicados, prensa y un debate parla­
mentario. 

LA FORMACIÓN OCUPACIONAL Y LA SELECCiÓN DE LOS DEBATES 

Permítaseme describir sucintamente el área de política pública re­
lativa a la formación ocupacional desde una perspectiva histórica. Du­
rante el franquismo, el programa de formación ocupacional más im­
portante se desarrolló en los años sesenta, y fue gestionado a través 
del Programa de Promoción Profesional Obrera (PPO). Se impartieron 
cursos de corta duración con el objetivo de proporcionar a personas 
procedentes del ámbito rural las habilidades necesarias para trabajar 
en una economía industrial y de servicios. Algunos trabajadores agrí­
colas siguieron también cursos, a fin de capacitarse en el manejo de 
maquinaria agrícola. El PPO convivió con otros programas ocupaciona­
les de menor importancia (Pérez Díaz 1995, 9; Pérez Díaz y Rodríguez 
Pérez 1994, 24). 

Durante la transición a la democracia la formación ocupacional lan­
guideció. En 1978 se creó el Instituto Nacional de Empleo (INEM) con 
tres funciones principales: administrar las prestaciones por desempleo, 
actuar como agencia de colocación y gestionar la formación ocupacio­
nal; el PPO (cuyo nombre había cambiado en 1973) pasó a formar par­
te del INEM. En la práctica, el INEM desempeñó sobre todo la primera 
actividad (la gestión de las prestaciones por desempleo), una tarea in­
gente, dado el elevado nivel de paro en España. A causa principal­
mente de la escasez de personas trabajando en la institución, el INEM 
apenas cumplió su segundo cometido (colocar a los desempleados), y 
lo mismo puede afirmarse respecto a la gestión de la formación ocu­
pacional. Como consecuencia, el número de personas que asistía a un 
curso ocupacional cayó en picado: de aproximadamente 300.000 en 
1975 a unas 60.000 en 1985 (Fundación Encuentro 1993, 185-86; Pérez 
Díaz y Rodríguez Pérez 1994, 25). 

El Acuerdo Económico y Social (AES) fue firmado el 9 de octubre de 
1984 por Unión General de Trabajadores (UGT), la Confederación Es­
pañola de Organizaciones Empresariales (CEOE) y la Confederación Es­
pañola de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME) (no por Comisio­
nes Obreras-Cc.OO.). El AES, un pacto social que seguía a otros bipar­
titos y tripartitos rubricados en años precedentes, trataba sobre todo 
del desempleo, y contemplaba algunos objetivos en materia de forma­
ción ocupacional, incluyendo la incentivación de la entrada de los jó-
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venes en el mercado laboral a través de programas formativos de este 
tipo (Cruz Castro 1996, 7_8).'8 

España ingresó en la Comunidad Europea (CE) en 1986. Los deciso­
res políticos españoles sabían que el Fondo Social Europeo financiaba 
hasta el 65 por cien de los programas de formación ocupacional de Es­
tados miembros de la CE, siempre que éstos costearan la proporción 
restante. Los políticos españoles se dieron cuenta de que España se 
arriesgaba a perder esta ocasión de recibir dinero europeo si no con­
taba con un plan de formación ocupacional integral. Por tanto, en 
1985 aprobaron uno, el Plan FIP (Orden Ministerial 31 julio 1985, del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social). Uno de los objetivos del Plan 
FIP consistía en desarrollar los programas de formación ocupacional di­
rigidos a diversos colectivos, entre ellos, los parados. 

El volumen de recursos dedicado a la formación ocupacional creció 
inmediatamente tras la aprobación del Plan FIP. Así, el gasto público en 
esta materia (en términos monetarios) fue de 15.306 millones de pese­
tas en 1985, de 47.710 millones en 1986, y de 134.000 millones en 1989 
(Fundación Encuentro 1993, 186). De modo similar, el número de per­
sonas que siguieron este tipo de cursos también se incrementó, desde 
aproximadamente 60.000 en 1985 hasta superar los 400.000 a principios 
de los noventa (Pérez Díaz y Rodríguez Pérez 1994, 25). Los cursos se im­
partían sobre todo a los desempleados y a los jóvenes en busca de su 
primer trabajo, y sólo muy raramente a los ocupados. En general, un ba­
jo nivel educativo caracterizaba a los beneficiarios de estos programas 
formativos, ya que a finales de los ochenta y principios de los noventa 
aproximadamente el 50 por cien de ellos tenían sólo estudios primarios 
(completos o incompletos) (Fundación Encuentro 1993, 187-88). 

Tras la aprobación del Plan Flp, se creó en 1986 el Consejo General 
de la Formación Profesional (Ley 1/1986 de 7 enero), un órgano con­
sultivo dependiente del Ministerio de Trabajo, compuesto por repre­
sentantes del Estado y de las organizaciones empresariales y sindicales. 
La aprobación del Plan FIP y la creación del Consejo General de la For­
mación Profesional constituyen las principales medidas en el ámbito de 
la formación ocupacional durante la década de los ochenta. Por ello, 
los debates que les precedieron son los dos primeros analizados en es­
te capítulo. 

En 1992 y 1996 los representantes del Estado, de los empresarios y 
de los trabajadores firmaron nuevos acuerdos, a fin de ir modificando 
la gestión de la formación profesional. Por ejemplo, en 1992 acordaron 
que, desde esa fecha, el INEM se encargara de la ejecución de los pro­
gramas para parados, mientras que de la de las acciones formativas di­
rigidas a los empleados se ocuparan los interlocutores sociales. En 1997 
(Ley 19 de 9 junio) se modificó la composición del Consejo General de 

" El AES puede consultarse en De la Villa (1985, 221-53). 
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la Formación Profesional, con la inclusión de representantes de las Co­
munidades Autónomas. La discusión que precedió a los Acuerdos de 
1992 y 1996 Y a la Ley de 1997 que reformó el Consejo General de la 
Formación Profesional es la tercera deliberación estudiada en este ca­
pítulo. Dichos acuerdos y la susodicha Ley de 1997 constituyen las prin­
cipales medidas tomadas en el ámbito de la formación ocupacional en 
la década de los noventa (hasta enero de 1998, cuando finalizó el tra­
bajo empírico en que se basa este capítulo).'9 

DEBATE 1: EL PLAN NACIONAL DE FORMACiÓN E INSERCiÓN PROFESIONAL (1985), 
1983-1985 

Líneas principales del debate 

El debate político que precedió a la aprobación del Plan FIP es ana­
lizado ahora20 Al investigador le resulta difícil reconstruir esta delibe­
ración de los años ochenta al menos por dos razones. De un lado, el nú­
mero de vestigios documentales de la discusión es bajo, y se encuen­
tran dispersos. De otro, este debate fue relativamente corto y adquirió 
escasa notoriedad pública, ya que los medios de comunicación hicieron 
pocas referencias al mismo. 

Los participantes en esta deliberación fueron, sobre todo, políticos 
y altos funcionarios del Ministerio de Trabajo, junto con representan­
tes de las principales confederaciones sindicales (UGT y CCOO.) y em­
presariales (CEOE y CEPYME), y de los partidos políticos. Todos ellos se 
mostraron de acuerdo, explícita o implícitamente, en la conveniencia 
de que España aprovechara los fondos europeos para revitalizar la lan­
guideciente formación ocupacional. Ésta era vista como una herra­
mienta para combatir el desempleo, que ya alcanzaba en España la ta­
sa más elevada de toda la CE (la tasa de paro en nuestro país era de 21 
por cien en 1985; Organization for Economic Cooperation and Deve­
lopment 1992,43).2' La formación ocupacional era concebida entonces 

" Las fuentes utilizadas para escoger los debates más importantes en las décadas ochenta 
y noventa son: Centro Europeo para el Desarrollo de la Formación Profesional (1995); 
Cruz Castro (1996; 2000; 2001); Fundación Encuentro (1993, 193-214); García (1993); Pé­
rez Diaz y Rodríguez Pérez (1994); un informe gubernamental publicado en El Mundo 
(Suplemento Su Dinero 18 julio 1999, 13, 18); y conversaciones informales con Laura Cruz 
Castro, académica experta en políticas de formación para el empleo (Madrid, diciembre 
1997 y enero 1998). 

20 Las fuentes utilizadas para la reconstrucción de esta discusión son: Alianza Popular 
(1982,34-36); Partido Socialista Obrero Español (1982; 1984,31-32); Unión General de 
T~abajadores (1983, 134-37); Gaceta Sindical (la publicación periódica de CCOO.) y Bole­
tm de CEOE/Noticias de CEOE (la publicación periódica de la CEOE) (he examinado todos 
los números de las publicaciones periódicas de CCOO. y de la CEO E entre 1984 y 1986, 
ambos años inclusive); y recortes de prensa. 

" La tasa de paro es el porcentaje de parados sobre el total de activos (ocupados y parados). 
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como una parte de las políticas activas del mercado de trabajo (Cruz 
Castro 1996). El partido conservador (en aquellos años bajo las deno­
minaciones de Alianza Popular y Coalición Popular) y las organizacio­
nes empresariales, de acuerdo con el resto de los participantes en la 
discusión acerca de la ventaja que supondría para España la recepción 
de recursos europeos, enfatizaban, no obstante, la necesidad de pro­
mocionar la inversión privada (y no tanto la formación ocupacional) 
para luchar adecuadamente contra el desempleo. 

Los participantes en el debate no argumentaron de acuerdo con 
una perspectiva de género. Por ejemplo, mencionaron a los parados en 
términos neutros, sin especificar si estaban refiriéndose a los hombres 
o a las mujeres. Ello resulta sorprendente, dado que el Plan FIP com­
prendía algunos programas dirigidos exclusivamente a ciertas mujeres: 
a las que desearan incorporarse al mercado de trabajo tras haber per­
manecido ausentes del mismo durante años, y a las que fueran a tra­
bajar en profesiones donde las mujeres estuvieran claramente infra­
rrepresentadas (Centro Europeo para el Desarrollo de la Formación 
Profesional 1995, 52-53). Los decisores políticos españoles establecie­
ron estos programas siguiendo las directrices emanadas del Fondo So­
cial Europeo (FsE). Si bien en períodos anteriores el FsE había emitido 
únicamente recomendaciones muy generales a los Estados miembros 
de la CE acerca de las actuaciones que serían objeto de especial aten­
ción a la hora de recibir subvenciones, a mediados de los años ochen­
ta el FsE ya formulaba instrucciones en este sentido mucho más con­
cretas (Cruz Castro 1996, 8). 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

Puesto que en esta investigación el impacto político del Instituto de 
la Mujer se ha definido como su capacidad para incluir en los debates 
políticos y en el contenido de las políticas públicas las demandas del 
movimiento feminista, presento éstas ahora. Es necesario aclarar que 
en España desde los años setenta el movimiento feminista ha estado 
formado por numerosas militantes y líderes que pertenecían no sólo a 
grupos de la sociedad civil que reivindicaban la equidad de género, si­
no también a partidos políticos de izquierda y sindicatos (Threlfall 
1985,47, 51). Por ello, considero que los departamentos de igualdad 
de género de las centrales sindicales son una parte del movimiento. 

Las organizaciones y los individuos que a principios y mediados de 
los años ochenta componían el movimiento no participaron en las de­
liberaciones previas al Plan FIP, ni hicieron públicas reivindicaciones 
concretas acerca de este asunto. Ello no obstante, las secciones encar­
gadas de defender la igualdad de género de las principales confedera­
ciones sindicales, el Departamento Confederal de la Mujer de UGT y la 
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Secretaría Confederal de la Mujer de CCOO. sí habían adoptado pos­
turas genéricas acerca de la formación ocupacional. 22 Por ejemplo, ha­
bían alertado a la opinión pública de que un número mayor de hom­
bres que de mujeres seguía cursos de formación, y que éstas tendían a 
participar en acciones formativas relativas a las profesiones tradicio­
nalmente femeninas, como el secretariado (Secretaría Confederal de la 
Mujer de Comisiones Obreras 1980, 27; Unión General de Trabajadores 
1978, 26). 

La Secretaría Confederal de la Mujer de CCOO. denunció que la 
formación ocupacional apenas resultaba útil a las mujeres a la hora de 
encontrar un trabajo o mejorar su situación laboral, que poquísimas es­
pañolas mayores de treinta años hacían los cursos debido a sus res­
ponsabilidades familiares, y que el contenido de algunas acciones for­
mativas era claramente discriminatorio, en especial, aquellos relacio­
nados con la economía doméstica y el hogar (Secretaría Confederal de 
la Mujer de Comisiones Obreras 1980, 27-29; 1983,220). Dicha Secreta­
ría Confederal reivindicó que los programas formativos proporciona­
ran a las usuarias habilidades realmente útiles para competir en el mer­
cado de trabajo, que formaran a algunas en profesiones tradicional­
mente masculinas (por lo general mejor retribuidas que las tradicio­
nalmente femeninas), y que ciertos cursos fueran ofertados sólo a las 
mujeres (Secretaría Confederal de la Mujer de Comisiones Obreras 
1980,30). Recordó que consideraba la creación de empleo público co­
mo una estrategia para el avance de la igualdad de género considera­
blemente más eficaz que las acciones formativas. En ocasiones criticó 
los cursos, puesto que al estar financiados parcialmente con las cotiza­
ciones de los trabajadores, imponían a éstos cargas financieras que 
consideraba innecesarias (Trabajadora mayo 1985, número 4:4). 

En el mismo sentido, las sindicalistas preocupadas por los asuntos 
de género en UGT conceptual izaron la formación ocupacional como un 
medio para reducir las diferencias educativas y en habilidades labora­
les entre los hombres y las mujeres. El objetivo general de la formación 
para ocupadas y desempleadas debía consistir en que las mujeres de­
sempeñaran profesiones en las que hubieran estado tradicionalmente 
subrepresentadas y alcanzaran puestos directivos en todos los ámbitos 
laborales. Reivindicaron que los cursos se impartieran durante la jor-

22 Las fuentes utilizadas para reconstruir los puntos de vista de las secciones dedicadas a la 
igualdad de género en UGT y ccoo. acerca de la formación ocupacional en los tres de­
bates analizados en este capítulo son: las ponencias y/o resoluciones de las jornadas o 
conferencias estatales de dichas secciones (Barañano 1992; Departamento Confederal de 
la Mujer de Unión General de Trabajadores 1985; 1989; Secretaría Confederal de la Mu­
jer de CCOO. 1979; 1980; 1983a; 1983b; 1986; Unión General de Trabajadores 1978); to­
dos los números aparecidos entre 1984 y 1992 de Trabajadora, la publicación periódica 
de la Secretaría Confederal de la Mujer de CCOO.; y los artículos sobre género publica­
dos entre 1984 y 1992 en Gaceta Sindical y Unión, las publicaciones periódicas de CCOO. 
y UGT respectivamente. 
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nada laboral, que dichas horas estuvieran remuneradas con la totali­
dad del salario, y que tuvieran lugar actividades formativas especial­
mente dirigidas a las mujeres que deseaban participar en el mercado 
de trabajo después de haber estado ausentes del mismo durante perí­
odos de tiempo prolongados (Unión 1978, número 45:1; 1978, número 
58,28; Unión General de Trabajadores 1978, 26, 34). 

Acerca del Instituto de la Mujer, su publicación periódica, Mujeres, 
no contenía artículos sobre la formación ocupacional en los ochenta. 
La primera publicación del Instituto de la Mujer sobre la cuestión, que 
comentaré más adelante, data de 1989, esto es, apareció con posterio­
ridad al Plan FIP (Instituto de la Mujer 1989a). La ausencia de referen­
cias a la formación ocupacional en las fuentes del 1M anteriores a dicho 
Plan indica que el organismo de igualdad no adoptó la posición del 
movimiento en torno a la formación de ocupados y parados ni ningu­
na otra. Debido a que el Instituto no tomó parte en las deliberaciones 
previas al Plan FIP, no pudo insertar en ellas ni en el contenido de la po­
lítica pública propuesta alguna, por lo que su impacto en este debate 
fue nulo. 

Factores explicativos 

En cuanto a las variables independientes relativas al movimiento fe­
minista, éste, visto en su conjunto, otorgó una prioridad baja a la for­
mación ocupacional. Como he explicado antes, sólo las feministas acti­
vas en el mundo sindical habían concedido cierta importancia a la cues­
tión de la formación ocupacional, pero no habían planteado reivindi­
caciones concretas acerca del Plan FIP que captaran la atención públi­
ca. El movimiento en su conjunto se encontraba cohesionado en sus 
posturas genéricas sobre la formación de ocupados y parados, ya que 
las pocas personas y grupos con alguna posición al respecto manifesta­
ban pareceres similares. 

Acerca de los factores explicativos relacionados con el organismo 
de igualdad, fue baja (en realidad nula) la prioridad que confirió ellns­
tituto de la Mujer a la formación ocupacional con anterioridad al Plan 
FIP, según he mostrado antes, al explicar que no defendió ninguna pos­
tura en esta materia. Bajos eran también el presupuesto y la plantilla 
de la agencia de igualdad. El Instituto de la Mujer se encontraba en 
proceso de establecimiento a mediados de los ochenta, cuando tuvie­
ron lugar los dos primeros debates importantes sobre formación ocu­
pacional. Si bien el organismo de igualdad se creó formalmente a fi­
nales de 1983 (Ley 16/1983 de 24 octubre), transcurrieron casi dos años 
hasta que se completó la plantilla de personal y se instituyeron los ór­
ganos directivos. La Resolución de 9 de octubre de 1985 de la Subse­
cretaría de Economía y Hacienda, que fijaba los complementos especí-
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ficos correspondientes a los puestos de trabajo del 1M, contenía para 
ese año un catálogo de 76 puestos de personal funcionario. El presu­
puesto del Instituto (en millones de pesetas) fue de 707,06 en 1984 y 
de 732,4 en 1985 (Instituto de la Mujer 1992, 36). En otras palabras, la 
construcción de la institución feminista coincidió con las dos primeras 
deliberaciones estudiadas en este capítulo. Pese a que desde su funda­
ción el organismo se mostró muy activo en la convocatoria de actos de 
repercusión pública, tales como conferencias, seminarios y coloquios, 
con los que pretendía denunciar la situación de desigualdad en que vi­
vían las mujeres españolas (además de darse a conocer la propia insti­
tución), no pudo luchar en muchas de las batallas relativas a la desi­
gualdad por razón de género. 

La dirección del Instituto de la Mujer se encontraba próxima al mo­
vimiento feminista, ya que buena parte del primer equipo directivo 
del organismo había militado con anterioridad en el movimiento (Jo­
nes 1997, 41; Threlfall 1985, 53; 1998, 85). Por ejemplo, su directora 
entre 1983 y 1988, Carlota Bustelo, había pertenecido al Frente de li­
beración de la Mujer, creado en 1976 y disuelto en 1979 (Durán y Ga­
llego 1986, 211-14; Seminario de Estudios Sociológicos sobre la Mujer 
1986a, 36-37). 

Respecto a las variables independientes referentes al entorno polí­
tico, desde 1982 gobernaba el PSOE con mayoría absoluta en ambas cá­
maras. La estructura del área de política pública sobre formación ocu­
pacional estaba cerrada a la participación en la toma de decisiones de 
otros actores distintos de las organizaciones empresariales y sindicales 
y los decisores políticos procedentes del Ministerio de Trabajo. 

En términos generales y con alguna excepción, las materias de em­
pleo constituyen un ámbito político especíal, ya que están reguladas 
por los interlocutores sociales y el gobierno; si las disposiciones deben 
tramitarse en las Cortes (no era éste el caso del Plan FIP, recogido en 
una Orden Ministerial), también participan en el proceso los partidos 
con representación parlamentaria, si bien en menor medida que los ac­
tores ya mencionados. Desde la transición, el Estado y los agentes so­
ciales han logrado una serie de pactos bipartidos y tripartitos que des­
pués se han plasmado en legislación. Dadas sus frecuentes y continuas 
negociaciones llevadas a cabo durante décadas, cada uno de ellos ha 
adquirido un conocimiento preciso de los otros, todos han terminado 
siguiendo pautas y rutinas comunes en sus encuentros (y desencuen­
tras), y han defendido en la práctica que en materia de regulación del 
mercado de trabajo son ellos quienes intervienen en las decisiones. Es­
te tipo de áreas de política pública, entonces, con toda probabilidad se 
convierten en terrenos prácticamente inexpugnables para actores no 
habituales en ellas. Repárese en que es la materia sobre la que se de­
cide, en este caso la formación para el empleo (una cuestión laboral), 
el factor que en último término termina convirtiendo el área de políti-
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ca pública en un terreno inabordable para ciertos actores sociales y po­
liticos. Ello sucede con relativa independencia del foro en el que se dis­
cuta políticamente (entre otros, las reuniones en un Ministerio para 
elaborar una disposición legislativa de rango ministerial, o el Parla­
mento, en el caso de la tramitación de una Ley que ~uele reflejar acuer­
dos bipartitos o tripartitos previos). 

DEBATE 2: LA CREACIÓN DEL CONSEJO GENERAL DE LA FORMACiÓN PROFESIONAL 

(1986), 1985-1986 

Líneas principales del debate 

Según mencioné arriba, cinco meses después de la aprobación del 
Plan FIP se instituyó el Consejo General de la Formación Profesional. 
compuesto de representantes del Estado central y los interlocutores so­
ciales (Ley 1/1986 de 7 de enero). Dicho Consejo elaboraría recomen­
daciones al gobierno sobre formación ocupacional y profesional. pro­
pondría y aprobaría periódicamente el plan de formación ocupacional 
y profesional. y controlaría su ejecución. Este Consejo General se com­
ponía de trece representantes del Estado (designados por los Ministe­
rios de Trabajo y de Educación), trece de los trabajadores y trece de los 
empresarios, y era presidido alternativamente por los Ministros de Tra­
bajo y de Educación (uno cada año). El Consejo contaba con cuatro vi­
ce-presidentes: el primero procedía del Ministerio de Trabajo o del de 
Educación (de modo alterno cada año), el segundo del Ministerio de 
Agricultura e Industria, y el tercero y el cuarto de las asociaciones sin­
dicales y empresariales. El Ministerio de Cultura, al que perteneció el 
Instituto de la Mujer desde 1983 hasta 1988, no estaba representado 
en este Consejo. 

La discusión sobre la creación del Consejo General de la Formación 
Profesional quedó reflejada, en parte, en un debate parlamentario, 
puesto que dicho Consejo fue establecido por Ley (las Leyes necesitan 
procesamiento parlamentario).23 En la deliberación intervinieron parla­
mentarios de los principales partidos políticos. Los representantes del 
PSOE argumentaron que una de las causas del alto nivel de paro en Es­
paña consistía en que la formación de la población activa no coincidía 
con la demandada por los empresarios. La formación ocupacional se 
veía entonces como un medio para proporcionar a los individuos en 

23 El íter legislativo completo puede consultarse en el Archivo del Congreso de los Diputa­
dos, legajo 3239 de la serie general. El debate parlamentario tuvo lugar en: la sesión ple­
naria del Congreso de los Diputados (27 junio 1985), la reunión de la Comisión de Edu­
cación y Cultura del Congreso de los Diputados (26 noviembre 1985), y la reunión de la 
Comisión de Educación, Universidades, Investigación y Cultura del Senado (5 diciembre 
1985). 
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edad de trabajar las habilidades que les harían empleables en una eco­
nomía posindustrial. Los parlamentarios socialistas defendieron que el 
consejo General debía estar formado por representantes de los traba­
jadores Y los empresarios, además de los del Estado, puesto que uno de 
los graves problemas de la formación ocupacional que se había impar­
tido hasta aquel momento consistía en el divorcio entre los conoci­
mientos que proporcionaba a los activos y los que requerían los em­
pleadores. 

Los parlamentarios procedentes del principal partido de la oposi­
ción, el después llamado Partido Popular, entendían que la causa del 
elevado desempleo radicaba en la falta de incentivos a la inversión pri­
vada, y no tanto en la formación de la población activa o la obtenida 
en los cursos ocupacionales. Los parlamentarios conservadores reivin­
dicaron que el Consejo General estuviera compuesto no sólo por re­
presentantes del Estado, los principales sindicatos y los empresarios, si­
no también de los restantes sindicatos, los profesores de formación 
ocupacional y los individuos que asistieran a los cursos. 

Por su parte, los parlamentarios de los partidos regionalistas (prin­
cipalmente del Partido Nacionalista Vasco) adujeron que la creación 
del Consejo General suponía una amenaza a la estructura descentrali­
zada del Estado. El mencionado Consejo, que iba a hacer sugerencias 
al gobierno central en materia de formación ocupacional (y profesio­
nal), suponía un desarrollo institucional del Estado central en un mo­
mento en que las competencias en estas materias ya habían sido trans­
feridas a algunas Comunidades Autónomas, y se transferirían a otras 
en el futuro. Los parlamentarios regionales, tras argumentar de este 
modo, solicitaron inicialmente la retirada del proyecto legislativo com­
pleto; más adelante, demandaron la inclusión de representantes de las 
Comunidades Autónomas en dicho Consejo. 

De nuevo, al igual que sucedió con la discusión del Plan FIP, el de­
bate no incluyó en ningún momento referencias de género. No se hi­
zo mención alguna a las mujeres, o a su posición ya la de los hombres 
en esta materia, a lo largo de toda la deliberación parlamentaria. 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

El movimiento feminista no planteó ninguna reivindicación concre­
ta acerca de la creación del Consejo General de la Formación Profesio­
nal. Las posturas genéricas acerca de la formación ocupacional defen­
didas por las secretarías o los departamentos de igualdad de género de 
las principales confederaciones sindicales a mediados de los ochenta 
han sido descritos arriba. También he mencionado allí que antes de 
1986 los documentos del Instituto de la Mujer nada dijeron acerca de 
la formación ocupacional. Además, el organismo no participó en la de-
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liberación previa a la creación del Consejo General, por lo que no pu­
do defender punto de vista alguno. De nuevo, el impacto político del 
Instituto, no adoptando las posturas genéricas del movimiento y no to­
mando parte en las deliberaciones políticas fue nulo. 

Factores explicativos 

Dada la proximidad temporal de los debates 1 y 2, son similares las 
variables independientes que afectan al impacto nulo del Instituto de 
la Mujer en ambas deliberaciones. El movimiento de mujeres había 
concedido una prioridad baja a la materia debatida, hallándose cohe­
sionado acerca de las posturas, generales y bastante vagas, en torno al 
asunto. Baja (realmente nula) fue también la prioridad concedida por 
el Instituto de la Mujer al asunto, y bajo era todavía el presupuesto del 
organismo de igualdad: 732,4 millones de pesetas en 1985, y 749,2 mi­
llones de pesetas en 1986 (Instituto de la Mujer 1992, 36-37). Reducida 
era también su plantilla: según ya he explicado, un catálogo de 76 
puestos de personal funcionario en 1985, que ascendió a 114 en 1989 
(Resolución de 27 de septiembre de 1989 de la Comisión Interministe­
rial de Retribuciones, sobre la relación de puestos de trabajo del per­
sonal funcionario del Instituto de la Mujer). A mediados de los años 
ochenta la agencia de equidad estaba dirigida por personas próximas 
al movimiento. Gobernaba con mayoría absoluta un partido socialde­
mócrata, el PSOE, y, por las mismas razones que en el debate 1, el área 
de política pública relativa a la formación ocupacional continuaba ce­
rrada a la participación de actores políticos y sociales distintos a los in­
terlocutores sociales, los decisores políticos del Ministerio de Trabajo y, 
cuando las medidas adoptadas requerían tramitación parlamentaria 
(como en este caso), los representantes de los partidos y coaliciones 
con representación en las Cortes.24 

DEBATE 3: Los PACTOS DE 1992 y 1996 y LA REFORMA DEL CONSEJO GENERAL DE 
LA FORMACiÓN PROFESIONAL (1997), 1986-1997 

Líneas principales del debate 

A principios de la década de los noventa resultaba claro que había 
que promocionar la formación de los ocupados, puesto que la mayor 
parte de los recursos se habían empleado hasta entonces en desarro­
llar la dirigida a los parados. Es en este contexto en el que debemos en­
tender los dos pactos firmados por representantes del Estado y de los 

" Acerca de las peculiaridades del Parlamento como foro político, véase el siguiente capítulo. 
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'nterlocutores sociales el 16 de diciembre de 1992.25 Si hasta esa fecha 
I I INEM se había encargado de la gestión de los programas de forma­
~ión para los desempleados y los ocupados, desde la firma de los Acuer­
dos se encargaría sólo de administrar los cursos dirigidos a los parados. 
LOS programas para los ocupados pasaron ~ ser ges.tin~dos, de forma 
conjunta, por las organizaciones empresariales y smdlcale~ (p.ero no 
por el Estado). Fundaciones bipartitas con rep,r~sentantes ~I~dlcales y 
empresariales se fueron creando con este proposlto, denommandose la 
de ámbito estatal Fundación para la Formación Continua en la Empre­
sa (FORCEM).26 Ambos acuerdos establecieron alicientes para la forma­
ción ocupacional proporcionada en las grandes empresas, y en agru­
paciones de pequeñas y medianas empresas (Consejo Económico y So­
cial 1997; Pérez Díaz 1994, 10). 

Los representantes del Estado, de los sindicatos y de las asociacio­
nes empresariales firmaron tres pactos más el 19 de diciembre de 
1996.27 Éstos contenían el compromiso de elaborar un sistema nacional 
de cualificaciones, con el propósito de asegurar la convalidación de los 
certificados obtenidos en tres tipos de programas formativos: los de 
formación ocupacional dirigida a los parados y a los ocupados, y los de 
formación profesional impartida en el sistema educativo (Consejo Eco­
nómico y Social 1997, 251). Los acuerdos crearon incentivos adicionales 
para que las pequeñas empresas proporcionaran formación a sus tra­
bajadores (Consejo Económico y Social 1997,259).28 De otro lado, fue­
ron incluidas más categorías de trabajadores entre los potenciales be­
neficiarios de los programas formativos ocupacionales, tales como los 
autónomos y los de la agricultura. 

Durante los años noventa las competencias en materia de formación 
ocupacional se transfirieron del Estado central a algunas Comunidades 
Autónomas: Cataluña (1991), Valencia (1992), Galicia y Andalucia (1993) e 

2S Los representantes de los trabajadores y los empresarios firmaron el Acuerdo Nacional 
de Formación Continua. El Acuerdo Tripartito en Materia de Formación Continua de los 
Trabajadores Ocupados fue rubricado por los representantes del Estado, los trabajado-
res y los empresarios. . .. 

26 Aunque la gestión de la formación ocupacional para ocupados se transflrlo a los agen­
tes sociales, el dinero para financiar dichos programas era a principios de 1998 recauda­
do por el Estado. Los recursos para sufragar todos los cursos (tanto los dirigidos a los ocu­
pados como a los parados) provenían de dos fuentes: el Fondo SOCial Europeo y las coti­
zaciones obligatorias de empresarios y trabajadores (el 0,7 por cien de la masa s~larlal). 

27 Dichos acuerdos se denominan el Acuerdo de Bases sobre la Política de Formaclon Pro­
fesional, el Segundo Acuerdo Nacional de Formación Continua, y el Acuerdo Tripartito 
sobre Formación Continua. El primero fue suscrito por el Gobierno, UGT, CCOO., CEO E 
y CEPYME. Los acuerdos segundo y tercero tuvieron un firmante adicional a los ~a ~en­
cionados para el primero: la Confederación Intersindical Gallega (Consejo EconomlCo Y 
Social 1997, 249-50). 

" En España la mayor parte de las empresas son muy pequeñas: por ejemplo, en 1995, el 
58 por cien de las empresas no empleaba a ninguna persona, el 24 por cien empleaba a 
una o dos, y el 13 por cien empleaba a un número comprendido entre tres y nueve, am­
bos inclusive (Consejo Económico y Social 1997,258). 
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Islas Canarias (1994). Se hizo entonces necesario coordinar las políticas de 
formación ocupacional elaboradas en el ámbito estatal y autonómico (en 
el caso de las Comunidades con competencias plenas en la materia). Por 
ello, el Consejo General de la Formación Profesional fue reformado en 
1997 (Ley 19/1997 de 9 de junio), a fin de incluir en él a los representan­
tes de los gobiernos autonómicos, además de los representantes ya esta­
blecidos: del Estado central, los sindicatos y las asociaciones empresariales. 

Desde la firma de los acuerdos de 1992, el número de trabajadores 
que seguía cursos de formación ocupacional aumentó continuamente, 
hasta alcanzar aproximadamente el 15 por cien de la población asala­
riada en 1996 (Consejo Económico y Social 1997, 253; datos provisio­
nales). Ello supuso un avance destacable, dado el bajo nivel de cualifi­
cación de buena parte de la población ocupada en España, y pese a 
que los trabajadores muy cualificados o bastante cualificados asistían a 
estos cursos en mayor proporción que los trabajadores con menos cua­
lificación (Consejo Económico y Social 1997,254, 256). 

Los temas y la división de opiniones que aparecieron entre los par­
ticipantes en los debates de los años ochenta también surgieron en el 
de los noventa.'9 Los representantes de los sindicatos y del PSOE reite­
raron que la formación ocupacional inadecuada constituía una de las 
causas del elevado desempleo en España. Por contraste, los empresa­
rios y los representantes del Partido Popular argumentaron que el ori­
gen del alto nivel de paro radicaba en la oferta, en concreto, en los ele­
vados costes salariales y la falta de incentivos para la inversión privada. 
Ello no obstante, de nuevo, todos los que tomaron parte en la delibe­
ración se mostraron de acuerdo en la necesidad de promocionar la for­
mación ocupacional y de coordinar las políticas elaboradas por el Esta­
do central y los gobiernos autonómicos. 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

Entre el debate 2 y el 3, el Instituto de la Mujer prestó cierta aten­
ción a la formación ocupacional. En 1988, con posterioridad a las deli­
beraciones de los ochenta, el Instituto de la Mujer organizó un semi­
nario sobre la "formación ocupacional desde la perspectiva de las mu­
jeres", en el que actuaron como ponentes expertos internacionales y 

" Las fuentes utilizadas para la reconstrucción de estos debates son: Coalición Popular 
(1986); Partido Popular (1989; 1993; 1996); Partido Socialista Obrero Español (1986; 
1988c; 1989; 1990; 1993; 1994; 1996); Unión General de Trabajadores (1986; 1990; 1994); 
Gaceta Sindical (la publicación periódica de CCOO.) y Boletín de CEOE/Noticias de CEOE 
(la publicación periódica de la CEO E) (he examinado todos los números de las publica­
ciones periódicas de CCOO. y CEO E aparecidos entre 1986 y 1997, ambos años inclusive); 
Herramientas: Revista de Formación para el Empleo (he examinado todos los articulos 
que contienen entrevistas a actores en el área de politica pública de formación ocupa­
cional publicados entre 1988 y 1997, ambos años inclusive); y articulos de prensa. 
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representantes del mundo ~indical y políti~o, y cuy~s ac.tas fuer~n pu­
blicadas (Instituto de la MUjer 1989a). En dIcho semInarIO las delIbera­
ciones entre los participantes incluyeron nociones de género. La for­
mación ocupacional fue entendida allí como un recurso importante 
tanto para los hombres como para las mujeres, dado que el desempleo 
era altísimo para ambos. Ello no obstante, dicha formación fue vista 
como especialmente crucial para las mujeres, puesto que el paro les 
afectaba (y les afecta) de manera muy acusada: en 1988 la tasa de de­
sempleo femenina en España (27 por cien) casi doblaba a la masculina 
(15 por cien) (Organization for Economic Cooperation and Develop­
ment 1992, 43-44). La formación ocupacional se percibió también co­
mo una herramienta para combatir la segregación horizontal, que tie­
ne lugar cuando los hombres predominan en unas profesiones y las 
mujeres en otras (generalmente en las peor remuneradas). Dicha for­
mación proporcionaría a las españolas los conocimientos necesarios pa­
ra desempeñar trabajos en sectores en los que se encontraban tradi­
cionalmente infrarrepresentadas. Quienes asistieron a este seminario 
manifestaron reiteradamente ser conscientes de las dificultades a las 
que tenían que enfrentarse muchas trabajadoras para asistir a estos 
cursos, debido a sus responsabilidades familiares. 

Como es habitual en este tipo de seminarios y reuniones organiza­
das por el Instituto de la Mujer, y exceptuando a los expertos interna­
cionales invitados, la mayoría de los participantes reunía dos caracte­
rísticas: ser decisor político o dirigente sindical (pero no líder empresa­
rial), y ser mujer. La mayor parte de estas mujeres procedentes del Mi­
nisterio de Trabajo y de los sindicatos no intervinieron después en el 
tercer debate analizado en este capítulo, que tuvo lugar sobre todo 
entre representantes (principalmente hombres) del Ministerio, de los 
sindicatos, de los empresarios y, en menor medida, de los partidos po­
líticos con representación parlamentaria. 

Las opiniones expresadas en el seminario organizado por el orga­
nismo de igualdad coincidían con los puntos de vista generales mani­
festados en el ámbito sindical por militantes feministas, ya descritos 
arriba. Por ello, argumento que el organismo de igualdad adoptó las 
demandas del movimiento. Sin embargo, no participó en las delibera­
ciones que llevaron a los Pactos de 1992 y 1996, ya la reforma del Con­
sejo General de la Formación Profesional en 1997, de modo que no pu­
do el Instituto incluir las reivindicaciones del movimiento en tales de­
bates. El impacto del organismo de igualdad fue, pues, simbólico. 

Factores explicativos., 

Las variables independientes para explicar el impa~to.simbólico. {¡'}i:;,~~: 
Instituto de la Mujer en este debate 3 relativas al movImIento femlr~st "', 
ta son similares a las de las deliberaciones previas. En las tres diSCU~.o) 

t." 
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nes, éste concedió una prioridad baja a la formación ocupacional y se 
mostró cohesionado respecto a sus muy genéricos puntos de vista. 

Por contraste, las variables explicativas relacionadas con el organis­
mo de igualdad son ahora distintas a las de los debates 1 y 2. Desde fi­
nales de los años ochenta el Instituto de la Mujer confirió una priori­
dad media a la formación ocupacional. Esta prioridad media se mani­
festó en la organización en 1988 del seminario sobre la materia ya 
mencionado. También se reflejó claramente en los dos primeros planes 
de igualdad, en los que dicha formación, junto con los asuntos relati­
vos al empleo, ocupan un lugar de cierta importancia (Instituto de la 
Mujer 1988b, 61-69, 73; Instituto de la Mujer 1993b, 59-63, 66-67, 70, 
72, 77-78).30 Además, se plasmó en la inclusión en los años noventa de 
tres artículos sobre la materia en la publicación periódica del organis­
mo de igualdad, la revista Mujeres (1991, número 4:11; número 5:11). 

En cuanto al presupuesto y la plantilla del Instituto de la Mujer, desde 
1989-1990 eran ya altos, reflejando la consolidación institucional del orga­
nismo. La Tabla 4 incluye el presupuesto del organismo entre 1983 y 2003. 

Según se observa en la Tabla 4, el Instituto de la Mujer funcionó en 
1984 con un presupuesto de 707,06 millones de pesetas. Una subida 
importante se produjo en 1987, ya que el presupuesto pasó de 749,2 
millones de pesetas en 1986 a 1.174,6 el año siguiente. Pero el incre­
mento más notorio tuvo lugar tres años después, ya que si en 1989 el 
organismo de igualdad operó con 1.410,48 millones de pesetas, en 
1990 lo hizo con 2.014,66. Desde entonces, la partida presupuestaria 
destinada al organismo de igualdad ha venido ascendiendo casi siem­
pre de modo continuo, sin que se haya producido un aumento tan pro­
nunciado como el del inicio de los años noventa. Por tanto, a la luz de 
estas cifras, califico de bajo el presupuesto del 1M hasta 1989, y de al­
to el de 1990 y años sucesivos. 

Acerca de la plantilla de la agencia de equidad, hasta 1989 única­
mente poseo como datos de esta variable independiente la relación de 
puestos de trabajo del personal funcionario plasmada en disposiciones 
legislativas: 76 en 1985 y 114 en 1989.31 Desde 1990 el Instituto publica 

30 Un plan de igualdad es un instrumento de política pública. Consiste en un conjunto de 
medidas cuyo objetivo es la consecución de mayores cotas de equidad entre los hombres 
y las mujeres. Estas medidas son puestas en práctica por los distintos Ministerios en un 
período determinado. Se han elaborado cuatro planes de igualdad de ámbito estatal: el 
primero, para ser aplicado entre 1988 y 1990 (Instituto de la Mujer 1988b), el segundo 
entre 1993 y 1995 (Instituto de la Mujer 1993b), el tercero entre 1997 y 2000 (Instituto 
de la Mujer 1997b) y el cuarto entre 2003 y 2006 (Instituto de la Mujer 2003). Los planes 
de igualdad relevantes para este capítulo son los dos primeros. 

" Véanse: Resolución de 9 de octubre de 1985, de la Subsecretaría de Economía y Hacien­
da, que fijaba los complementos específicos correspondientes a los puestos de trabajo 
del Instituto de la Mujer; y Resolución de 27 de septiembre de 1989, de la Comisión In­
terministerial de Retribuciones, sobre la relación de puestos de trabajo del personal fun­
cionario del Instituto de la Mujer. 
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n SUS memorias no sólo la relación de puestos de trabajo del personal 

:uncionario, sino también el catálogo de personal laboral; esta infor­
mación está recogida en la Tabla 5. 

Tabla 4, Presupuesto del Instituto de la Mujer, 1983-2003 

AÑO 

1984 
1985 
1986 
1987 
1988 
1989 
1990 
1991 
1992 
1993 
1994 
1995 
1996 
1997 
1998 
1999 
2000 
2001 
2002 
2003 

PRESUPUESTO 
(millones de pesetas) 

707,06 
732,4 
749,2 

1.174,6 
1.305,18 
1.410,48 
2.014,66 
2.194,88 
2.297,40 
2.228,20 
2.328,20 
2.329,25 
2.329,25 
2.164,46 
2.606,60 
2.971,84 
3.382,00 
3.676,04 

22.692,70 (miles de Euros) 
23.573,52 (miles de Euros) 

Fuente: Años 1984-1988: Instituto de la Mujer (1992,36-38); Años 1989-2003: Presupuestos 

Generales del Estado. 

Tabla 5. Relación de puestos de trabajo de personal funcionario y catá­
logo de puestos de personal laboral del Instituto de la Mujer, 1990-2003 

AÑO 

1990 
1991 
1992 
1993 
1994 
1995 
1996 
1997 
1998 
1999 
2000 
2001 
2002 
2003 

Relación de puestos 
de trabajo de 
personal funcionario (A) 

114 
116 
116 
116 
115 
114 
115 
114 
109 
108 
120 
118 
128 
128 

Fuente: Instituto de la Mujer. Varios años. Memorias. 
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Catálogo de 
personal 
laboral (B) 

56 
87 
87 
67 
67 
67 
66 
66 
66 
63 
47 
45 
45 
45 

A+B 

170 
203 
203 
183 
182 
181 
181 
180 
175 
171 
167 
163 
173 
173 
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En la Tabla 5 puede observarse que el número de puestos de traba­
jo de personal funcionario osciló sin grandes variaciones en los años no­
venta entre el valor más bajo de 108 en 1999 y el más elevado de 116 
en 1991-1993, para situarse en torno a las 120 personas en los primeros 
cuatro años del presente siglo. De la comparación entre estas cifras y las 
de los años ochenta (76 en 1985 y 114 en 1989), deduzco que el princi­
pal incremento se produjo en ese último año (1989). Es decir, estos da­
tos muestran dos etapas. En la primera, hasta 1989, el Instituto operó 
con un número (teórico) de funcionarios significativamente menor que 
en la segunda (desde 1989 en adelante). No contradicen esta imagen de 
la existencia de dos períodos bien diferenciados las cifras del catálogo 
de personal laboral (columna B de la Tabla 5) y de la suma de esta últi­
ma magnitud más los funcionarios (columna A+B). Muestran que si des­
de 1991 el número de funcionarios fue aumentando (columna A), fue 
disminuyendo de forma algo más acusada el del catálogo de personal 
laboral (columna B) y, por tanto, reduciéndose la suma de funcionarios 
y personal laboral (columna A+B). Conceptualizo entonces de baja la 
plantilla del Instituto hasta 1989 y de alta desde entonces. 

Dado que la plantilla del Instituto de la Mujer constituye uno de los 
factores explicativos barajados en esta investigación, los datos de la Ta­
bla 5 merecen dos matizaciones. En primer lugar, la relación de pues­
tos de trabajo de personal funcionario de una institución no es el nú­
mero real de funcionarios que trabajan allí, dado que algunas plazas 
pueden no estar cubiertas. Igual sucede con el catálogo de personal la­
boral. Desde 1990 el Instituto de la Mujer publica en sus memorias ci­
fras sobre efectivos (tanto de funcionarios como de personal laboral). 
He decidido no valorar el número de efectivos, porque no cuento con 
datos similares para los años ochenta. En segundo lugar, en el Institu­
to de la Mujer no trabajan sólo funcionarios o personal laboral, sino 
también personas vinculadas de otros modos al organismo, por ejem­
plo, con contratos de prácticas. No obstante la importante labor que 
pueden desempeñar en la institución, he optado por no incluirlos en 
mis cálculos de la plantilla del Instituto por dos razones. De un lado, la 
agencia de igualdad no publica en sus memorias las cifras de estas per­
sonas antes de 1990. De otro, no cuento con ninguna información acer­
ca de la duración de estos contratos (la necesitaría para hacer compa­
rables los puestos de trabajo de estos individuos con el catálogo de 
puestos de funcionarios y de personal laboral). 

En síntesis, he conceptual izado como bajo el presupuesto del Insti­
tuto de la Mujer hasta 1989, y de alto desde 1990. He caracterizado de 
baja la plantilla del organismo hasta 1989, y de alta en lo sucesivo. Por 
tanto, defiendo que los recursos materiales y humanos de la agencia de 
igualdad fueron bajos hasta 1989-1990, y altos en los años siguientes. 

Acerca de la dirección del organismo de igualdad, en 1988 Carmen 
Martínez Ten fue nombrada directora del Instituto de la Mujer, quien 
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fue sustituida en 1991 por Purificación Gutiérrez, yen 1993 por Marina 
Subirats. Todas ellas se encontraban próximas al movimiento feminista. 
Carmen Martínez Ten había pertenecido al movimiento: a la Asociación 
Universitaria para el Estudio de los Problemas de la Mujer (AUPEPM), un 
colectivo de mujeres jóvenes universitarias que perseguía el objetivo a 
corto plazo de difundir el feminismo entre las estudiantes universita­
rias, y la meta a largo plazo de la liberación de las mujeres. Carmen Mar­
tínez Ten tenía experiencia en la gestión de centros de salud para las 
mujeres en el ámbito municipal (Martínez Ten 1994; Seminario de Estu­
dios Sociológicos sobre la Mujer 1986a, 37; Threlfall 1998, 85-86). Puri­
ficación Gutiérrez era una abogada feminista que había trabajado en 
uno de los primeros gabinetes jurídicos compuestos exclusivamente por 
mujeres. También había militado en el movimiento feminista: en la ci­
tada AUPEPM y en el Frente de Liberación de la Mujer (Gutiérrez 1994; 
Threlfall 1998,86). Marina Subirats era una catedrática feminista de so­
ciología especializada en cuestiones de educación (Threlfall 1998, 85-
86), por lo que la considero próxima al movimiento, pese a no haber mi­
litado en él (Subirats 1994). Por contraste, Concepción Dancausa, la di­
rectora nombrada en 1996 por el Partido Popular, era una funcionaria 
de carrera sin vínculos conocidos con el movimiento (Mujeres 1996, nú­
mero 22:5; Threlfall 1998,88). 

Durante la mayor parte del debate 3, las variables independientes 
ligadas al entorno político continuaron siendo las mismas que en el 
transcurso de los debates 1 y 2: el PSOE se mantuvo en el poder hasta 
la primavera de 1996, cuando fue reemplazado por el PP. El área de po­
lítica pública relativa a la formación ocupacional permaneció cerrada a 
la influencia de actores políticos y sociales distintos de los habituales 
(los interlocutores sociales, los decisores políticos del Ministerio de Tra­
bajo y, en menor medida, los partidos y coaliciones con representación 
parlamentaria). 

En realidad, los rasgos de este ámbito político evolucionaron du­
rante el período en que transcurrió la última deliberación analizada en 
este capítulo, reduciéndose el escasísimo margen para la actuación del 
organismo de igualdad. Como he explicado anteriormente, si en los 
años ochenta la gestión de los programas formativos ocupacionales 
constituía una de las competencias del Estado, en 1992 la formación di­
rigida a los ocupados pasó a ser administrada por las asociaciones sin­
dicales y empresariales de forma conjunta. El Instituto de la Mujer tie­
ne mucha menos capacidad para intervenir en asuntos gestionados 
parcial o totalmente por los interlocutores sociales (por comparación 
con aquéllos cuya ejecución se encuentra en manos de las instituciones 
estatales), puesto que su mandato consiste en persuadir al Estado cen­
tral para que elabore y ponga en práctica políticas de igualdad. 

Es cierto que los recursos para financiar la formación de los ocupa­
dos eran recaudados a principios de 1998 por el Estado; el Instituto de 
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la Mujer conservaba entonces cierta potestad para actuar en estas 
cuestiones. Ello no obstante, resulta clave entender que la gestión de 
la formación ocupacional para los trabajadores no ha sido un asunto 
más entre los muchos de los que se han ido encargando las asociacio­
nes sindicales y empresariales, sino que ha supuesto una fuente crucial 
de financiación para los interlocutores sociales. Por ello, han defendi­
do a ultranza su autonomía en este terreno, y han impedido con par­
ticular celo la injerencia de otras instancias en estas actividades centra­
les para su supervivencia económica como organizaciones. 

Las características del área de política pública que ahora nos ocupa 
se modificaron también en otro sentido (asimismo en detrimento de las 
escasísimas posibilidades del Instituto de la Mujer para intervenir en es­
tos asuntos), al transferirse en los años noventa las competencias en ma­
teria de formación ocupacional a algunas CC.AA. Como consecuencia, a 
finales de los noventa el Estado central se encargaba de la gestión de 
una parte de la formación ocupacional (la dirigida a los parados, pero 
no a los ocupados), y sólo en algunas CC.AA., puesto que en otras los 
gobiernos autonómicos tenían competencias plenas en la materia. Es 
pertinente recordar que el Instituto de la Mujer sólo tiene poderes (re­
lativos) para intervenir en el ámbito de actuación del Estado central. 

DISCUSiÓN DE LOS RESULTADOS 

Como he expuesto arriba, el Instituto de la Mujer tuvo un impacto 
nulo en los debates que precedieron a las más importantes decisiones 
en materia de formación ocupacional en los años ochenta, y mera­
mente simbólico en las deliberaciones que condujeron a las principales 
políticas sobre la cuestión hasta principios de 1998. El mencionado im­
pacto nulo se debió a que a mediados de los años ochenta el Instituto 
de la Mujer confirió una importancia baja a la formación de los traba­
jadores y los desempleados, porque se hallaba en período de funda­
ción y no podía intervenir en muchos frentes. Además, el organismo de 
igualdad no tomó parte en las dos primeras discusiones examinadas, 
debido a las características del área de política pública de formación 
ocupacional. Las preocupaciones de los representantes sindicales y em­
presariales y de los decisores políticos especializados en asuntos labo­
rales han centrado buena parte de los debates políticos. Ha resultado 
sumamente difícil que otros actores intervinieran en deliberaciones so­
bre estas materias, y aun más que introdujeran nociones de género en 
discusiones centradas tradicionalmente en torno a los intereses de los 
trabajadores y sus empleadores, entendidos estos intereses en térmi­
nos neutros desde el punto de vista del género. De otro lado, los ras­
gos del área de decisión política relativa a la formación de empleados 
y parados constituyen el principal factor explicativo del impacto sim­
bólico del organismo de igualdad en el tercer debate analizado. 
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En este capítulo estudio el impacto político del Instituto de la Mu­
jer en materia de aborto voluntario." Como muestra la Tabla 6 y expli­
co detenidamente en las páginas siguientes, en el primer debate exa­
minado, el que precedió a la despenalización parcial de la interrupción 
voluntaria del embarazo (IV E) efectuada por la Ley Orgánica 9/1985 de 
5 de julio, de reforma del artículo 417bis del Código Penal (en lo suce­
sivo "Ley del aborto" o "Ley Orgánica 9/1985"), el impacto del orga­
nismo de igualdad fue simbólico: si bien adoptó la mayoría (pero no la 
totalidad) de las demandas del movimiento feminista, no consiguió in­
cluirlas en la mencionada deliberación ni en el contenido de la política 
pública. Por contraste, en la segunda discusión analizada, la previa al 
reglamento de la Ley Orgánica 9/1985 (Real Decreto 2409/1986, de 21 
de noviembre, sobre centros sanitarios acreditados y dictámenes pre­
ceptivos para la práctica legal de la interrupción voluntaria del emba­
razo, en lo que sigue "Real Decreto 2409/1986"), el impacto del Insti­
tuto fue pleno, ya que hizo suyas casi todas (pero no todas) las reivin­
dicaciones del movimiento, y consiguió insertarlas en el debate y en la 
formulación de la política pública. 

Tabla 6. Impacto político del Instituto de la 
Mujer respecto al aborto, 1983-1998 

DEBATES 

1. Despenalización 
parcial del aborto 
(1985) 

2. Reglamento de la 
Ley Orgánica 9/1985 
(1986) 

FECHA DE 
LOS DEBATES 

1983-1985 

1985-1986 

IMPACTO POlÍTICO DEL 
INSTITUTO DE LA MUJER 

simbólico 

pleno 

El impacto simbólico del Instituto de la Mujer en la deliberación 
previa a la despenalización parcial del aborto en 1985 se debió, sobre 
todo, a que el organismo de igualdad se encontraba en proceso de 
fundación cuando se produjo el fin de la discusión: ésta comenzó en 

" Parte de las conclusiones de esta sección del libro han aparecido en Valiente (2000; 
2001c). 
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1982, antes de la creaclon de la agencia de igualdad, y transcurrió 
mientras el Instituto estaba dotándose de los medios materiales y hu­
manos necesarios para funcionar. Varios factores explican el impacto 
pleno del organismo de igualdad en el debate que antecedió al regla­
mento de la Ley Orgánica 9/1985: la alta prioridad concedida a la des­
penalización de la IVE por el movimiento feminista, así como su cohe­
sión en apoyo a esta demanda, la también alta prioridad otorgada al 
asunto por el Instituto y la proximidad de su dirección al movimiento, 
un partido de izquierdas en el poder, y un área de política pública (mo­
deradamente) abierta a la participación de ciertos actores políticos y 
sociales no habituales en ella, tales como la agencia de igualdad. 

Como mencioné en el capítulo anterior, todos los empíricos de este 
libro, salvo el seis relativo al asunto candente de la reforma del siste­
ma de protección por desempleo, tienen una estructura similar. En pri­
mer lugar, proporciono al lector cierta información acerca de la mate­
ria de la que tratan las deliberaciones, y explico cómo he seleccionado 
las que analizo en profundidad. En segundo lugar, examino dichas dis­
cusiones políticas y, por último, presento los resultados del examen 
comparado de los debates escrutados. Las fuentes utilizadas para la re­
alización de este capítulo comprenden legislación, bibliografía, una 
deliberación parlamentaria, documentos publicados e inéditos del Ins­
tituto de la Mujer, documentos no publicados del Ministerio de Sani­
dad y Consumo, así como tres entrevistas en profundidad semi-estruc­
turadas a miembros del personal directivo del organismo de igualdad 
(Abril 1998; Bustelo 1994) y del movimiento feminista (Montero 1994). 

EL ABORTO Y LA SELECCiÓN DE LOS DEBATES 

La interrupción voluntaria del embarazo fue definida como un de­
lito en 1941 por la Ley de 24 de enero. En 1944 esta Leyantiabortista 
fue abolida, pero los artículos relativos a la materia fueron incluidos en 
el Código Penal. Éste prohibió el aborto con la cárcel (entre seis meses 
y seis años), y calificó la IVE como un delito sin circunstancias atenuan­
tes, salvo cuando las mujeres lo cometían en un intento de ocultar su 
deshonra (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 35). 

La despenalización parcial del aborto tuvo lugar en 1985 por medio 
de la Ley Orgánica 9/1985. Desde entonces, el Código Penal no castiga 
la IVE realizada en tres circunstancias: cuando el embarazo es el resul­
tado de una violación (el llamado "aborto ético"), cuando pone en 
grave peligro la vida y la salud física o psíquica de la embarazada (el 
denominado "aborto terapéutico"), y cuando se presume que el feto 
nacerá con graves malformaciones físicas o psíquicas (el llamado "abor­
to eugenésico"). El siguiente año, el Real Decreto 2409/1986 desarrolló 
la aplicación de la Ley del aborto (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 37-38). 
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Las discusiones que precedieron a la aprobación de la Ley del abor­
to y del Real Decreto 2409/1986 han sido examinadas para la elabora­
ción de este capítulo. Estudio sólo dos debates, en vez de tres, como 
hago en el resto de los capítulos, porque, según se desprende de fuen­
tes secundarias (Barreiro Pérez-Pardo 1998; Marín Gómez 1996), en el 
período comprendido entre la creación del Instituto de la Mujer (1983) 
y la finalización del trabajo de campo en que se basa este análisis (ve­
rano de 1998), sólo se produjeron estas dos deliberaciones de la máxi­
ma importancia. 33 

DEBATE 1: LA DESPENALIZACIÓN PARCIAL DEL ABORTO POR LA LEY ORGÁNICA 9/1985 
(1985),1983-1985 

Líneas principales del debate 

La discusión parlamentaria que dio lugar a la Ley del aborto empezó 
ocho meses antes de la creación del Instituto de la Mujer, cuando el go­
bierno socialista presentó un proyecto de ley para la reforma del Código 
Penal que despenalizaba la interrupción voluntaria del embarazo en los 
supuestos ético, terapéutico y eugenésico (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 
208-11).34 Los partidarios de la despenalización defendieron que, puesto 
que las IVEs tenían lugar con independencia de lo que estableciera la le­
gislación, era razonable adaptar el ordenamiento jurídico a la realidad 
social. Mantenían que esta liberalización haría que España se pareciera a 
otros países de nuestro entorno, más desarrollados económicamente y 
con una experiencia democrática más dilatada en el tiempo. El PSOE, con 
mayoría absoluta de escaños en las Cortes, defendió el proyecto en el 
Congreso de los Diputados argumentando, entre otras razones, que la re­
forma propuesta era constitucional. y que era apoyada por la mayoría de 
la población, de acuerdo con las encuestas de opinión. 35 El partido socia-

33 En la década de los noventa los partidos de izquierda presentaron en las Cortes proyec­
tos más amplios de despenalización de la IVE. No considero centrales los debates que 
acompañaron a estos intentos liberalizadores, porque dichos partidos sabian que sin la 
mayoría parlamentaria necesaria para la aprobación de estos proyectos, nunca se con­
vertirían en leyes. 

" La principal fuente para investigar la discusión politica sobre el aborto de mediados de 
los años ochenta es una excelente monografía (Barreiro Pérez·Pardo 1998), la cual sigo 
muy de cerca en este trabajo. He consultado, además, otra bibliografía, los debates par· 
lamentarios anteriores a la aprobación de la Ley, así como legislación, documentos pu­
blicados del Instituto de la Mujer, y la transcripción de tres entrevistas en profundidad 
realizadas a Victoria Abril (1998), consejera técnica de la Dirección General del Instituto 
de la Mujer, Carlota Bustelo (1994), primera directora del Instituto, y Justa Montero 
(1994), militante de la Comisión Pro-Derecho al Aborto. 

3S Esta parte del debate en el Congreso puede consultarse en el Diario de sesiones del Con­
greso de los Diputados sesión plenaria 25 mayo 1983, 4-6 octubre 1983; Comisión de Jus­
ticia e Interior 7 septiembre 1983. 
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lista enfatizó el carácter moderado del proyecto, ya que el aborto conti­
nuaría siendo un delito según el Código Penal, excepto en las tres cir­
cunstancias mencionadas. El Partido Comunista de España (PCE) defendió 
una despenalización de la IVE más extensa, al proponer que fuera permi­
tida durante los tres primeros meses de embarazo en todos los casos, y 
que las operaciones se realizaran de modo gratuito en el sistema sanita­
rio público. 

Los detractores de la despenalización del aborto basaron su apoyo 
a la penalización de las IVEs en la defensa del feto. El principal opo­
nente del proyecto fue Alianza Popular (AP), el primer partido de la 
oposición. La mayoría (aunque no la totalidad) de sus diputados eran 
detractores de cualquier forma de despenalización de la IVE. Igual su­
cedía en el caso de la Unión de Centro Democrático (UCD) y del Parti­
do Nacionalista Vasco (PNV), mientras que una división de opiniones 
caracterizaba (y caracteriza) a Convergencia i Unió (CiU). En el Congre­
so los representantes contrarios a la despenalización afirmaron que la 
reforma propuesta era inconstitucional, y definieron la interrupción 
voluntaria del embarazo como un asesinato. 

El 30 de octubre de 1983, seis días después de la creación del Insti­
tuto de la Mujer, el Senado, tras una deliberación similar a la manteni­
da en el Congreso de los Diputados, aprobó el proyecto de ley.36 Dos dí­
as después de su aprobación, y antes de su promulgación, el parla­
mentario de AP, José María Ruíz Gallardón, respaldado por cincuenta y 
cuatro parlamentarios de esta formación política, interpuso un recurso 
previo de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional (TC) con­
tra el proyecto. El proceso de toma de decisiones políticas en esta ma­
teria quedó suspendido hasta que el TC pronunciara sentencia, lo que 
hizo año y medio después (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 219-20). 

El 11 de abril de 1985 el TC hizo pública la sentencia relativa al 
aborto. En ella declaraba que la Leyera constitucional, siempre que 
fuera modificada en el sentido de ofrecer mayores garantías a la pro­
tección del feto en los casos de aborto terapéutico y eugenésico (Ba­
rreiro Pérez-Pardo 1998, 219-27, 231). El partido socialista enmendó el 
proyecto de acuerdo con las recomendaciones del TC y lo remitió a las 
Cortes. 

Los siguientes debates en el Congreso de los Diputados y el Senado 
resultaron mucho menos virulentos que los anteriores a la emisión de 
la sentencia del TC37 La razón de este cambio de tono en la delibera­
ción se debió a que, aproximadamente en el momento de la publica-

" Puede consultarse esta parte de la discusión en el Senado en el Diario de sesiones del Se­
nado sesión plenaria 30 noviembre 1983. 

" Los debates en el Congreso pueden consultarse en el Diario de sesiones del Congreso de 
105 Diputados Comisión de Justicia e Interior, 14 mayo 1985; sesión plenaria 28 mayo 
1985. Los del Senado quedaron reflejados en el Diario de sesiones del Senado sesión ple­
naria 25 junio 1985. 
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ción de la sentencia, el partido conservador inició un cambio de posi­
ción en torno a la cuestión. Si antes de 1985 se había opuesto con ve­
hemencia a cualquier intento despenalizador, comenzó entonces a 
suavizar dicho rechazo; esta modificación de postura concluyó en 1989 
con la aceptación reluctante de la Ley del aborto (Barreiro Pérez-Pardo 
1998,228). Tras las correspondientes discusión y aprobación parlamen­
tarias, el proyecto se convirtió en la Ley Orgánica 9/1985 (Barreiro Pé­
rez-Pardo 1998, 227-38). 

En general, y con pocas excepciones, el debate sobre la despenali­
zación parcial del aborto apenas contuvo referencias al género. Du­
rante la deliberación el número de referencias a la Constitución, al fe­
to, a los doctores ya la opinión pública fue mucho más elevado que las 
relativas a las mujeres. En alguna ocasión los parlamentarios que apo­
yaban la reforma describieron a las mujeres como a personas con de­
recho a decidir si continuaban o no una gestación no deseada. Los re­
presentantes del partido comunista, pero no los del partido socialista, 
alguna vez esgrimieron el argumento, defendido con frecuencia en el 
movimiento feminista, de que las mujeres tienen derecho a disponer li­
bremente de su cuerpo. 

Cuando los parlamentarios que apoyaban la despenalización men­
cionaron a las mujeres, tendieron a argumentar en términos de clase 
social. Los representantes socialistas y comunistas denunciaron el he­
cho de que las de clase acomodada podían costear abortos en el ex­
tranjero practicados en condiciones sanitarias seguras, mientras que las 
de clase modesta habían de conformarse con IVEs clandestinas realiza­
das en su propio país en condiciones peligrosas para su salud, y catalo­
garon de injusticia socio-económica esta situación. De hecho, estos re­
presentantes políticos parecían más preocupados por las desigualdades 
de clase que por las de género. Solían describir a las mujeres como per­
sonas débiles que antes de un aborto experimentan ansiedad, insegu­
ridad y estrés. Afirmaron que las mujeres deciden abortar sólo en cir­
cunstancias extremas; en otras condiciones, todas quieren que nazcan 
sus hijos, porque nadie desea abortar. Según el debate, parecía que las 
mujeres se ven obligadas a interrumpir sus gestaciones por circunstan­
cias sumamente perturbadoras e inabordables. Nunca fueron las muje­
res descritas en esta deliberación como individuos serenos que en con­
diciones normales optan racionalmente por una IVE como primera op­
ción. En esta discusión, dichas circunstancias ordinarias parecían no 
existir. 38 

Los diputados y senadores contrarios a la despenalización del abor­
to mencionaron a las mujeres sólo en términos de su anatomía, espe-

38 La representación de las mujeres que abortan como personas en situación de estrés y ne­
cesitadas de ayuda es común en los debates políticos sobre las IV Es en otros países occi­
dentales (Outshoorn 1996a). 
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cialmente de sus úteros. Argumentaron que una mujer embarazada es, 
en realidad, dos personas, puesto que el feto en el seno materno es un 
ser independiente desde el momento de su concepción. En ocasiones 
estos representantes describieron a las mujeres españolas como desco­
nocedoras de los métodos anticonceptivos; también afirmaron que con 
frecuencia no podían acceder a la contracepción. Dado entonces que 
eran probables las gestaciones no deseadas, la aprobación de la Ley im­
plicaría que las mujeres tratarían de hacer trampa, a fin de que se les 
practicaran IVEs no contempladas en los tres supuestos. Estos parla­
mentarios, pero no los partidarios de la despenalización, mencionaron 
a los hombres en su calidad de padres, y pidieron el consentimiento de 
ellos en los casos de aborto. 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

Permítaseme explicar con detenimiento por qué sostengo que en el 
debate previo a la Ley Orgánica 9/1985 el Instituto de la Mujer ejerció 
un impacto simbólico, ya que, si bien adoptó la mayoría (pero no la to­
talidad) de las reivindicaciones del movimiento feminista sobre el abor­
to, no consiguió insertarlas en dicha deliberación. Desde la transición a 
la democracia, la mayor parte de las personas y las organizaciones que 
componían el movimiento habían hecho hincapié en la necesidad de 
garantizar los derechos reproductivos. Tengamos presente que en el 
momento del cambio de régimen no sólo estaba penalizado el aborto, 
sino incluso la venta y publicidad de los anticonceptivos (hasta 1978). 
Con variado énfasis, una abrumadora mayoría de individuos y grupos 
del movimiento demandaron una despenalización amplia del aborto, 
que fuera más allá de los tres supuestos que contemplaba la Ley Orgá­
nica 9/1985, esto es, acceso al aborto sin restricciones hasta un deter­
minado momento de la gestación. Algunas personas y asociaciones 
también reivindicaron que las IVEs se realizaran a cargo del Estado y sin 
coste alguno para las gestantes; esta reivindicación quedó plasmada en 
el eslógan "aborto libre y gratuito" del movimiento (Montero 1994; 
Sundman 1999; Trujillo Barbadillo 1999). 

También se mostraron partidarias de una despenalización amplia del 
aborto (más allá de lo que después permitiría la Ley Orgánica 9/1985) 
quienes componían el primer equipo directivo del Instituto de la Mujer, 
tal como documentan numerosas fuentes, por ejemplo, las declaraciones 
de Carlota Bustelo (1994), primera directora del Instituto (1983-1988), en 
una entrevista personal. o las de Victoria Abril (1998), consejera técnica 
de la Dirección General del Instituto de la Mujer durante la tramitación 
de la Ley del aborto y su reglamento, en otra entrevista. 

Pese al interés del Instituto por una despenalización profunda del 
aborto, no consiguió insertar esta reivindicación en el debate que pre-
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cedió a la Ley Orgánica 9/1985. Simplemente exhortó al .ejecutiv? a no 
demorarse en intervenir en esta materia: tras la sent.encla de~ Tnbunal 
constitucional. Carlota Bustelo, directora del organismo de Igualdad, 
instó al gobierno a resolver con rapidez el grave problema que la pe­
nalización del aborto causaba a muchas mujeres (Barreiro Pérez-Pardo 

1998, 228). 

Factores explicativos 

Acerca de las variables independientes relativas al movimiento femi­
nista, he mostrado arriba que éste otorgó una prioridad alta a la desp~­
nalización amplia del aborto, se mostró cohesionado en torno a esta rei­
vindicación Y organizó manifestaciones reclamando el acceso a la IVE 
(Blofield 2006; Montero 1994; Sundman 1999; Trujillo Barbadillo 1999). 
Algunos parlamentarios pro-aborto, en sus ~n.tervenciones ~~ el .deba~; 
en las Cortes, mencionaron en términos pOSitiVOS estas movilizaciones. 

En cuanto a los factores explicativos referentes al Instituto de la Mu­
jer, el aborto constituía una de las prioridades más altas del organismo 
desde el momento de su creación. En aquellos años la mayor parte de los 
números de la revista patrocinada por el Instituto, Mujeres, contenían 
artículos sobre la IVE:o Ya el primer número, publicado en 1983, sólo dos 
meses después de la creación de la agencia de igualdad, incluía un re­
portaje ampliamente documentado acerca de la IVE, el cual comenzaba 
afirmando que "el Instituto de la Mujer gestionaría las medidas legisla­
tivas necesarias para lograr que todas las mujeres eligieran libremente su 
maternidad (. .. )" (Mujeres 1983, número 0:6). Además, la agencia de 
igualdad promocionó investigaciones sobre el aborto (Aguinaga 1985; 
Instituto de la Mujer 1986c, 30). En mayo de 1984 organizó un semina­
rio sobre mujeres y salud (Instituto de la Mujer 1984). Doscientas cin­
cuenta y nueve personas acudieron al evento, sobre todo médicos, ayu­
dantes técnicos sanitarios, trabajadores sociales, psicólogos, decisores 
políticos y funcionarios. La cuestión del aborto voluntario fue amplia­
mente discutida en dicho seminario, y las ponencias sobre el tema fue­
ron incluidas en las actas publicadas (Cardaño 1984; Peregrín 1984). 

El presupuesto y la plantilla del Instituto durante el debate que pre­
cedió a la Ley Orgánica 9/1985 eran bajos, ya que, como mencioné en 
el capítulo anterior, el organismo de igualdad, creado en otoño de 

39 Consúltense las intervenciones de los diputados Juan María Bandrés Molet y Fernando 
Pérez Royo, ambos del Grupo Parlamentario Mixto (Diario de sesiones del Congreso de 
los Diputados sesión plenaria 25 mayo 1983:1870; 5 octubre 1983:2938), y de la diputa­
da Maria Dolores Pelayo Duque, del Grupo Parlamentario Socialista (Diario de sesiones 
del Congreso de los Diputados sesión plenaria 5 octubre 1983:2927). 

., Por ejemplo, consúltense Mujeres año 1983, número 0:6, 9-11; año 1984, número 1 :32-
33; año 1984, número 2:15-17, 27, 32, 44; año 1984, número 4:72. 
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1983, empleó los dos años siguientes en dotarse de los medios mate­
riales y humanos necesarios para su funcionamiento. Que el inicio de 
la tramitación parlamentaria de la Ley del aborto precediera a la fun­
dación del Instituto posiblemente impidió que el impacto de éste fue­
~a otro que uno meramente simbólico. Cuando se creó el organismo de 
Igualdad, el proyecto de ley del gobierno ya se estaba discutiendo en 
las Cortes. Probablemente fuera ya demasiado tarde para intentar mo­
dificar sustancialmente el proyecto, o para elaborar otro nuevo. Cabe 
mencionar que la directora del Instituto, Carlota Bustelo, conocía cómo 
se tramitaban los proyectos en las Cortes, puesto que había sido dipu­
tada durante la primera legislatura (1977-1979). 

Según indiqué también en el capítulo anterior, la primera directora 
del ~nsti~u.t~ de la ~ujerx buena parte de los miembros del equipo di­
rectivo iniCial hablan militado en el movimiento feminista en algún 
momento durante los años setenta y primeros ochenta. Podemos, 
pues, catalogar de próxima al movimiento a esta dirección del orga­
nismo de igualdad. 

Respect? a las .vari?bles independientes relativas al entorno políti­
co, un pa!'tldo de Izquierdas había formado el gobierno y contaba con 
la mayona absoluta de los escaños en ambas cámaras de las Cortes. 
Aunque el partido socialista no había incluido referencias al aborto en 
sus programas electorales de 1977 y 1979, otros documentos del PSOE 
en I?s años setenta propugnaban medidas más radicales que la esta­
bleCida en la Ley Orgánica 9/1985, tales como el aborto libre y gratui­
to a cargo de. I? ~eguridad Social. En términos generales, el partido se 
e~contraba dlvldl?o entre quienes defendían una despenalización am­
plia de la IVE y qUienes apoyaban reformas más moderadas. En un con­
texto de intensa competición electoral, esta última postura se convirtió 
en la posición del PSOE acerca del aborto. Debe entenderse esta mo­
deración como una parte de la estrategia electoral capaz de hacer lle­
gar al partido al poder (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 232). En la sociedad 
civ!l, la. Iglesia católica se convirtió en el principal oponente de cual­
~Uler tipO de despenalización de la IVE. Reconociendo este necho, y a 
fin de atraer el vot.o de los ciudadanos católicos y de evitar un choque 
frontal con la Iglesia, el PSOE suavizó su postura en materia de aborto 
ante,s de 1982. Una vez en el poder, procedió a despenalizar la IVE pe­
ro solo en los supuestos ético, eugenésico y terapéutico (Barreiro Pé­
rez-Pardo 1998, 19, 189). 

. La estruc.tura del área de política pública era (l}1oderadamente) 
abierta a la Influencia de actores políticos y sociales no habituales en 
ella. ~as .Cortes constituyeron el foro donde se debatieron y decidieron 
I?s pnnclpale: re~ormas. Se trata de un espacio con algunas caracterís­
tICas d~ los ambltos po.líticos cerrados, dado que los trabajos parla­
me~t~nos se el~boran slguendo normas fijas, y donde la participación 
se limita a los lideres de los partidos con representación en las cáma-
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ras. Sin embargo, el parlamento tiene también ciertos rasgos de las 
áreas de política pública abiertas a las influencias externas. Es un ám­
bito público en el sentido de que los actores que no toman parte di­
rectamente en él de modo regular, tales como los organismos de igual­
dad o el movimiento feminista, pueden seguir los trabajos parlamen­
tarios y ejercer presión sobre los representantes. Además, en teoría, las 
agencias de equidad pueden ayudar al gobierno en la preparación de 
proyectos legislativos, y de hecho lo hacen no pocas veces, y en la tra­
mitación de enmiendas. Por ello, defiendo que el área de política pú­
blica se encontraba (moderadamente) abierta a la participación de ac­
tores distintos al Ejecutivo y los partidos con representación parlamen­
taria. 

DEBATE 2: EL REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA 9/1985 (1986), 1985-1986 

Líneas principales del debate 

La regulación de la puesta en práctica de las leyes sobre el aborto 
resulta crucial, ya que puede facilitar, dificultar e incluso impedir el ac­
ceso a la IVE (Outshoorn 1996b, 150). La Ley Orgánica 9/1985 nada di­
ce sobre la aplicación de la despenalización parcial del aborto, en con­
creto, acerca de las condiciones bajo las cuales el personal sanitario 
puede rechazar practicar IVEs, ni sobre las características de las clínicas 
donde tendrán lugar las operaciones (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 
238).41 

Poco después de la promulgación de la Ley Orgánica 9/1985 se es­
tableció una cláusula de conciencia muy amplia y flexible en una circu­
lar del Ministerio de Sanidad y Consumo hecha pública en agosto de 
1985. Permitía al personal sanitario oponerse a la realización de abor­
tos en los tres supuestos (o en uno o en dos de ellos) sin alegar razo­
nes concretas, autorizándosele a expresar esta oposición por escrito o 
de cualquier otro modo, siempre que lo hiciera ante el director de la 
clínica u hospital. Podía, además, bien oponerse a realizar determina­
das IVEs (pero no otras), bien negarse a efectuar cualquier aborto (Ba­
rreiro Pérez-Pardo 1998, 238-41). 

Los recursos materiales y humanos requeridos a las clínicas y hospi­
tales para practicar IVEs fueron asimismo especificados en otra disposi­
ción (Orden Ministerial de 31 de julio de 1985, del Ministerio de Sani-

" Las fuentes para el estudio del debate que precedió al reglamento de la Ley Orgánica 
9/1985 son bibliografía, legislación, documentos publicados y no publicados del Institu­
to de la Mujer, documentación inédita del Ministerio de Sanidad y Consumo y tres en­
trevistas en profundidad realizadas a: Victoria Abril (1998), consejera técnica de la Di­
rección General del Instituto, Carlota Bustelo (1994), directora del Instituto de la Mujer, 
y Justa Montero (1994). miembro de la Comisión Pro-Derecho al Aborto. 
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dad y Consumo). Habrían de contar con un médíco especialista en obs­
tetricia y ginecología, personal de enfermería y auxiliar sanitario, ins­
talaciones y utillaje adecuados para realizar abortos, unidades de la­
boratorio de análisis, anestesia y reanimación y banco o depósito de 
sangre, unidades de enfermería y hospitalización, y unidades de servi­
cios sociales (en el propio centro o en otro de referencia). Estos recur­
sos materiales y humanos eran superiores a los necesarios desde el pun­
to de vista estrictamente sanitario. La mencionada Orden Ministerial 
también requirió el establecimiento de una comisión de evaluación 
compuesta por cinco miembros del personal sanitario, que controlarí~ 
el proceso previo a la realización de cada aborto concreto. Estas comi­
siones facilitarían la aplicación de la Ley Orgánica 9/1985, e informarí­
an y proporcionarían consejo respecto a los problemas de la puesta en 
práctica de la Ley (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 242-44). 

En septiembre de 1985 el Instituto de la Mujer elaboró el primero 
de una serie de informes sobre los obstáculos para la aplicación de la 
Ley Orgánica 9/1985.42 En estos informes el organismo de igualdad 
identificó tres serios problemas. En primer lugar, las comisiones de eva­
luación estaban ejerciendo prerrogativas que no tenían, puesto que 
funcionaban como comités que decidían, caso por caso, si el aborto de­
bía realizarse o no. En segundo lugar, muy pocos centros públicos y nin­
guno privado practicaban IVEs. Por último, dada la extensión de la 
cláusula de conciencia, un número muy bajo de abortos se efectuaban 
en los hospitales públicos (Abril 1998; Barreiro Pérez-Pardo 1998, 244-
46; Instituto de la Mujer 1985; 1986d; 1986e). En los citados informes, 
la agencia de igualdad elaboró algunas recomendaciones para hacer 
más fácil el acceso al aborto que incluían, entre otras, la simplificación 
de los trámites burocráticos previos a la realización de una IVE legal 
(por ejemplo, la supresión de las comisiones de evaluación) y el au­
mento del número de centros autorizados. 

EI10 de julio de 1986 el Instituto de la Mujer envió al Ministerio de 
Sanidad y Consumo un borrador de disposición legislativa sobre la 
puesta en práctica de la Ley del aborto (Instituto de la Mujer 1986a). 
En parte siguiendo las recomendaciones de la agencia de igualdad, el 
Ministerio de Sanidad y Consumo (1986a) consideró seriamente la ne­
cesidad de realizar modificaciones legales en torno a la aplicación de 
la Ley, y preparó un borrador de Real Decreto que regulaba la puesta 
en práctica de la despenalización de la IVE (Ministerio de Sanidad y 
Consumo 1986b). Después, el Instituto de la Mujer hizo llegar al Minis­
terio comentarios a este último escrito. El resultado de este proceso fue 
el Real Decreto 2409/1986, que sustituía a la anterior Real Orden de 31 
julio 1985 del Ministerio de Sanidad y Consumo. Por comparación con 

" La serie de informes está formada por: Instituto de la Mujer (1985; 1986a; 1986b; 1986d; 
1986e; 1986f; 1986g). 
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la Real Orden, el Real Decreto 2409/1986 hacía más fácil el acceso al 
aborto, ya que suprimía las comisiones de evaluación, y requería me­
nos medios materiales y humanos para las clínicas que realizaran los 
denominados abortos "de bajo riesgo" (hasta la semana doce del em­
barazo). 

Del modo esperado, dada la reducción de medios materiales y hu­
manos exigidos, las clínicas privadas se mostraron interesadas en con­
vertirse en centros sanitarios acreditados para practicar IVEs (Barreiro 
Pérez-Pardo 1998, 248-49). Desde entonces, los centros privados efec­
túan la inmensa mayoría de abortos voluntarios en España: el 96,4 por 
cien de los realizados en 2004, según datos del Ministerio de Sanidad 
y Consumo (El País 27 diciembre 2005:22). 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

El impacto político del Instituto de la Mujer en el debate que pre­
cedió a la elaboración del reglamento de la Ley del aborto fue, con ma­
tices, pleno, ya que la agencia de igualdad adoptó la mayor parte (pe­
ro no la totalidad) de las reivindicaciones del movimiento relativas a la 
IVE, y consiguió insertarlas exitosamente en la deliberación y en el con­
tenido de la política pública. He explicado arriba que el movimiento fe­
minista demandó una despenalización amplia del aborto (más allá de 
los tres supuestos contemplados por la Ley Orgánica 9/1985) y, con fre­
cuencia, que las IVEs se realizaran sin coste alguno para las mujeres. 
También he mencionado que el Instituto de la Mujer centró la mayor 
parte de sus esfuerzos en influir en la elaboración del reglamento de 
la Ley del aborto, a fin de facilitar la práctica de las IVEs. De ello no de­
bemos deducir que el organismo de igualdad apoyara únicamente los 
tres supuestos de la Ley. De hecho, en 1986 el Instituto pidió al gobier­
no que modificara la regulación del aborto incluyendo un cuarto su­
puesto: las circunstancias socioeconómicas de la mujer embarazada 
(Barreiro Pérez-Pardo 1998, 245).43 La posición del organismo de igual­
dad en torno al aborto y la petición de una nueva regulación legal cre­
aron serias tensiones entre el gobierno y la agencia de equidad (Bus­
telo 1994). 

He mostrado asimismo que el Instituto de la Mujer consiguió que el 
Ministerio de Sanidad y Consumo modificara su proyecto de reglamento 
de la Ley Orgánica 9/1985. Es más, dada la laxa aplicación del Real De­
creto, el acceso al aborto va más allá de lo permitido por la Ley, y se acer­
ca a las reivindicaciones del movimiento, si bien no las satisface total­
mente. Según datos del Ministerio de Sanidad y Consumo, en 2004 el ~6 

43 La petición de esta nueva legislación aparece, entre otras fuentes, en: Instituto de, la: M~; ~ ::: .. 
jer (1986d, 173; 1986e, 162-63). ' 
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por cien de los abortos contabilizados por las estadísticas oficiales fueron 
terapéuticos, realizados bajo el supuesto del grave riesgo para la salud 
física o psíquica de la madre (El País 27 diciembre 2005:22). La mayoría 
de estos abortos son, en realidad, IV Es practicadas bajo un supuesto no 
permitido por la ley: el de las circunstancias sociales y económicas adver­
sas para la embarazada (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 248-52). 

No obstante lo anterior, el acceso al aborto tiene límites considerables 
en España. En primer lugar, las clínicas privadas cobran por realiz~r abor­
tos, lo que no sucede en los centros públicos; por ello, algunas. m~Jeres no 
pueden costearse una IVE. En segundo lugar, los centros sanl~anos acre­
ditados escasean en algunos núcleos de población y/o Comunidades Au­
tónomas lo que hace que el lugar de residencia marque por sí mismo una 
clara dif~rencia en cuanto a la facilidad para acudir a una de estas clíni­
cas (El País 1 marzo 2004:37). Por último, los médicos que practican abor­
tos están permanentemente bajo amenaza de ser denunciados y juzga­
dos, dado que con mucha frecuencia realizan IVEs no permitidas por la 
Ley. Esta situación sólo podría terminar con el cambio de la Ley Orgánica 
9/1985 (Barreiro Pérez-Pardo 1998, 248-52). 

Factores explicativos 

Dada la proximidad cronológica entre los debates 1 y 2, son simila­
res las variables independientes relativas al movimiento feminista: és­
te concedió una prioridad alta a la demanda de una despenalización 
amplia del aborto, y se mantuvo cohesionado en torno a esta reivi.ndi­
cación. Es más, una parte del movimiento demandó con vehemenCia al 
Instituto de la Mujer que instara al gobierno a despenalizar en pro­
fundidad el aborto. 

Como he descrito en otro lugar (Valiente 1996), las asociaciones de 
mujeres no reivindicaron de manera unánime la creación de organis­
mos de igualdad con anterioridad a la fundación del Instituto en 1983. 
Un sector del movimiento feminista, el sector radical, se opuso clara­
mente a la creación de la agencia de igualdad, y más adelante la acu­
só continuamente de adoptar posturas demasiado moderadas en algu­
nos asuntos.44 Esta corriente radical escogió la cuestión del aborto pa­
ra enfrentarse al Instituto, intentando mostrar que los organismos de 
igualdad implicaban la desvitalización de las demandas feministas. De 
acuerdo con estas militantes radicales, la agencia de igualdad y el go­
bierno socialista apoyarían siempre medidas que en ningún caso satis­
farían a este y a otros sectores del movimiento, que en aquel momen-

" La descripción del sector radical del movimiento feminista y su posición y su estrategia 
respecto al aborto y al Instituto de la Mujer proviene, sobre todo, de una entrevista per­
sonal a Justa Montero (1994), de la Comisión Pro-Derecho al Aborto. 
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to demandaban el aborto libre y gratuito realizado en centros públi­
cos. Esta corriente radical estaba compuesta por un reducido número 
de mujeres, pero muchas de ellas eran "feministas históricas", esto es, 
compañeras de batallas en los años setenta y primeros ochenta de al­
gunas militantes del movimiento que, tras la creación del Instituto, .f~r­
maron parte de su primer equipo directivo. Algunas de estas feminis­
tas radicales vivían en Madrid y militaban en asociaciones radicadas en 
esa ciudad, donde también se encuentra la sede del organismo. Las ac­
tivistas radicales intentaron boicotear algunos actos en torno a la inte­
rrupción voluntaria del embarazo organizados por el Instituto de la 
Mujer, en protesta por la postura del organismo de igualdad acerca del 
aborto (demasiado tibia, en su opinión). 

Por lo que se refiere a los factores explicativos referentes al Institu­
to de la Mujer, la despenalización del aborto y, en concreto, la máxima 
liberalización de las condiciones en que se practicarían las IVEs tras la 
aprobación de la Ley Orgánica 9/1985, constituyeron altas prioridades 
del organismo de igualdad a mediados de los años ochenta. Como he 
mencionado arriba, ya el primer número de la revista Mujeres, publi­
cado en 1983, incluía un reportaje sobre el aborto. En él se aseveraba: 
"En cuanto a la aplicación de la ley de despenalización del aborto en 
tres supuestos, el Instituto de la Mujer negociará los requisitos que de­
be cumplir un centro para practicar dichos abortos en condiciones mé­
dicas adecuadas" (Mujeres 1983, número 0:6). 

Algunas experiencias previas de la directora de la agencia de igual­
dad, Carlota Bustelo, le mostraron la importancia de conseguir regla­
mentaciones adecuadas para la puesta en práctica de cualquier dispo­
sición legislativa que pudiera mejorar la posición de las mujeres como 
grupo. Recuérdese que al inicio de la primera legislatura, en 1977, no 
sólo el aborto, sino también la venta y publicidad de los anticoncepti­
vos, constituían delitos castigados por el Código Penal. Como diputa­
da, Carlota Bustelo defendió la legalización de la venta y publicidad de 
los anticonceptivos, lo cual no resultó fácil, ya que se aprobó en 1978 
tras un acalorado debate (Threlfall 1985, 50; 1996, 120). Más tarde, 
Carlota Bustelo y algunos defensores de la despenalización de la anti­
concepción descubrieron con desmayo que la aplicación de la reforma 
estaba encontrando numerosas dificultades, si es que se estaba apli­
cando. Los centros de planificación familiar no se habían establecido, y 
los médicos que trabajaban en hospitales y centros sanitarios públicos 
se negaban a recetar anticonceptivos por razones de conciencia (Bus­
telo 1979, 4). Por ello, en la práctica, el acceso a la anticoncepción con­
tinuó estando muy limitado. 45 

" La comprensión por parte de Carlota Bustelo de la centralidad de la puesta en práctica 
de las leyes quedó manifiesta en algunos de sus escritos, entre ellos: Bustelo (1986, 275; 
1987, 15; 1988, 281-82). 
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El presupuesto y la plantilla del Instituto de la Mujer fueron bajos 
durante el debate que precedió al Reglamento de la Ley Orgánica 
9/1985. Según he mostrado con anterioridad, en 1985 y 1986 la agen­
cia de igualdad estaba aún dotándose de los medios materiales y hu­
manos necesarios para su funcionamiento. También he expuesto antes 
que la dirección del Instituto de la Mujer se encontraba próxima al mo­
vimiento feminista, puesto que la mayor parte de sus miembros habí­
an militado en él antes de trabajar en el organismo. La directora del 
Instituto, al igual que las personas que ocupaban casi todos los puestos 
de responsabilidad, eran partidarias decididas de la despenalización 
del aborto, al igual que las militantes del movimiento. 

Respecto a las variables independientes relacionadas con el entor­
no político, un partido de izquierdas favorable a la despenalización 
parcial del aborto, el PSOE, ocupaba el poder desde 1982. La estructu­
ra del área de política pública relativa a la IVE estaba (moderadamen­
te) abierta a la influencia de algunos actores que habitualmente no 
participan en las decisiones sobre este asunto. Permítaseme justificar 
esta caracterización del entorno político. El principal actor en la elabo­
ración del reglamento de la Ley Orgánica 9/1985 fue el Ministerio de 
Sanidad y Consumo. Las deliberaciones sobre el reglamento no fueron 
públicas, de modo que las asociaciones de la sociedad civil, entre ellas, 
los grupos feministas, no pudieron intervenir directamente en dichos 
debates. Por contraste, el Instituto de la Mujer sí participó en estas dis­
cusiones. Desde su fundación el organismo de igualdad había venido 
creando canales de comunicación y colaboración con otras institucio­
nes, por ejemplo, las reuniones periódicas del equipo directivo del Ins­
tituto con autoridades del Ministerio de Sanidad y Consumo para dis­
cutir asuntos diversos, entre ellos, la interrupción voluntaria del emba­
razo. Documentos públicos del organimo de igualdad mencionan la ce­
lebración de estos encuentros desde 1984 (por ejemplo, Mujeres 1984, 
número 1 :32-33). De la existencia de estos canales de comunicación no 
debemos inferir que las relaciones entre el Ministerio de Sanidad y la 
agencia de igualdad fueran generalmente estrechas y cooperativas. 
Con frecuencia el equipo directivo del Instituto tuvo la impresión de 
que sus propuestas no eran bienvenidas en el Ministerio, o que el Mi­
nisterio escuchaba por cortesía las demandas de las feministas de Esta­
do sin tener ninguna intención real de satisfacerlas.'6 Ello no obstante, 
estos canales institucionales de comunicación se habían establecido, y 
resultaron cruciales para influir en los decisores políticos, e incluir rei­
vindicaciones del movimiento en el debate previo al reglamento de la 
Ley del aborto. 

" La descripción de las relaciones entre el Instituto de la Mujer y el Ministerio de Sanidad 
y Consumo se basan en Abril (1998) y Bustelo (1994). 
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DISCUSiÓN DE LOS RESULTADOS 

El Instituto de la Mujer sólo tuvo un impacto simbólico en el deba­
te previo a la Ley Orgánica 9/1985, ya que adoptó buena parte de las 
reivindicaciones del movimiento feminista, pero no consiguió insertar­
las exitosamente en la deliberación ni en el contenido de la política pú­
blica. Esta influencia tan limitada del organismo de igualdad se produ­
jo pese a la alta prioridad concedida por el movimiento a la despenali­
zación del aborto y su cohesión en apoyo a esta demanda, a la también 
elevada prioridad otorgada por el organismo de igualdad a la liberali­
zación de la IVE, a la proximidad de la dirección del Instituto al movi­
miento, a la existencia de un partido de izquierdas en el poder y de un 
área de política pública relativamente abierta a la participación de ac­
tores no habituales en ella. El factor que explica el desdeñable impac­
to del organismo de igualdad reside en sus bajos presupuesto y planti­
lla, ya que la agencia de igualdad estaba constituyéndose durante la 
última parte del debate que precedió a la Ley Orgánica que despena­
lizó parcialmente el aborto en España, no existiendo siquiera la agen­
cia de igualdad durante la fase inicial de la deliberación. 

Pudo el Instituto ejercer un impacto pleno en la discusión que con­
dujo al reglamento de 1986 de la Ley del aborto gracias a la conjunción 
de numerosas circunstancias favorables: la elevada prioridad conferida 
por el movimiento a la despenalización del aborto y su cohesión en tor­
no a esta reivindicación, el elevado interés del organismo de igualdad 
por lograr un reglamento lo más amplio posible, una dirección de la 
agencia de equidad próxima al movimiento, un partido de izquierdas 
en el poder con mayoría absoluta en las Cortes, y un área de política 
pública moderadamente abierta a la participación de algunos actores 
políticos no habituales en ella, tales como el Instituto de la Mujer, gra­
cias a los canales de comunicación que desde su fundación éste había 
venido labrando con diversas instituciones, entre ellas, el Ministerio de 
Sanidad y Consumo. Todas estas variables favorables contrarrestaron el 
posible efecto negativo que un presupuesto y plantilla bajos pudieran 
haber tenido en la capacidad política del Instituto de la Mujer. 
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El impacto político del Instituto de la Mujer en materia de prostitu­
ción es analizado en este capítulo.47 Desde mediados de los años se­
senta hasta la aprobación del Código Penal de 1995, la política de la 
prostitución en España fue fundamentalmente abolicionista, pues el 
ordenamiento jurídico no definió el ejercicio de la prostitución como 
un delito, pero sí definió como tal muchos comportamientos en este 
ámbito, por ejemplo, organizar la ajena o lucrarse con ella. Además de 

, la no penalización de la prostitución, en términos teóricos la perspec­
tiva abolicionista conceptualiza la prostitución como un ataque a la 
dignidad de las personas; es irrelevante entonces que quienes desarro­
llan esta actividad lo hagan voluntariamente.48 El abolicionismo tam­
bién defiende que el Estado y la sociedad realicen serios esfuerzos pa­
ra ayudar a las prostitutas a que dejen de serlo. Por contraste, entre 
1995 y 2000 (fecha en que finalizó el grueso del trabajo de campo pre­
paratorio de este capítulo), el Estado central despenalizó casi todas las 
conductas relativas a la prostitución, y centró esta política pública en la 
lucha contra el tráfico de personas para su explotación sexual. 

Como muestra la Tabla 7 y explican las páginas que siguen, ejerció el 
Instituto de la Mujer un impacto político meramente simbólico en los de­
bates que precedieron a la elaboración del Código Penal de 1995 y a su 
modificación en 1999. De un modo opuesto, el organismo de igualdad 
logró un impacto pleno en la deliberación anterior a la aprobación de la 
llamada en este capítulo "Ley de extranjería de enero de 2000" o "Ley 
Orgánica 4/2000" (el nombre completo es Ley Orgánica 4/2000 de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su in­
tegración social). En conjunto, pues, la influencia de la agencia de igual­
dad en materia de prostitución hasta el año 2000 fue más bien escasa, 
tuvo lugar tanto bajo gobiernos de izquierdas como conservadores, y pe­
se a los comparativamente altos presupuesto y plantilla del Instituto y a 
la estructura del área de política pública (moderadamente abierta a la 
intervención indirecta de actores no habituales en ella). Este capítulo 
identifica dos razones que explican este escaso ascendiente del Instituto 
de la Mujer: la baja prioridad otorgada a la prostitución por el movi­
miento feminista en su conjunto y por el feminismo de Estado, así como 
la división existente en el movimiento en torno a este asunto. 

47 Versiones preliminares de esta parte de la investigación han sido publicadas en Valiente 
(2004a; 2004b) . 

.. la mayoría de quienes ejercen la prostitución son mujeres. por lo que a partir de ahora 
me referiré a ellas utilizando el femenino. 
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Tabla 7. Impacto político del Instituto de la Mujer 
respecto a la prostitución, 1983-2000 

DEBATES FECHA DE IMPACTO POLÍTICO DEL 

LOS DEBATES INSTITUTO DE LA MUJER 

1. Código Penal (1995) 1994-1995 simbólico 

2. Reforma del Código 
Penal (1999) 1997-1999 simbólico 

3. Ley de extranjería 
(enero 2000) 1998-2000 pleno 

Al igual que en todos los capítulos empíricos a excepción del seis -
(sobre el asunto candente de la reforma del sistema de protección por 
desempleo), proporciono, en primer lugar, cierta información acerca 
de la materia de la que tratan los debates analizados, la prostitución, 
y muestro cómo he escogido las discusiones que estudio. En segundo 
lugar, examino el papel del Instituto de la Mujer en las tres delibera­
ciones más importantes sobre la cuestión entre 1983 y 2000. En tercer 
lugar, comento los resultados del análisis comparado. Las fuentes utili­
zadas aquí incluyen bibliografía, las tres deliberaciones en las Cortes 
previas a la aprobación de las medidas estudiadas, legislación, docu­
mentos publicados del movimiento feminista y del Instituto de la Mu­
jer, entrevistas en profundidad semiestructuradas a un miembro del 
equipo directivo de este organismo de igualdad (Pérez-Herrera Ortiz 
de Solórzano 2002) y a integrantes de dicho movimiento y de otras or­
ganizaciones de la sociedad civil activas en materia de prostitución 
(Agredano Pérez 2002; Barea 2002; Carracedo Bullido 2002; Cristóbal 
Rincón 2002; García Altares 2002; Gascue Uranga 2002; Mora Nieto y 
Morales Moreno 2002), además de dossiers de prensa. 

LA PROSTITUCIÓN Y LA SELECCiÓN DE LOS DEBATES 

La intervención del Estado central en materia de prostitución ha si­
do históricamente variada en España. Por ejemplo, en 1935, durante la 
11 República, las autoridades la prohibieron (Decreto de 28 de junio), 
siendo esta interdicción suprimida en 1941 (Decreto de 27 de marzo). 
El 18 de junio de 1962 nuestro país ratificó la Convención para la Re­
presión de la Trata de Personas y de la Prostitución Ajena de Naciones 
Unidas de 1949, de carácter claramente abolicionista, modificándose 
en 1963 el Código Penal de acuerdo con dicha Convención. El ordena­
miento jurídico español desde entonces no definió como delincuentes 
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a las prostitutas, pero sí a quienes promovían la prostitución de otros 
o se beneficiaban de ella, pudiendo ser castigados con penas de prisión 
de hasta seis años (Carracedo Bullido 2001, 151-54). Ello no obstante, 
el abolicionismo de la España de aquel tiempo resultó imperfecto, pues 
la Ley 16/1970 de 4 de agosto, sobre peligrosidad y rehabilitación so­
cial, consideró a las prostitutas personas peligrosas para la sociedad. En 
consecuencia, pudieron ser confinadas en centros especiales o castiga­
das con el exilio interior, al residir en los jueces la potestad de prohi­
birles habitar en determinados lugares. 

La (imperfecta) legislación abolicionista no cambió con la transición 
a la democracia. De un modo opuesto, con el Código Penal de 1995 Es­
paña se alejó decididamente de su pasado abolicionista al despenalizar 
muchos comportamientos asociados a la prostitución considerados de­
litos en el pasado (excepto en el caso de la prostitución de menores e 
incapaces). El Código también suprimió la Ley sobre peligrosidad y re­
habilitación social de 1970. Por otra parte, la reforma de este Código 
en 1999 definió un nuevo delito, el del tráfico de personas con el ob­
jeto de su explotación sexual, y aumentó las penas que castigaban los 
delitos relacionados con la prostitución de menores e incapaces y los 
cometidos por organizaciones criminales. Además, la Ley de extranje­
ría de enero de 2000 ofreció a las inmigrantes ilegales que habían sido 
traficadas y obligadas a prostituirse permisos de residencia y trabajo, si 
denunciaban a sus traficantes y colaboraban en su persecución. Anali­
zo los debates parlamentarios que precedieron a los tres cambios le­
gales citados: el Código Penal de 1995, su reforma en 1999 y la Ley de 
extranjería de enero de 2000. Estas medidas constituyen los hitos le­
gislativos centrales sobre prostitución en la España posautoritaria (has­
ta 2000), si bien, por su amplitud, la elaboración del Código en 1995 es, 
con diferencia, la reforma más importante. 

DEBATE 1: EL NUEVO CÓDIGO PENAL (1995), 1994-1995 

Líneas principales del debate 

En 1994 el PSOE, en el poder entre 1982 y 1996, presentó un pro­
yecto de reforma del Código Penal (el Código existente era una versión 
sustancialmente modificada del de 1848). Este proyecto contenía algu­
nas modificaciones en materia de prostitución. Excepto en el caso de la 
ejercida por menores e incapaces, despenalizaba la promoción de la 
prostitución ajena, así como la acción de lucrarse con ella. Segundo, 
penalizaba a quienes forzaran a otros a prostituirse. Este bosquejo de 
legislación, entonces, distinguía implícitamente entre la prostitución 
forzosa y la ejercida libremente (Carracedo Bullido 2001, 155-57) y, de 
manera tácita, proponía que la misión de la ley penal habría de residir 
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en combatir la primera modalidad pero no la segunda. Por último, 
abolía la Ley de 1970 sobre peligrosidad y rehabilitación social. 

El debate parlamentario que antecedió a la aprobación del Código 
Penal apenas contuvo referencias a la prostitución.49 Los artículos sobre 
esta materia en dicha norma jurídica están incluidos en el Título VIII so­
bre "Delitos contra la libertad sexual" del Libro 11 ("Delitos y sus pe­
nas"). Cuando los diputados y senadores deliberaron acerca de este Tí­
tulo, debatieron otros asuntos, por ejemplo, las agresiones sexuales. 
Fueron presentadas muy pocas enmiendas sobre prostitución, prop~­
niendo éstas modificaciones de escasa envergadura, que no pretendl­
an cambiar sustancialmente el tratamiento dado a la materia por el 
proyecto gubernamental. El pp, entonces en la oposición, ma~ifestó en 
las Cortes albergar una especial preocupación por la protección de. los 
menores. 50 Los comentarios acerca de la prostitución se hicieron mien­
tras se debatían otros artículos que trataban sobre otras cuestiones, ta­
les como la violación. El PSOE alabó la legislación española por definir 
este delito con independencia de la profesión de las víctimas, de modo 
que cuando fueran prostitutas se perseguiría exactamente igual que 
en el caso de cualquier otra víctima. El PSOE acusó al PP de no apoyar 
la posibilidad legal de que una prostituta fuera violada; el partido con­
servador negó esta acusación. 51 

El nuevo Código Penal fue aprobado por la Ley Orgánica 10/1995 
de 23 de noviembre, con los votos de todos los parlamentarios, salvo 
los del PP, quienes se abstuvieron por razones ajenas al tratamiento de 
la prostitución. Los artículos sobre la materia del proyecto presentado 
en 1994 fueron incorporados a la versión definitiva del Código sin ape­
nas modificaciones. Por tanto, el Código Penal de 1995 despenalizó los 
comportamientos asociados a la prostitución que anteriormente cons­
tituían delitos, por ejemplo, organizar esta actividad o lucrarse con 
ella. Las autoridades tomaron estas decisiones toda vez que España 
continuaba suscribiendo la Convención para la Represión de la Trata de 
Personas y de la Prostitución Ajena de Naciones Unidas de 1949, la cual 
les impedía adoptar este tipo de medidas (Carracedo Bullido 2002). 

En el (escaso) debate parlamentario sobre la prostitución que pre­
cedió a la aprobación del Código Penal de 1995 no se usó noción al­
guna de género. Los participantes no mencionaron a las mujeres o ~ los 
hombres explícitamente. En esta deliberación pública las referenCias a 
la prostitución, a quienes la ejercían o a las personas que organ!z.aban 
esta actividad o se beneficiaban económicamente de ella, se hiCieron 

" Los trabajos parlamentarios relativos al establecimiento del Código pueden consultarse 

en Delgado·lribarren (1996). 
;o Intervención de la Senadora del PP Maria Rosa Vindel López el 10 octubre 1995 (Delga-

do-Iribarren 1996,2135). 
" Intervenciones del Senador del PSOE Sr. García Marqués y de la Senadora del PP Maria 

Rosa Vindel López el 25 octubre 1995 (Delgado-Iribarren 1996, 2401, 2403). 
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en términos muy generales y abstractos, sin explicitar el sexo de los in­
dividuos en cuestión. La misma afirmación sirve para caracterizar el 
lenguaje de la parte del Código Penal de 1995 relativa a la prostitu­
ción. 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

Según muestro a continuación, el impacto político del Instituto de 
la Mujer en el debate previo a la aprobación del Código Penal de 1995 
fue simbólico. Si bien el organismo de igualdad adoptó las reivindica­
ciones de una parte del movimiento feminista, no consiguió introdu­
cirlas en dicha deliberación ni en el contenido de las disposiciones fi­
nalmente aprobadas. 

Puesto que en el movimiento se han defendido posturas muy dis­
tintas acerca de la prostitución, permítaseme describirlas con cierta ex­
tensión antes de mostrar cuáles hizo suyas el organismo de igualdad. 
A diferencia de otros casos, por ejemplo, los Países Bajos (Outshoorn 
1998; 2001 a; 2001 b), en la España posfranquista las integrantes del 
movimiento (examinado en su totalidad) han debatido muy poco so­
bre el asunto hasta la conclusión de los años ochenta, y algo más (pe­
ro no mucho más) desde entonces. 

Hasta finales de la década de los ochenta la mayor parte de las in­
tegrantes de la rama feminista del movimiento concebían la prostitu­
ción como una variedad extrema de explotación de las mujeres, que 
minaba el estatus de todas ellas (la ejercieran o no). La meta a largo 
plazo consistía, pues, en terminar con este ataque a la dignidad de las 
mujeres (Garaizábal 1991). Esta postura coincide, aproximadamente, 
con la posición legal abolicionista. 52 En el ámbito internacional, el pun­
to de vista abolicionista ha sido defendido desde diversas (e incluso 
contrarias) posiciones políticas, entre ellas, por algunas feministas. Una 
de estas autoras, Kathleen Barry (1985; 1996), ha definido la prostitu­
ción como una forma de explotación femenina y de esclavitud (sexual) 
(véase infra). 

El abolicionismo es hoy día apoyado en España por algunos grupos 
feministas, siendo el más visible de ellos la Comisión para la Investiga­
ción de Malos Tratos a Mujeres. También son abolicionistas ciertas aso­
ciaciones de mujeres que proporcionan servicios a quienes ejercen la 
prostitución, tales como la Asociación para la Prevención, Reinserción 
y Atención a la Mujer Prostituta (APRAMP). Sus miembros no definen 
el grupo como uno cuyo principal cometido radica en la reivindicación 

52 Este punto de vista está presente, entre otras fuentes elaboradas por personas y grupos 
del sector feminista del movimiento, en: Miura (1991); Montero (1986); Oliván (1986); 
Partit Feminista de Catalunya (1986). 
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feminista (Mora Nieto y Morales Moreno 2002). Cabe, pues, concep­
tualizar APRAMP como parte de la rama no explícitamente feminista 
del movimiento. Otras organizaciones caracterizadas por sus integran­
tes como feministas y que proporcionan los servicios citados defienden 
igualmente el abolicionismo, por ejemplo, el Instituto para la Promo­
ción de Servicios Sociales Especializados (Barea 2002). 

Desde aproximadamente el final de la década de los ochenta, algu­
nas feministas han defendido que existen dos clases bien diferenciadas 
de prostitutas: quienes ejercen esta actividad libremente y aquéllas obli­
gadas por otras personas. Han demandado que el Estado combata la 
prostitución forzosa pero no la libre. Estas feministas definen al primer 
tipo de prostitutas como trabajadoras del sexo, y reivindican que las au­
toridades las traten como al resto de los trabajadores, por ejemplo, in­
cluyéndolas en el sistema de Seguridad Social (Forum de Política Femi­
nista 2001; Garaizábal 1991; Pineda 1995, 108-09). El grupo feminista 
más conocido que defiende este punto de vista es el Colectivo en De­
fensa de los Derechos de las Prostitutas Hetaira (García Altares 2002). 
También ha sido reivindicada esta perspectiva por algunas mujeres que 
ejercen esta actividad (Oiga-Prostituta de Madrid 1986). Esta posición 
coincide con la postura legal que apoya la reglamentación estatal de la 
prostitución (llamada en algunos contextos "reglamentarista"). 

En la arena internacional, el reglamentarismo, al igual que el abo­
licionismo, ha sido defendido desde múltiples posiciones políticas, ade­
más de por un sector del feminismo. Éste lo ha reivindicado utilizando 
variados argumentos, entre otros: que la prostitución constituye una 
opción escogida por algunas mujeres y que debe respetarse, puesto 
que están ejerciendo el derecho a disponer de su propio cuerpo; que el 
Estado no debe prohibir comportamientos sexuales libremente con­
sentidos; que vender trabajo (por ejemplo manual o intelectual) o ser­
vicios sexuales constituyen actividades similares, si se adopta la premi­
sa de que la sexualidad no es una esfera radicalmente diferente de 
otras dimensiones de la existencia humana; y que, como el resto de los 
trabajadores, las prostitutas se beneficiarían de la sindicación y un en­
torno laboral saludable y seguro (Alexander 1998; Bell 1994; Chapkis, 
Posener, y Sprin kle 1995; Jenness 1990; Pethersen 1996; Zatz 1997). 

En la España postautoritaria los discursos elaborados por las orga­
nizaciones activas en materia de prostitución han solido contener, en 
grados varios, nociones de género. Esta afirmación es válida tanto pa­
ra las asociaciones abolicionistas como para las reglamentaristas, así co­
mo para las que no se han decantado claramente por ninguna de las 
dos opciones. Por ejemplo, los documentos producidos por todos estos 
grupos han venido utilizando expresiones femeninas para referirse a 
quienes ejercen la prostitución, tales como "las prostitutas" o "las mu­
jeres prostituidas", y masculinas para nombrar a quienes compran es­
tos servicios sexuales, organizan o se lucran de la prostitución ajena, 
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entre otras, "los clientes", los "proxenetas" y "los chulos". En ocasio­
nes han ligado la cuestión de la prostitución con asuntos más amplios 
relativos al género; así, han mencionado las diferencias entre la sexua­
lidad masculina (que en algunos casos incluye el intercambio de placer 
sexual por dinero) y la femenina (que casi nunca comprende esta di­
mensión). 

Por lo que respecta al feminismo oficial, en general la prostitución 
también ha constituido un tema relativamente poco debatido en el 
Instituto de la Mujer. La posición y los objetivos de la agencia de igual­
dad tendían a coincidir con los del sector abolicionista del movimiento 
de mujeres. Esta convergencia se reflejó en el Primer plan de igualdad 
de oportunidades para las mujeres (1988-1990) (Instituto de la Mujer 
1988b), el cual con cierta frecuencia mencionaba la cuestión. Por ejem­
plo, afirmaba que, "en términos generales, [la prostitución] no es una 
opción de vida libremente elegida y conduce a quien la ejerce a una si­
tuación límite de explotación a nivel psicológico, social y económico" 
(Instituto de la Mujer 1988b, 33). El documento proponía una meta ge­
neral en es~e área de política pública: "la necesidad de implantar aque­
llos mecanismos que posibiliten: 1) una clara lucha contra el proxene­
tismo (. .. ) [y] 2) una atención decidida a favor de quienes ejercen la 
prostitución con objeto de lograr que estas personas disfruten de con­
diciones de vida normales y, sobre todo, para posibilitar el libre aban­
dono de su situación" (Instituto de la Mujer 1988b, 33). Como objeti­
vos concretos de intervención estatal, establecía dos: "[una] Reforma 
del Código Penal que acentúe la incriminación de las conductas de ex­
plotación de la prostitución de menores de dieciocho años", y la "de­
rogación expresa de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social en lo 
que atañe al ejercicio de la prostitución" (Instituto de la Mujer 1988b, 
34). A diferencia del Primer plan de igualdad, el segundo contenía muy 
pocas referencias a la prostitución y no proponía ninguna reforma le­
gislativa en esta materia (Instituto de la Mujer 1993b). 

El Instituto, además, apoyó algunas actividades llevadas a cabo por 
el sector abolicionista del movimiento de mujeres. Así, en 1994 y 1995 
la .C?misión ~~ra la Investigación de Malos Tratos a Mujeres (grupo fe­
~ml~~a abol.lclonista) organizó conferencias públicas acerca de la pros­
tltuclon, a fm de despertar conciencia pública contra el cambio legal 
que se avecinaba con la aprobación del nuevo Código Penal. Para or­
ganizar estas charlas contó con la ayuda económica del Instituto de la 
Mujer (Instituto de la Mujer 1996b, 226-27). Por último, cuando Kath­
leen Barry, una de las principales activistas abolicionistas en el ámbito 
internacional (véase supra), estuvo en Madrid en febrero de 1994 invi­
tada por el Instituto de Investigaciones Feministas de la Universidad 
Complutense de Madrid, el Instituto de la Mujer publicó una extensa 
ent.revista con ella en la revista periódica patrocinada por el organismo 
de Igua Idad (Mujeres 1994, número 13:4-7). 
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Si bien el Instituto de la Mujer adoptó las demandas del sector abo­
licionista del movimiento feminista, no consiguió insertarlas en el de­
bate previo al Código Penal de 1995 ni en el contenido de la norma 
que finalmente se aprobó, ya que el nuevo Código coincide, aunque 
sólo hasta cierto punto, con los objetivos de la rama del movimiento 
que reivindica la reglamentación. La postura de las militantes y las lí­
deres de este sector (pero no del abolicionista) es consistente con la 
despenalización de los comportamientos relacionados con la prostitu­
ción realizada en 1995 y con la distinción entre la prostitución forzada 
y la modalidad libre.53 Por contraste, quienes defienden el abolicionis­
mo entienden que la prostitución casi nunca o nunca es una actividad 
ejecutada libremente, por lo que rechazan de forma tajante la dife­
renciación entre la variedad libre y la obligada. Proponen que el Esta­
do luche activamente por erradicar cualquier tipo de prostitución, en 
vez de centrar sus esfuerzos en el combate contra una de sus modali­
dades, cuya misma existencia no reconocen. La supresión de la Ley so­
bre peligrosidad y rehabilitación social de 1970 es coherente tanto con 
la reglamentación como con el abolicionismo. 

Las dos propuestas legislativas del Primer plan de igualdad (la in­
tensificación de la lucha contra la prostitución de menores y la supre­
sión de la Ley de peligrosidad y rehabilitación social de 1970) se consi­
guieron con el Código Penal de 1995. Ello no obstante, el nuevo Códi­
go se aprobó muy tarde en relación con el Primer plan de igualdad, ya 
que habían transcurrido cinco años después de la terminación de la 
aplicación de dicho Plan (1990). Este retraso, y el hecho de que el Se­
gundo plan de igualdad, ya entonces en su tercer y último año de eje­
cución, no contuviera ninguna de las dos propuestas mencionadas, su­
giere que el Instituto de la Mujer no ejerció una influencia considera­
ble en la inclusión de las dos modificaciones legislativas citadas en la 
aprobación de la nueva norma en 1995. Concluyo, pues, que ellnstitu­
to no fue capaz de insertar sus preferencias ni definiciones del proble­
ma de la prostitución de manera significativa en la deliberación que 
precedió a la gestación del Código de 1995 ni en su contenido. 

Factores explicativos 

Acerca de las variables independientes relativas al movimiento fe­
minista, como ya he mencionado arriba, éste, en su conjunto, confirió 
una prioridad baja a la prostitución. Los individuos y grupos activos en 
esta materia se encontraban profundamente divididos, puesto que 

" La similitud entre algunas de las modificaciones legales de 1995 y ciertos objetivos de la 
sección del movimiento favorable a la reglamentación ha sido señalada, entre otros do­
cumentos del movimiento feminista, en Garaizábal (1991,10). 
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apoyaban reinvindicaciones contrarias, tales como el abolicionismo y la 
reglamentación. 

En cuanto a los factores explicativos relacionados con el Instituto de 
la Mujer, también he apuntado arriba que era baja (pero no desdeña­
ble) la prioridad otorgada por éste a la prostitución. 54 Según he mos­
trado en el capítulo dos, a mediados de los años noventa el organismo 
de igualdad se había dotado de un presupuesto y plantilla que pueden 
calificarse de altos, en comparación con otros países de nuestro entor­
no. Cabe calificar a la dirección del organismo de igualdad de próxima 
al movimiento feminista. Marina Subirats, su directora entre 1993 y 
1996, era una catedrática de Sociología experta en género y educación, 
con conexiones estrechas con el movimiento feminista, si bien no mili­
taba en él (Threlfall 1998, 86). 

Respecto a las variables independientes referentes al entorno polí­
tico, un partido de izquierdas, el PSOE, se mantenía en el poder desde 
1982. El Código Penal de 1995 se elaboró en las Cortes. Como ya he ex­
plicado en el capítulo precedente, el ámbito parlamentario constituye 
una arena de política pública (moderadamente) abierta a la influencia 
de actores políticos y sociales no habituales en ella. 

DEBATE 2: LA REFORMA DEL CÓDIGO PENAL (1999),1997-1999 

Lineas principales del debate 

El 17 de octubre de 1997 el PP, en el poder desde 1996, presentó en 
las Cortes un proyecto de reforma del Título VIII del Libro 11 sobre los 
"delitos contra la libertad sexual" del Código Penal de 1995. Este pre­
parativo de modificación legislativa se ocupaba de muchos asuntos, 
por ejemplo, la corrupción de menores o el acoso sexual, aparte de la 
prostitución. En cuanto a ésta, el documento aumentaba las penas en 
cuatro casos: el delito de promoción de la prostitución de menores e 
incapaces; el de prostitución forzada cuando el responsable se aprove­
chara de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario pú­
blico; los de prostitución en el caso de ser perpetrados con el objeto de 
lucro; y cuando quien tuviere bajo su potestad, tutela, guarda o acogi­
miento a un menor o incapaz que se prostituyera, no tratara por todos 
los medios de impedir que continuara haciéndolo. El proyecto, además, 

" Esta escasa prioridad se refleja en la cobertura de la materia, modesta pero no despre­
ciable, en dos tipos de fuentes: la publicación periódica del Instituto titulada Mujeres y 
las Memorias de actividades del organismo de igualdad. Para realizar esta afirmación he 
consultado todos los números de Mujeres publicados entre 1983 (primer año de publi­
cación) y 1996 (la revista se interrumpió entre 1986 y 1990), así como las Memorias apa­
recidas entre 1986 (la primera Memoria) y 1996 (Instituto de la Mujer 1986c; 1988a; 
1989b; 1990; 1991; 1992; 1993a; 1994b; 1995; 1996a). 
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definía un nuevo delito, el del tráfico de personas con el propósito de 
explotarlas sexualmente. También mencionaba explícitamente la fre­
cuencia con que los delitos relacionados con la prostitución iban uni­
dos a la perpetración de agresiones sexuales y abusos a las víctimas. La 
reforma ampliaba el período de prescripción de los delitos cuando la 
víctima era menor. Asimismo, incluía una definición de la prostitución: 
aquellos actos de significado sexual ejecutados con una o más personas 
a cambio de una recompensa económica o de otro tipo. Finalmente, 
consideraba delito un comportamiento despenalizado en 1995: la pro­
moción de la prostitución de adultos. 

Como había ya sucedido en 1995, el debate parlamentario sobre es­
ta reforma del Código Penal versó marginalmente sobre la prostitu­
ción, puesto que trató, principalmente, de otros temas, tales como el 
nuevo delito de corrupción de menores que el PP quería incluir en el 
paquete legislativo. La escasa deliberación en las Cortes acerca de la 
materia de que se ocupa este capítulo incluyó críticas a la definición de 
la prostitución contenida en el proyecto. El PSOE denunció que, en su 
opinión, dicha definición era excesivamente amplia, por lo que englo­
baría los comportamientos de los clientes. La lectura atenta de la dis­
cusión parlamentaria induce a concluir que la penalización de éstos ho­
rrorizaba a los representantes socialistas que intervinieron en el deba­
te. El PSOE también defendió que cualquier definición de la prostitu­
ción había de especificar no sólo que el sexo se intercambia por dine­
ro, sino un elemento de "persistencia, permanencia o habituabili­
dad".55 Coalición Canaria (CC), el Grupo Mixto y el PSOE mantuvieron 
que la definición resultaba imprecisa y no contenía el requisito de las 
relaciones sexuales completas. 56 El PNV insistió en que la prostitución 
era un concepto conocido por toda persona y, por tanto, perfecta­
mente acuñado: el intercambio de sexo por dinero. 57 Por estas y otras 
razones, los cuatro actores parlamentarios mencionados reivindicaron 
la supresión en el proyecto de la definición de la prostitución. 

Estas cuatro organizaciones políticas también se opusieron a pena­
lizar la promoción de la prostitución de adultos, utilizando varios ar­
gumentos para defender este punto de vista. Si el ejercicio de la pros­
titución por parte de un adulto no era un delito, tampoco debía serlo 
la promoción de dicha actividad. Por otra parte, la ley tenía que dis­
tinguir entre la modalidad forzada (que habría de perseguir) y la libre 
(y los comportamientos en torno a esta última, por ejemplo, su pro-

" Intervención de la diputada del PSOE Maria Teresa Fernández de la Vega (Diario de se­
siones del Congreso de los Diputados sesión plenaria 12 febrero 1998:7044). 

56 Enmienda número 30 de CC y enmienda número 31 de Cristina Almeida Castro, del Gru­
po Mixto (Boletín Oficial de las Cortes Generales - Congreso de los Diputados 16 febre­
ro 1998, serie A-proyectos, número 89-8:45). 

" Enmienda número 23 presentada por el PNV (Boletín Oficial de las Cortes Generales -
Congreso de los Diputados 16 febrero 1998, serie A-proyectos, número 89-9:25). 
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moción), que no debían ser criminalizados, porque pertenecían al ám­
bito de las conductas privadas de los individuos con capacidad para dar 
SU consentimiento. Además, la penalización de la promoción de la 
prostitución de adultos implicaría punir algunos comportamientos am­
pliamente aceptados en la sociedad española, tales como gestionar un 
periódico que publicara anuncios ofertando servicios de prostitución. 58 

Una versión reformada del proyecto original fue presentada en las 
Cortes y se convirtió en la Ley Orgánica 11/1999 de 30 de abril, de mo­
dificación del Título VIII del Libro 11 del Código Penal aprobado por Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre ("Ley Orgánica 11/ 1999" en lo 
sucesivo). Era similar al proyecto excepto en cuatro aspectos: no pena­
lizaba la promoción de la prostitución de adultos, no definía la prosti­
tución, no incrementaba las penas cuando los delitos relativos a la 
prostitución eran perpetrados con ánimo de lucro, y sí lo hacía cuando 
eran cometidos por organizaciones criminales. 

Como sucedió en el debate 1, la deliberación parlamentaria previa 
a la aprobación de la Ley Orgánica 11/1999, así como la Ley misma, no 
contenían ninguna noción de género ni referencia alguna a las muje­
res. Un lenguaje neutro desde el punto de vista de género fue utiliza­
do a lo largo de toda la discusión. 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

A continuación muestro que el impacto del Instituto de la Mujer en 
el debate previo a la reforma del Código Penal de 1999 fue simbólico. 
El organismo de igualdad adoptó algunas reivindicaciones planteadas 
por un sector del movimiento (o respecto a las que parte del movi­
miento no se había opuesto): el abolicionismo y la adopción de medi­
das contra el tráfico de mujeres para su prostitución. Sin embargo, no 
consiguió incluir la mayoría de ellas en el debate que precedió a la mo­
dificación legal de 1999 ni en el contenido de la política pública ela­
borada, porque la Ley Orgánica 11/1999 no reinstauró legislación abo­
licionista alguna, si bien avanzó en la lucha contra el tráfico de perso­
nas para su explotación sexual. 

Dado el escaso lapso temporal entre la elaboración del Código Pe­
nal (1995) y la reforma del Título VIII del Libro 11 (1999), las posiciones 
sobre la prostitución de las diversas asociaciones y militantes del movi-

58 Intervenciones de la diputada del PSOE Maria Teresa Fernández de la Vega y del diputa­
do de CC Luis Mardones Sevilla (Diario de sesiones del Congreso de los Diputados sesión 
plenaria 12 febrero 1998:1044, 1049); Enmienda número 17 presentada por el PNV (Bo­
letín Oficial de las Cortes Generales - Congreso de los Diputados 16 febrero 1998, serie 
A-proyectos, número 89-8:23); Enmienda número 31 presentada por la diputada Cristina 
Almeida Castro del Grupo Mixto (Boletín Oficial de las Cortes Generales - Congreso de 
los Diputados 16 febrero 1998, serie A-proyectos, número 89-8:27). 
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miento activas en la materia que nos ocupa apenas habían variado. Co­
mo mostré arriba, algunas de estas organizaciones y personas eran bá­
sicamente abolicionistas, mientras que otras apoyaban la reglamenta­
ción. En general, y con algunas excepciones, las integrantes del movi­
miento ya habían constatado la creciente presencia de mujeres extran­
jeras entre quienes ejercían la prostitución, y habían sospechado que 
algunas (o bastantes) eran víctimas de tráfico para su explotación se­
xual. bien porque se dedicaran a la provisión de servicios a las prosti­
tutas, bien porque hubieran observado con atención la realidad, según 
se desprende de las entrevistas realizadas para este capítulo (Agreda­
no Pérez 2002; Barea 2002; Carracedo Bullido 2002; Cristóbal Rincón 
2002; García Altares 2002; Gascue Uranga 2002; Mora Nieto y Morales 
Montero 2002). 

Por lo que respecta al feminismo institucional, ya he explicado que 
el Instituto de la Mujer había adoptado desde los años ochenta una 
postura básicamente abolicionista. De otro lado, el Tercer plan para la 
Igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres (1997-2000) pres­
taba una atención moderada a la cuestión de la prostitución: menor 
que el Primer plan pero algo mayor que el Segundo. Este Tercer plan 
explícitamente mencionaba el grave problema de las mujeres y las ni­
ñas traficadas y obligadas a ejercer la prostitución. En esta y otras cir­
cunstancias, las mujeres no podían disfrutar de los mismos derechos 
que los hombres. Afirmaba que las traficadas se encontraban en una 
posición extremadamente vulnerable que las convertía en víctimas po­
te~ciales de violencia física. Como objetivo en este área de política pú­
blica, el Tercer plan recomendaba, en términos muy generales, la adop­
ción de medidas para eliminar el tráfico de mujeres efectuado a fin de 
explotarlas sexualmente (Instituto de la Mujer 1997b, 73-74, 78). Ellns­
tituto de la Mujer, entonces, había identificado el problema del tráfico 
de mujeres para su prostitución, y había reivindicado una solución a es­
te problema en términos muy genéricos, sin concretar qué tipo de me­
didas ayudarían a erradicarlo. 

La reforma del Código Penal de 1999 refleja la preocupación del 
Instituto de la Mujer y del movimiento acerca de las mujeres traficadas 
para su prostitución, al definir el delito del tráfico de personas con el 
propósito de su explotación sexual. y al afirmar que el Estado perse­
guiría y castigaría con especial celo los delitos de prostitución cometi­
dos por organizaciones criminales (porque son generalmente éstas las 
que trafican con mujeres para prostituirlas). Es preciso tener en cuenta 
que la mención directa o indirecta a las mujeres traficadas para ser se­
xualmente explotadas es sólo uno entre otros muchos aspectos de la 
prostitución comprendidos en la reforma de 1999 del Código Penal. 
Por ello, no considero central (si bien tampoco desdeñable) la influen­
cia ejercida por la agencia de igualdad en materia de prostitución en 
la Ley Orgánica 11/1999. 
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Factores explicativos 

Dada la proximidad cronológica entre los debates 1 y 2, las varia­
bles independientes relativas al movimiento feminista apenas habían 
cambiado. El movimiento en su conjunto había conferido una priori­
dad baja a la cuestión de la prostitución, si bien en la segunda mitad 
de los noventa había aumentado débilmente el de todos modos muy 
escaso número de grupos e individuos activos en torno a la cuestión. 
Éstos se hallaban sumamente divididos en muchas de las reivindicacio­
nes que planteaban, ya que, por ejemplo, algunas militantes defendí­
an el abolicionismo y otras la reglamentación. 

Acerca de los factores explicativos referentes al Instituto de la Mu­
jer, éste continuó asimismo concediendo una prioridad baja a la pros­
titución, toda vez que el organismo siguió operando con un presu­
puesto y plantilla altos en términos comparativos (véase el capítulo 
dos). La dirección del organismo de igualdad se encontraba distante al 
movimiento de mujeres. El PP, en el poder desde 1996, nombró enton­
ces a Concepción Dancausa directora del Instituto. Arriba mencioné 
que se trataba de una funcionaria de carrera sin experiencia profesio­
nal previa en el área de política pública de igualdad de género, y que 
no había militado en el movimiento. 

Respecto a las variables independientes del entorno político, un 
partido conservador había formado gobierno tres años antes de la re­
forma de 1999 del Código Penal. El área de política pública se encon­
traba (relativamente) abierta a la participación de actores sociales y 
políticos no habituales en ella, puesto que la Ley Orgánica 11/1999, co­
mo todas las disposiciones legislativas de este rango, se tramitó en las 
Cortes. 

DEBATE 3: LA LEY DE EXTRANJERíA DE ENERO DE 2000 (2000), 1998-2000 

Líneas principales del debate 

En febrero y marzo de 1998, Izquierda Unida (lU), CiU y el Grupo 
Mixto presentaron en las Cortes tres proyectos de una nueva Ley de ex­
tranjería. La entonces en vigor, que databa de 1985, era considerada 
obsoleta por varios actores políticos y sociales, ya que, en su opinión, 
no respondía al reciente fenómeno de la llegada de un número cada 
vez más elevado de inmigrantes a España. Ninguno de los tres proyec­
tos contenía referencia alguna a la prostitución. EI18 de noviembre del 
mismo año el PP presentó una enmienda a los tres, según la cual los in­
migrantes ilegales que hubieran sido traficados en España y forzados a 
ejercer la prostitución no serían expulsados en dos circunstancias: si de­
nunciaban a sus traficantes, o si cooperaban con las autoridades públi-
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cas en la persecución de quienes les habían traficado, proporcionando 
información relevante o testificando contra ellos. Estos inmigrantes ile­
gales podrían, bien volver a sus países de origen, bien permanecer en 
España con permisos de residencia y trabajo. 

El debate parlamentario que precedió a la aprobación de la Ley de 
extranjería de enero de 2000 no contuvo referencias a la prostitución. 
En el que se estableció fuera de las Cortes sólo se mencionó raramen­
te y de pasada el asunto. No tengo conocimiento de que ningún actor 
político y social de importancia se opusiera a la enmienda sobre perso­
nas traficadas y prostituidas presentada por el PP. Esta ausencia de de­
liberación y de contienda puede ser interpretada de dos formas. De un 
lado, tal vez refleje el desconocimiento de las organizaciones políticas 
y sociales acerca del fenómeno del tráfico de personas para su prosti­
tución forzosa o sobre la enmienda del PP. De otro lado, quizá indique 
la existencia de un consenso entre los principales actores del ámbito 
político y social sobre la gravedad del problema planteado por la exis­
tencia de un número elevado de inmigrantes sometidos a este tipo de 
explotación, y respecto a la reducidísima probabilidad de que estas víc­
timas denunciaran a sus traficantes, a menos que se establecieran po­
derosos incentivos para que lo hicieran, puesto que los traficantes con­
trolaban estrictamente (y aterrorizaban) a estas mujeres en España y a 
sus familias en sus países de origen. 

El 4 de noviembre de 1999 los tres proyectos se unificaron en otro, 
que contenía la enmienda sobre individuos traficados y obligados a 
prostituirse presentada por el PP. El nuevo proyecto se convirtió en la 
Ley de extranjería de enero de 2000, cuyo artículo 55 de esta Ley reco­
gía la enmienda acerca de la prostitución presentada por el partido en 
el gobierno. 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

En este epígrafe sostengo que el impacto político del Instituto de la 
Mujer en la deliberación que precedió a la Ley de extranjería de enero 
de 2000 fue pleno. El organismo de igualdad defendió algunas reivin­
dicaciones planteadas en un sector del movimiento feminista (o con las 
que ciertos individuos y organizaciones del movimiento estaban de 
acuerdo): el abolicionismo y el apoyo en ciertas circunstancias a las víc­
timas de tráfico de individuos para su prostitución. Logró introducir 
con éxito en el debate previo a la Ley de extranjería de enero de 2000 
yen el contenido de la política pública la demanda relativa a las per­
sonas traficadas para su explotación sexual. Esta medida es la única 
que trata de la prostitución en dicha Ley, por lo que considero impor­
tante la influencia de la agencia de igualdad en materia de prostitu­
ción en esta disposición legislativa. 
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Según muestran las entrevistas realizadas para este capítulo (Agre­
dano Pérez 2002; Barea 2002; Carracedo Bullido 2002; Cristóbal Rincón 
2002; García Altares 2002; Gascue Uranga 2002; Mora Nieto y Morales 
Montero 2002), la postura de la mayor parte de los grupos y personas 
activas en el movimiento en torno a la prostitución no era contraria a 
la concesión de derechos de residencia y trabajo a las personas trafica­
das y explotadas sexualmente que denunciaran a sus traficantes o co­
laboraran con las autoridades en su persecución. Ello no obstante, es 
preciso advertir que, en términos generales, en el movimiento se con­
sideraban más importantes otras reivindicaciones, entre ellas, las diri­
gidas al abolicionismo o a la reglamentación. 

Además, algunos miembros de grupos feministas abolicionistas han 
criticado el cambio de énfasis en la política de la prostitución que han su­
puesto las reformas que sucedieron a los debates 2 y 3 examinados en 
este capítulo: de la lucha contra ésta se ha pasado al combate contra el 
tráfico de personas posteriormente explotadas sexualmente. Estas parti­
darias del abolicionismo condenan sin reservas el tráfico de personas con 
fines de explotación sexual, pero entienden que las modificaciones le­
gislativas de 1999 y del 2000 indirectamente favorecen la postura regla­
mentarista por dos razones. De un lado, el debate sobre el tráfico de mu­
jeres obligadas a prostituirse implícitamente sugiere que existen dos for­
mas de prostitución: la libre y la forzada. Esta última modalidad sería la 
efectuada por las mujeres traficadas, entre otras. Las abolicionistas no 
están de acuerdo con esta distinción. De otro lado, el acento en la bata­
lla contra el tráfico puede inducir a los ciudadanos a pensar que el prin­
cipal problema de estas personas radica en que han sido víctimas de trá­
fico humano, cuando algunas abolicionistas entienden que reside en 
que son prostituidas (Carracedo Bullido 2002). 

En cuanto al feminismo de Estado, el Tercer plan de igualdad (1997-
2000) comprendía la propuesta 7.3.2 sobre las mujeres que habían sido 
traficadas en nuestro país y obligadas a prostituirse: "estudiar la viabili­
dad de establecer un permiso de residencia temporal a las víctimas de 
tráfico y de explotación de la prostitución que hayan manifestado su dis­
posición a testificar en procesos judiciales" (Instituto de la Mujer 1997b, 
79). Según Dolores Pérez-Herrera Ortiz de Solórzano (2002), Secretaria 
General del Instituto de la Mujer en esos momentos, el organismo de 
igualdad persuadió a los decisores políticos, sobre todo a los del Minis­
terio del Interior, para que tuvieran en cuenta la citada propuesta y tra­
taran de satisfacerla al elaborar una nueva Ley de extranjería. De hecho, 
el artículo 55 de la Ley Orgánica 4/2000 no sólo recogía la propuesta 
7.3.2 del Instituto, sino que iba mucho más allá. Los legisladores no se li­
mitaron, como les instaban desde el 1M, a analizar la posibilidad de con­
ceder permisos temporales de residencia, sino que efectivamente ofre­
cieron a las personas traficadas y obligadas a prostituirse permisos de re­
sidencia y trabajo en determinadas circunstancias. 
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Factores explicativos 

Las variables independientes relacionadas con el movimiento femi­
nista, el Instituto de la Mujer y el entorno político son similares en los 
debates 2 y 3 analizados en este capítulo, dada la cercanía cronológica 
de las disposiciones legislativas con que finalizaron ambas deliberacio­
nes (1999 y 2000). En su conjunto, el movimiento otorgó una prioridad 
baja a la prostitución y continuó desunido, avanzando reivindicaciones 
no sólo distintas sino contrarias. El Instituto de la Mujer también con­
cedió una importancia reducida a la materia, siguió operando con un 
presupuesto y una plantilla relativamente elevados y encabezado por 
una dirección distante del movimiento. El PP ocupaba el poder desde 
1996, y el área de política públ ica se hallaba relativamente abierta a la 
participación de ciertos actores políticos no habituales, ya que la Ley de 
extranjería es una Ley Orgánica, por lo que se tramita en las Cortes; co­
mo ya he mencionado en un capítulo precedente, el organismo de 
igualdad puede ayudar al Gobierno a elaborar proyectos de ley, en­
miendas y demás iniciativas parlamentarias. 

DISCUSiÓN DE LOS RESULTADOS 

En el período comprendido entre 1983 y 2000 el Instituto de la Mu­
jer adoptó, en términos generales, la postura defendida por el sector 
abolicionista del movimiento feminista, y reivindicó que el Estado com­
batiera el tráfico de personas para su explotación sexual; la mayor par­
te de los grupos e individuos del movimiento que se mantenían activos 
en materia de prostitución no eran contrarios a esta última reivindica­
ción. Ha sido considerablemente reducida (pero no desdeñable) la con­
cordancia entre las demandas de la agencia de igualdad y el conteni­
do de las reformas de 1995, 1999 Y 2000 en materia de prostitución. Un 
Instituto básicamente abolicionista, a juzgar por sus documentos pú­
blicos, asistió en 1995 a la aprobación de un Código Penal que des­
mantelaba la legislación abolicionista vigente desde los años sesenta. 
La elaboración del Código Penal de 1995 es, con diferencia, la medida 
más importante de las tres examinadas en este capítulo. El organismo 
de igualdad sólo consiguió incluir uno de sus objetivos (el combate 
contra el tráfico de personas para su posterior explotación sexual) en 
las otras dos decisiones aquí estudiadas: la reforma de 1999 del Códi­
go Penal y la Ley de extranjería de enero de 2000 (artículo 55). Sin em­
bargo, la parte sobre el tráfico de personas para su prostitución es un 
aspecto relativamente menor del tratamiento que hace de la prostitu­
ción la reforma de 1999 del Código Penal. Es cierto que el artículo 55 
de la Ley Orgánica 4/2000 constituye el único epígrafe sobre la prosti­
tución de la Ley de extranjería de enero de 2000, si bien cabe recordar 
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que esta reforma legal es, también con diferencia, la menos relevante 
de las tres ahora examinadas. 

Dos son las razones que explican la débil impronta del feminismo 
de Estado en el contenido de la política de prostitución hasta 2000. La 
cuestión ha constituido sólo un tema de baja (si bien no nula) priori­
dad para el movimiento en su conjunto y para el organismo de igual­
dad en las últimas décadas. Otros asuntos han absorbido su atención y 
sus esfuerzos, tales como el acceso de las mujeres al empleo remune­
rado, el control de su capacidad reproductiva y, sobre todo desde los 
noventa, la lucha contra la violencia contra las mujeres. Además, la 
parte del movimiento activa en la materia que nos ocupa se ha mos­
trado sumamente desunida en sus reivindicaciones, ya que diferentes 
grupos e individuos han planteado demandas no sólo distintas sino in­
cluso contrarias. 

Es preciso advertir que el escaso ascendiente del principal organis­
mo de igualdad del Estado central en materia de prostitución debe in­
terpretarse en el contexto de la exigua deliberación pública acerca de 
la prostitución en España desde 1975 en el Estado central. Nunca ha si­
do un asunto ampliamente discutido por los principales actores políti­
cos y sociales. Las reformas legislativas más importantes en este área 
siempre han formado parte de cambios legales más amplios que com­
prendían muchas otras cuestiones: la elaboración de un nuevo Código 
Penal en 1995, la modificación de dicho Código en 1999 y la adopción 
de una nueva Ley de extranjería en enero de 2000. Como ha mostrado 
esta investigación, el debate en torno a la prostitución en las delibera­
ciones parlamentarias que precedieron a estas tres reformas legislati­
vas resultó escasísimo. Cabe mencionar que la deliberación sobre la 
cuestión en la España posautoritaria ha tenido lugar sobre todo en el 
ámbito municipal, mientras que el Instituto de la Mujer es un organis­
mo del Estado central. 
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En este capítulo examino el impacto político del Instituto de la Mu­
jer en los debates en materia de representación política que tuvieron 
lugar en el Estado central entre 1983 (fecha de creación del Instituto) 
y 2003 (cuando finalizó el trabajo de campo preparatorio de esta par­
te de la investigación).59 Según indica la Tabla 8 y explica el capítulo, el 
impacto del organismo de igualdad en las deliberaciones acerca de la 
representación política fue pleno en dos de las tres discusiones exami­
nadas: las que precedieron a la aprobación en 1988 y 1997 por parte 
del PSOE de las cuotas del 25 y del 40 por cien para las mujeres en las 
listas electorales y los puestos de decisión en el partido. A modo con­
trario, en el debate desarrollado entre 1997 y 2003 sobre la propuesta 
socialista de modificación de la Ley Orgánica 5/1985 de 19 de junio, del 
Régimen Electoral General (en lo sucesivo "Ley electoral") para hacer 
obligatoria la cuota del 40 por cien a todos los partidos, el impacto de 
la agencia de igualdad fue ajeno al movimiento, porque no adoptó las 
reivindicaciones de la parte del movimiento interesada en la represen­
tación política pero intervino en la deliberación introduciendo otras 
nociones de género. 

Tabla 8. Impacto político del Instituto de la Mujer 
respecto a la representación poi ítica, 1983-2003 

DEBATES 

1. Cuota del 25% 
en el PSOE (1988) 

2. Cuota del 40% 
en el PSOE (1997) 

3. Propuesta de cuota 
obligatoria del 40% 
para todos los partidos 
(2003) 

FECHA DE 
LOS DEBATES 

1983-1988 

1992-1997 

1997-2003 

IMPACTO POLÍTICO DEL 
INSTITUTO DE LA MUJER 

pleno 

pleno (hasta 1996) 

ajeno al movimiento 

Varios factores facilitaron el impacto pleno del Instituto de la Mu­
jer en las discusiones que precedieron a la adopción de las cuotas del 
25 y del 40 por cien en el PSOE en 1988 y 1997 respectivamente. La 

" Parte de esta investigación ha aparecido en Valiente 2005. 
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agencia de igualdad había considerado esta cuestión de prioridad me­
dia en los años ochenta y alta en los noventa, funcionó con un presu­
puesto y una plantilla que en términos comparativos fueron bajos en 
los años ochenta y altos en los noventa, y hasta 1996 estuvo dirigido 
por mujeres próximas al movimiento. También hasta esa fecha gober­
nó un partido de izquierdas, y el área de política pública se encontró 
(relativamente) abierta a la influencia de actores políticos no habitua­
les en ella, tales como el Instituto de la Mujer. Por contraste, durante 
la deliberación de la cuota electoral obligatoria del 40 por cien para to­
dos los partidos, que transcurrió entre finales de los noventa y 2003, un 
organismo de igualdad escasamente interesado en la representación 
política y liderado por mujeres distantes respecto al movimiento, en un 
período de gobierno conservador, no hizo suya la principal demanda 
del movimiento (las cuotas). 

Como en todos los capítulos, primero proporciono al lector cierta 
información acerca de la cuestión de que tratan los debates ahora exa­
minados, y explico cómo los he seleccionado. Después analizo cada uno 
de ellos y, por último, muestro el estudio comparado de los tres. Las 
fuentes para la elaboración de esta parte de la investigación compren­
den documentos publicados del PSOE, del Instituto de la Mujer y del 
movimiento feminista, bibliografía, legislación, entrevistas en profun­
didad semi-estructuradas a un miembro del equipo directivo del 1M 
(Pérez-Herrera Ortiz de Solórzano 2002) y a activistas del PSOE (De las 
Heras 1999; Valenciano Martínez-Orozco 1999), del PP (Barrios 1999), y 
de asociaciones feministas activas en materia de representación políti­
ca (Folguera 1999), una deliberación parlamentaria y dossiers de pren­
sa. 

LA REPRESENTACIÓN POlÍTICA Y LA SELECCIÓN DE LOS DEBATES 

En términos generales, cuatro rasgos han caracterizado los debates 
sobre la representación política de las mujeres en España desde 1983. 
En primer lugar, las deliberaciones han versado sobre todo acerca de 
las cuotas femeninas en los partidos políticos. Éstos son actores centra­
les en el sistema político español y, según ya he explicado, una pro­
porción elevada de quienes han formado parte del movimiento femi­
nista en España también han militado en partidos de izquierda y sindi­
catos. Los principales partidos y coaliciones de izquierda tienen cuotas. 
Un ejemplo es Izquierda Unida. El manifiesto electoral aprobado en la 
Primera Asamblea General en 1989 incluía el compromiso de respetar 
una cuota del 30 por cien en los órganos de dirección y los grupos par­
lamentarios de la coalición. Esta cuota fue incrementada hasta el 35 y 
el 40 por cien en 1990 y 1997 respectivamente (Ramiro Fernández 
2000, 225-26). La discusión acerca de la representación política de las 
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mujeres se ha desarrollado principalmente, aunque no exclusivamente, 
en la izquierda del espectro político. El PP se ha mostrado claramente 
en contra de las cuotas, y ha participado activamente en el debate so­
bre ellas sólo desde los últimos años noventa, cuando algunas mujeres 
de izquierda se movilizaron activamente a favor de la obligatoriedad 
de las cuotas femeninas para todos los partidos. 

En segundo lugar, las cuestiones constitucionales y la representa­
ción política femenina se han debatido conjuntamente sólo desde el fi­
nal de la década de los noventa, cuando los detractores de las cuotas 
obligatorias afirmaron que éstas eran contrarias a lo estipulado por la 
Carta Magna. Antes de esos años, los temas constitucionales no habí­
an sido un asunto central en las deliberaciones sobre la representación 
política. Muchos actores políticos y sociales se habían mostrado reluc­
tantes a la reforma de la Constitución, porque era el resultado del com­
promiso y la negociación entre los principales partidos durante la tran­
sición, y porque la consecución de los objetivos del terrorismo de ETA 
(la independencia del País Vasco) requerían una reforma de la Carta 
Magna. Previamente al fin de los noventa había existido, pues, cierta 
aversión a la constitucionalización del debate sobre la representación 
política. 

En tercer lugar, la deliberación sobre la materia de que trata este 
capítulo ha tenido lugar, sobre todo aunque no exclusivamente, en el 
ámbito del Estado central. Los principales partidos y coaliciones de iz­
quierda con cuotas (PSOE e IU) son organizaciones de implantación es­
tatal. En noviembre de 2001 el PSOE presentó en las Cortes (el parla­
mento del Estado central) el proyecto de modificación de la Ley elec­
toral para imponer una cuota obligatoria del 40 por cien a todos los 
partidos. Sin embargo, en el siglo XXI, la discusión sobre la represen­
tación política de las mujeres está ganando importancia sub-estatal. En 
2003 en dos Comunidades Autónomas entonces gobernadas por el 
PSOE (en solitario o en coalición), Islas Baleares y Castilla-La Mancha, se 
estaba tramitando la modificación de sus respectivas leyes electorales 
para hacer obligatorias en todos los partidos que compitieran en sus 
comicios autonómicos las cuotas del 50 por cien de hombres y mujeres 
en puestos alternos (las llamadas "listas cremallera"). 

Por último, los debates en España acerca de la representación polí­
tica femenina suelen hacer referencia a deliberaciones internacionales. 
Algunas de estas menciones tratan de iniciativas adoptadas en otros 
países para aumentar la proporción de las mujeres en la élite política y 
que han dado resultado, por ejemplo, en los países nórdicos. Otras ver­
san sobre algunas medidas que en ciertos lugares como Francia o Italia 
han sido declaradas inconstitucionales. Por último, ciertas referencias 
aluden a estrategias promovidas por organizaciones e instituciones su­
pranacionales, tales como la Organización de las Naciones Unidas o la 
Unión Europea. 
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En España la política de la representación en el Estado central se 
elabora en las Cortes y en los partidos. La Constitución y la Ley electo­
ral regulan la representación política de los ciudadanos; esta Leyorgá­
nica, como todas las disposiciones legislativas de este tipo, se debate y 
aprueba en el parlamento. De otro lado, los partidos políticos, me­
diante reglas formales e informales, escogen a los candidatos que, si 
resultan elegidos en las contiendas electorales, representan a los ciu­
dadanos en las instituciones políticas. 

Como ya he mencionado, los tres debates seleccionados para el 
análisis en este capítulo son los que precedieron a la adopción de la 
cuota del 25 por cien en el PSOE en 1988 (debate 1), al incremento de 
la misma hasta el 40 por cien en 1997 (debate 2), y al rechazo en 2003 
del proyecto presentado por el PSOE en las Cortes en noviembre de 
2001 de reforma de la Ley electoral para hacer obligatoria a todos los 
partidos una cuota del 40 por cien (debate 3). Los dos primeros tuvie­
ron lugar principalmente en el partido socialista, mientras que el final 
del debate 3 se desarrolló en las Cortes. Las tres deliberaciones reco­
gen, pues, las discusiones en los dos ámbitos donde se efectúa la polí­
tica de la representación de los ciudadanos en España: los partidos y el 
parlamento. No han podido ser examinados los dos debates autonó­
micos arriba citados, porque aún no habían concluido cuando en 2003 
finalizó el trabajo de campo preparatorio de este capítulo."o 

DEBATE 1: LA CUOTA DEL 25 POR CIEN EN EL PSOE (1988), 1987-1988 

Líneas principales del debate 

En los años setenta, pero especialmente en los ochenta, las militan­
tes y líderes que dentro del PSOE solían plantear reivindicaciones fe­
ministas (las "feministas del PSOE" en lo sucesivo) denunciaron conti­
nuamente la escasa presencia femenina en los principales puestos de 
decisión política del país. Tras las elecciones generales de 1977, 1979, 
1982 Y 1986 las mujeres constituían tan sólo el 6 por cien de los dipu­
tados del Congreso; el PSOE no había aumentado su representación 
política de mujeres, ya que la proporción de diputadas socialistas tras 

" La Ley 6/2002 de 21 de junio de modificación de la Ley 8/1986, de 26 de noviembre, elec­
toral de la Comunidad Autónoma de las IIles Balears, requirió la confección de listas cre­
mallera a todos los partidos que compitieran en las elecciones de Islas Baleares. También 
en junio de 2002 se aprobó una disposición legislativa similar en Castilla-La Mancha (Ley 
11/2002 de 27 de junio de modificación de la Ley 5/1986 de 23 diciembre, electoral de 
Castilla-La Mancha). El gobierno del Estado central (del PP) recurrió al Tribunal Consti­
tucional alegando que ambas leyes eran inconstitucionales. El 15 octubre 2002 el Tribu­
nal Constitucional accedió a tramitar los recursos suspendiendo ambas normas (El País 18 
octubre 2002, 23). El proceso politico se detuvo entonces, hasta que el Tribunal Consti­
tucional dictara sentencia. 
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dichos procesos electorales ascendía al 9, 5, 9 Y 7 por cien respectiva­
mente (Instituto de la Mujer 1994a, 79-80). Como resultado de las pre­
siones de las militantes y líderes feministas, el 31 Congreso Federal del 
partido socialista discutió la propuesta de instituir una cuota femenina 
del 25 por cien en las listas electorales y los puestos de dirección del 
partido (Partido Socialista Obrero Español-Secretaría de Participación 
de la Mujer 1988, 1). 

El debate en la organización trató de responder a diversos interro­
gantes sobre la débil presencia de las mujeres en la política española. 
¿Constituía un grave problema que en la primera década de democra­
cia en España la presencia femenina en los puestos de decisión política 
fuera tan baja? Si así fuese, ¿cuáles eran las causas de este problema? 
¿Podría ser resuelto? En caso afirmativo, ¿cuáles serían las soluciones? 
¿Es justo reservar una proporción de cargos políticos a los miembros de 
un sector de la población (las mujeres)? 

Desde el comienzo, la deliberación incluyó muchas referencias al 
género, ya que los partidarios y, en menor medida, los detractores de 
las cuotas mencionaron explícitamente a los hombres y a las mujeres. 
Algunos oponentes de las cuotas las atacaron utilizando el argumento 
anti-feminista clásico en la izquierda: que las demandas feministas 
constituían reivindicaciones particularistas y desviaciones burguesas 
del principal objetivo de un partido socialista: la mejora de la situación 
de la clase trabajadora (Bustelo 1979, 13; Partido Socialista Obrero Es­
pañol 1988a, 114). Otros detractores de la cuota argumentaron de for­
ma más conciliadora. Se mostraron de acuerdo en que la débil presen­
cia femenina en el ámbito de la decisión política constituía un proble­
ma, pero defendían que se trataba de una cuestión de oferta: faltaban 
mujeres con la suficiente experiencia y motivación para formar parte 
de la élite política. Una cuota no resolvería esta escasez de mujeres que 
pudieran ser candidatas (Threlfall et al. 2005, 127-28). De hecho, las 
mujeres sólo constituían el 15 por cien de la militancia del partido (Ga­
llego 1994, 670). 

Las feministas del PSOE esgrimieron varios argumentos para defen­
der la cuota. Las mujeres no estaban presentes en los puestos directi­
vos del partido y del Estado porque eran discriminadas de formas suti­
les y no tan sutiles, y no porque no existieran mujeres perfectamente 
capaces de ocupar dichos cargos (Threlfall et al. 2005, 127-28). Si no se 
adoptaban cuotas, los hombres nunca abandonarían voluntariamente 
el poder, puesto que muchos de ellos lo persiguen como un fin en sí 
mismo, mientras que numerosas mujeres lo buscan como un medio pa­
ra mejorar la sociedad o ayudar a otras personas. Aunque las feminis­
tas socialistas denunciaban de forma continua que históricamente los 
partidos de izquierda no habían apoyado, e incluso se habían opuesto, 
a la causa feminista, creían que dichas organizaciones tenían el poten­
cial de apoyar la igualdad de género, dado su compromiso general con 
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la igualdad (Bustelo 1979, 14; 1980, 8-9; Partido Socialista Obrero Es­
pañol 1988b, 26-29). Recordaron a sus colegas varones la recomenda­
ción de la Internacional Socialista de que los partidos miembros toma­
ran medidas para incrementar la presencia de las mujeres en las posi­
ciones directivas en el ámbito político (Threlfall et al. 2005, 128). Por úl­
timo, utilizaron razonamientos pragmáticos: las cuotas son medidas de 
igualdad de género que podían incrementar la proporción del voto de 
las mujeres para el PSOE, al dotar al partido de una imagen más feme­
nina (Bustelo 1979, 14). 

En el 31 Congreso Federal del PSOE (22-24 enero 1988), los delega­
dos aprobaron la cuota del 25 por cien (Partido Socialista Obrero Es­
pañol 1988c, 84). La proporción de parlamentarias socialistas aumentó 
sin cesar desde entonces hasta la adopción de la siguiente cuota en 
1.997, alcanzando el 28 por cien de los diputados del PSOE y el 23 por 
cien de sus senadores tras las elecciones generales de 1996 (Instituto de 
la Mujer 1994a, 80-82; 1997a, 98-99). 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

En este epígrafe muestro que en el debate 1 analizado en el presen­
te capítulo el impacto político del Instituto de la Mujer fue pleno, puesto 
que adoptó la reivindicación de la parte del movimiento feminista inte­
resada en la representación política, consistente en la puesta en práctica 
de medidas explícitamente dirigidas a alcanzar el objetivo de una mayor 
presencia femenina en las instituciones. Además, la insertó con éxito en 
la deliberación previa a la adopción de la cuota del 25 por cien en el PSOE 
en 1988 y en el contenido de la disposición finalmente adoptada. 

La preocupación acerca del tema de la representación política ha es­
tado presente en un sector importante de la segunda oleada del movi­
miento feminista en España desde su gestación en la oposición al régi­
men de Franco. Por ejemplo, el 13 de julio de 1977, coincidiendo con la 
sesión inicial del Congreso de los Diputados tras las primeras elecciones 
democráticas celebradas en cuatro décadas, algunas feministas elabo­
raron un manifiesto apoyando a las veinticinco mujeres representantes, 
denunciando el bajo número de éstas, e instando a las tres parlamen­
tarias. de conocida t~ayectoria feminista a que impulsaran reformas que 
contribuyeran a mejorar el estatus de las mujeres como grupo (Escario 
et al. 1996, 270-72). Debido a que el movimiento ha estado compuesto 
por una proporción significativamente elevada de militantes de parti­
dos políticos de izquierda (o por mujeres que se sentían próximas a 
ellos) (Threlfall 1985,47, 51), no resulta sorprendente que algunos de 
sus miembros se interesaran por la cuestión del acceso de las mujeres a 
los puestos de responsabilidad política en el Estado, en general, yen sus 
organizaciones partidistas, en concreto. La parte del movimiento activa 
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en materia de representación política ha tendido a defender que era 
necesario poner en marcha medidas específicas para aumentar la pre­
sencia de las mujeres en las instituciones, pues esta meta no se alcanza­
ría simplemente dejando pasar el tiempo. En los años ochenta se bara­
jaban distintas estrategias posibles, siendo las cuotas un mecanismo en­
tre el conjunto de los que entonces se debatían. 

Es importante destacar que algunas de las feministas del PSOE per­
tenecían o habían pertenecido también al movimiento, y que dentro 
del partido habían tratado de adquirir estatus organizativo desde la 
época de la transición. Así, en 1976 formaron el colectivo "Mujer y So­
cialismo". En un principio era poco más que un círculo de estudio y de­
bate dependiente de la Secretaría de Formación. En 1981 uno de sus 
miembros, Carmen Mestre, fue elegida vocal de la Comisión Ejecutiva 
Federal del partido, y otras la siguieron en años posteriores. Finalmen­
te, en diciembre de 1984 consiguieron que "Mujer y Socialismo" se 
convirtiera en una Secretaría Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva Fede­
ral (Durán y Gallego 1986, 213; Folguera 1988a, 124; Threlfall1985, 48-
49). Aumentar la presencia de las mujeres en las instituciones políticas 
se había convertido en una de las metas de "Mujer y Socialismo", y de 
la Secretaría Ejecutiva en que después se convirtió. Así, en unas jorna­
das sobre mujeres y política organizadas por "Mujer y Socialismo" en 
mayo de 1984 se trató la cuestión. Entre las conclusiones de estas jor­
nadas figuraba la petición al 30 Congreso Federal del PSOE de la adop­
ción de una cuota femenina del 15 por cien en todos los órganos de de­
cisión del partido y entre los cargos públicos socialistas (Mujeres año 
1984, número 2:42). 

Desde sus orígenes, también el Instituto de la Mujer entendió que 
la baja presencia femenina en el ámbito político constituía un serio 
problema que requería solución.61 Dicha dificultad no se solventaría 
por sí sola; se hacía necesario, entonces, adoptar medidas. 

Ciertas mujeres de la agencia de igualdad contribuyeron a incluir 
las propuestas del movimiento feminista en el debate previo a la adop­
ción en el PSOE de la cuota del 25 por cien en 1988 porque pertenecí­
an o habían pertenecido al movimiento y/o al PSOE. Por ejemplo, ya he 
mencionado que Carlota Bustelo, primera directora del organismo 
(1983-1988), había militado en el grupo feminista llamado Frente de li­
beración de la Mujer (FLM), creado en 1976 y disuelto en 1979 (Durán 
y Gallego 1986, 211, 214). El documento fundacional del FLM reivindi­
caba la "incorporación de todas las mujeres a las tareas sociales, pro­
ductivas, políticas y creativas" (énfasis añadido-Seminario de Estudios 
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" Esta preocupación por la representación politica de las mujeres se refleja en nur¡:re~o~. 
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Sociológicos sobre la Mujer 1986a, 37). Carlota Bustelo había sido di­
putada por el PSOE durante la primera legislatura (1977-1979). En pro­
testa por lo que consideraba una insignificante e inaceptable propor­
ción de parlamentarias socialistas, rechazó continuar su labor en las 
Cortes en la segunda legislatura (1979-1982) (Threlfall 1996, 120). Car­
lota Bustelo fue la principal promotora de la fundación de "Mujer y So­
cialismo" (Threlfall 1998,83). El caso de Carlota Bustelo no era único. 
Otros miembros de "Mujer y Socialismo" también habían militado en 
el FLM (Durán y Gallego 1986, 213; Folguera 1988a, 124). Cabe men­
cionar también que Matilde Fernández, elegida Secretaria de Partici­
pación de la Mujer del PSOE en 1984, y más tarde Ministra de Asuntos 
Sociales (1988-1993), pertenecía al Consejo Rector del Instituto de la 
Mujer (Threlfall 1998, 85):2 

Factores explicativos 

Acerca de las variables independientes relativas al movimiento fe­
minista, sostengo (si bien con ciertas cautelas) que la representación 
política constituía una cuestión de prioridad media para el conjunto 
del movimiento, y que la rama movilizada en torno a este asunto se en­
contraba (moderadamente) cohesionada en la defensa de sus reivindi­
caciones. Es éste el momento de recordar que, respecto al poder polí­
tico y el Estado, el movimiento estaba en realidad compuesto por dos 
sectores muy diferentes (y encontrados). De un lado, algunos grupos e 
individuos defendían que el estatus de las mujeres podía mejorar con 
la ayuda de las políticas públicas. Esta rama del movimiento era parti­
daria de la entonces llamada "doble militancia", esto es, de que las fe­
ministas se organizaran en asociaciones de la sociedad civil que persi­
guieran la igualdad de género, pero también que formaran parte de 
partidos políticos (de izquierda) y sindicatos. En este sector se conside­
raba que las mujeres debían ocupar cargos de responsabilidad pública, 
a fin de que las acciones estatales reflejaran los intereses de la pobla­
ción femenina. Por contraste, una rama distinta del movimiento, la de­
nominada "radical", conceptualizaba el Estado como una más de las 
instancias que oprimían a las mujeres, por lo que encarecidamente re­
comendaban a éstas la militancia única en asociaciones feministas, y su 
alejamiento del ámbito político convencional. 

El antagonismo entre las partidarias de la doble militancia y de la 
militancia única no fue un enfrentamiento más entre los existentes en 

"' Desde 1985 la directora del Instituto de la Mujer ha sido asesorada por el Consejo Rec­
tor, compuesto en los años ochenta por representantes de los principales Ministerios y 
por seis vocales que hubieran mostrado un compromiso destacable con la igualdad de 
género (Matilde Fernández, entre otras). 
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el seno del movimiento, sino el más divisorio de todos ellos en los años 
setenta y primeros ochenta, y el que impidió durante cierto tiempo 
que los dos sectores emprendieran acciones concertadas. Puesto que el 
incremento de la proporción de decisoras políticas era un objetivo im­
portante para buena parte del sector defensor de la doble militancia, 
e irrelevante (e incluso contraproducente) para el que propugnaba la 
militancia única, concluyo que la prioridad de la cuestión era media pa­
ra el conjunto del movimiento. En el primer sector muchas activistas 
pensaban que no se obtendría una mayor presencia de mujeres en las 
instituciones si no se adoptaban medidas, si bien las cuotas constituían 
sólo uno más de los mecanismos debatidos en los años ochenta. Las 
cuotas apenas fueron atacadas públicamente en este sector, pese a que 
algunas de sus militantes albergaban serias dudas acerca de su conve­
niencia. Sí defendían con convicción las cuotas sobre todo algunas fe­
ministas activas en los partidos políticos de izquierda.63 Entiendo, pues, 
que la rama del movimiento activa en materia de representación polí­
tica se mostró cohesionada a favor de las cuotas. 

En cuanto a los factores explicativos referentes al Instituto de la 
Mujer, media era la prioridad que otorgó a la cuestión de la represen­
tación política. Para aseverarlo me baso en la siguiente evidencia em­
pírica. Como ya he mostrado, la presencia femenina en puestos de res­
ponsabilidad política ocupó un lugar nada desdeñable en la publica­
ción periódica elaborada por el Instituto (Mujeres). Además, en 1986 y 
1987 el organismo de igualdad encargó tres investigaciones sobre el 
género y la política y publicó sus principales conclusiones en un mismo 
volumen (Instituto IDES 1988); también editó otros estudios sobre el te­
ma (Ortiz Corulla 1987). Ello no obstante, el Primer plan de igualdad, 
patrocinado por el Instituto y que sería puesto en práctica entre 1988 
y 1990, no contenía ninguna sección sobre la materia (Instituto de la 
Mujer 1988b). Por lo que respecta al presupuesto y la plantilla del 1M, 
ya he mencionado en el capítulo dos que fueron bajos hasta 1989-
1990. Según he mostrado también arriba, próxima se encontraba la di­
rección de la agencia de igualdad al movimiento feminista, puesto que 
parte de sus directivas habían militado en el mismo (Threlfall 1985, 53). 

Respecto a las variables independientes relacionadas con el contex­
to político, desde 1982 gobernaba un partido de izquierdas, el PSOE, 
con mayoría absoluta en ambas cámaras. Califico el área de política pú­
blica de (moderadamente) abierta a la influencia de actores políticos 
no habituales en ella, tales como el Instituto de la Mujer. El debate tu­
vo lugar principalmente en el seno del partido socialista, mientras que 
el mandato formal de la agencia de igualdad reside en intervenir en el 

"' He analizado la importancia de la representación política para el conjunto del movi­
miento feminista en los años setenta y ochenta principalmente a partir de las siguientes 
fuentes secundarias: Durán y Gallego (1986); Folguera (1988a); Scanlon (1990); Threlfall 
(1985). 
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ámbito del Estado a favor de la equidad de género. Ello no obstante, 
dado que algunas personas del Instituto de la Mujer también militaban 
en el PSOE y habían militado en el movimiento, pudieron participar en 
dicha deliberación, intentando introducir allí y en el contenido de las 
decisiones finalmente adoptadas las reivindicaciones de la movilización 
feminista. 

DEBATE 2: LA CUOTA DEL 40 POR CIEN EN EL PSOE (1997), 1992-1997 

Líneas principales del debate 

El concepto de "democracia paritaria" fue acuñado en la primera 
Cumbre Europea sobre las Mujeres y la Toma de Decisiones Políticas ce­
lebrada en Atenas en 1992. Las militantes y líderes que dentro del PSOE 
se habían movilizado como feministas adoptaron el concepto, promo­
vieron un debate dentro del partido, y presionaron a la jerarquía del 
mismo para que adoptara una nueva cuota femenina del 40 por cien. 
La deliberación acerca de la representación política femenina en el 
partido socialista en los noventa respondió a preguntas ya planteadas 
en el debate 1 analizado en este capítulo, y a otros interrogantes, en­
tre ellos, si era el momento adecuado de aumentar la cuota o si, por el 
contrario, el partido debía centrarse en la resolución de otros proble­
mas más acuciantes. 

Como en el debate 1, en éste los participantes también utilizaron 
nociones de género, y asimismo lo hicieron con mayor frecuencia los 
partidarios de la cuota del 40 por cien que los detractores. Aquéllos de­
fendieron la nueva cuota argumentando que los partidos de izquier­
das necesitan este tipo de mecanismos, dadas sus diferencias con los de 
derecha. Los conservadores, se razonó en el PSOE, mantienen una ide­
ología de darwinismo social para oponerse a las medidas que aseguran 
una más elevada representación política de las mujeres. Los partidos de 
derechas creen que sólo los individuos más capaces y cualificados al­
canzan puestos de decisión pública, que nadie impide a las mujeres 
participar en esta competición y que, si muestran la capacidad sufi­
ciente, llegan a la jerarquía de la organización y de las instituciones. Si 
menos mujeres que hombres están presentes en las altas esferas de los 
partidos y del Estado, esta diferencia se debe a su menor rendimiento 
en dicha contienda. Los partidos de izquierda, por el contrario, no sus­
criben estas tesis porque son (o deben ser) más conscientes de las desi­
gualdades de partida que colocan a ciertos grupos en situación de des­
ventaja (Partido Socialista Obrero Español 1988b, 26-29; 1997, 207). 

Como consecuencia de la presión sostenida de las feministas del 
PSOE, los delegados del 34 Congreso Federal (20-22 junio 1997) deba­
tieron y aprobaron el aumento de la cuota femenina hasta el 40 por 
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cien (Partido Socialista Obrero Español 1997, 207). La proporción de di­
putadas del PSOE ascendió desde el28 por cien en 1996 h~sta el 37 por 
cien en 2000, y hasta el 46 por cien en 2004. El porcentaje de senado­
raS socialistas descendió del 23 al 17 por cien entre 1996 y 2000, para 
alcanzar el 27 por cien en 2004 (Instituto de la Mujer 1997a, 98-99; 

2002; 2004). 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

El impacto político del Instituto de la Mujer en el debate previo a la 
adopción de la cuota del 40 por cien en el PSOE fue pleno hasta la pri­
mavera de 1996, porque la agencia de igualdad adoptó la principal rei­
vindicación del sector del movimiento activo en materia de represen­
tación política (el objetivo de una mayor presencia de las mujeres en la 
élite política conseguida principalmente mediante las cuotas), y la in­
cluyó en el debate desarrollado en el seno del PSOE y en el conte~ido 
de la disposición finalmente adoptada. Por contraste, desde la prima­
vera de 1996, cuando llegó al poder el PP, el organismo dejó de ejercer 
influencia en el debate 2, puesto que no hizo suya la citada demanda 
del movimiento, ni participó en la deliberación que tuvo lugar en el 
partido socialista. Dado que el debate 2 se desarrolló entre 1992 y 
1997, Y que el impacto del Instituto fue pleno hasta la primavera de 
1996, considero que así fue su ascendiente durante toda la discusión. 

Un sector del movimiento feminista se mostró muy interesado en 
materia de representación política en la década de los noventa, decla­
rando reiteradamente la importancia de este asunto y demandando 
activamente las cuotas en los partidos. Dicha rama estaba compuesta 
por mujeres en la militancia y el liderazgo de partidos de izquierda (el 
PSOE y otras formaciones políticas a su izquierda, tales como IU o el en­
tonces Partido Democrático de la Nueva Izquierda-PDNI); dichas acti­
vistas se habían movilizado como feministas dentro de sus respectivos 
partidos. Este sector del movimiento también incluía a organizaciones 
de mujeres de la sociedad civil situadas a la izquierda del espectro po­
lítico, entre otras, la Federación de Mujeres Progresistas, muy próxima 
al PSOE, la Fundación Dolores Ibárruri, cercana a IU, y otras menos co­
nocidas, por estar poco presentes en las crónicas de los medios de co­
municación, tales como el Forum de Política Feminista. Ello no obstan­
te, es preciso mencionar que el núcleo principal de esta rama del mo­
vimiento estaba (y está) formada por líderes y militantes del PSOE y 
grupos de mujeres afines a este partido (Valenciano Martínez-Orozco 
1999):4 Además, la rama radical del movimiento feminista que men-

" Acerca de este sector del movimiento activo en materia de representación politica en Es­
paña, en comparación con su homólogo francés, véase Jenson y Valiente (2001). 
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doné al analizar el debate 1, la cual propugnaba la militancia única en 
organizaciones de mujeres que persiguieran la igualdad de género, así 
como el alejamiento del ámbito político convencional, había ido per­
diendo importancia, y había moderado sensiblemente su postura anti­
estatal y su recelo ante el ámbito político convencional. 

También el Instituto de la Mujer se mostró muy interesado en los 
noventa en la cuestión de la representación política de las mujeres. 65 El 
Segundo plan de igualdad, aprobado en 1993 para ser puesto en prác­
tica entre 1993 y 1995, contenía dos secciones sobre el tema que nos 
ocupa, acerca de los objetivos de "incrementar la participación social y 
política de las mujeres" y "propiciar el acceso de las mujeres a puestos 
de decisión" (Instituto de la Mujer 1993b, 93-111). En ellas se denun­
ciaba reiteradamente el problema de la baja presencia femenina en 
cargos de representación política, y se elogiaban "las ventajas de una 
democracia paritaria" (Instituto de la Mujer 1993b, 100). Es más, cier­
tos documentos públicos del Instituto contenían referencias positivas 
acerca de las cuotas, entre ellos, algunos artículos de la revista Muje­
res. 66 Marina Subirats, la directora del organismo de igualdad entre 
1993 y 1996, Y Cristina Alberdi, Ministra de Asuntos Sociales durante el 
mismo período, estaban personalmente a favor de las cuotas y así lo 
mostraron reiteradamente en intervenciones públicas (Mujeres 1994, 
número 13:22, 24).67 

Hasta la primavera de 1996 miembros destacados del Instituto pu­
dieron participar en el debate que se desarrolló en el PSOE en torno a la 
cuota del 40 por cien, porque algunas de estas mujeres pertenecían o se 
encontraban próximas al PSOE. Tal era el caso de las directoras del Insti­
tuto Carmen Martínez Ten (1988-1991), Purificación Gutiérrez (1991-
1993) Y Marina Subirats, y las Ministras de Asuntos Sociales Matilde Fer­
nández (1988-1993) y Cristina Alberdi. 

No sucedió lo mismo en el organismo de igualdad a partir de la vic­
toria del PP en la primavera de 1996. El principal documento progra­
mático del Instituto a finales de los noventa, el Tercer plan para la 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable entre 
1997 y 2000, contenía pocas referencias a la representación política 
(Instituto de la Mujer 1997b). Dividido en diez secciones, las dos más 
breves correspondían al "poder y [Ial toma de decisiones" y al "medio 
ambiente". Las medidas recomendadas en este Tercer plan para el fo­
mento de la participación de las mujeres en el ámbito de la toma de 

Ó; Numerosas fuentes reflejan este interés, entre otras, la publicación periódica Mujeres. 
Aparecieron referencias a la materia en: 1990, número 2:27, 33; 1992, número 9:6-8; 14, 
26-30; 1993, número 10:28-29; 1993, número 12:24-25; 1994, número 13:22-26; 1995, nú­
mero 18:16; 1996, número 21:6-8. 

óó Véanse Mujeres: 1990, número 2:27; 1992, número 9:8; 1993, número 10:28; 1993, nú­
mero 12:25; 1994, número 13:22-24; 1995, número 18:16; 1996, número 21:6-8. 

"' Entre 1988 y 1996 el Instituto de la Mujer perteneció al Ministerio de Asuntos Sociales. 
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decisiones políticas comprendían el apoyo a la investigación sobre la 
materia, la mejora de las estadísticas y los programas de formación pa­
ra las potenciales candidatas a decisoras políticas. El Tercer plan no pro­
ponía objetivos numéricos, como sí lo hacen las cuotas. No tengo cons­
tancia de que desde las elecciones de 1996 el organismo de igualdad 
participara en el debate del PSOE que en 1997 culminó en la aproba­
ción de la cuota socialista del 40 por cien. 

Factores explicativos 

Respecto a las variables independientes relacionadas con el movi­
miento feminista, argumento que para éste, en su conjunto, la priori­
dad otorgada a la representación política era media, y que se hallaba 
cohesionado en torno a las principales demandas. Es cierto que para un 
sector del movimiento la representación política constituía en los no­
venta un tema sumamente importante. Sin embargo, se trataba sólo 
de una parte del movimiento, puesto que el resto se hallaba ocupado 
en otros asuntos, entre ellos, la erradicación de la violencia contra las 
mujeres o el acceso a la independencia económica femenina por me­
dio del trabajo remunerado. Los individuos y grupos que componían la 
rama activa en materia de representación política se hallaban cohesio­
nados en torno a su principal reivindicación: las cuotas. No he encon­
trado a miembros o asociaciones en el movimiento que se opusieran 
activamente a las reivindicaciones en torno a la democracia paritaria. 
Ya he mencionado que la menguante rama radical del movimiento ha­
bía venido matizando su rechazo al ámbito político convencional. Con­
tinuaría suavizando su postura anti-estatal, para terminar incluso valo­
rando algunas políticas públicas de igualdad formuladas por la iz­
quierda en el poder, por varias razones, entre ellas, la creciente posibi­
lidad de que a corto plazo un partido conservador formara gobierno 
en España. 

Acerca de los factores explicativos relativos al Instituto de la Mujer, 
hasta la primera mitad de 1996 éste confirió una alta prioridad a la re­
presentación política. Desarrolló una intensa actividad en la materia no 
sólo en nuestro país sino en el ámbito internacional. Por ejemplo, en 
1994 y 1995 la preparación de la Conferencia de Beijing de la Organiza­
ción de las Naciones Unidas incluyó numerosos eventos, la mayoría de los 
cuales contuvo alguna sesión sobre la representación igualitaria de los 
hombres y las mujeres en el ámbito político. El Estado español, a través 
del entonces Ministerio de Asuntos Sociales, desempeñó un papel pro­
tagonista en la preparación de la Conferencia de Beijing, ya que España 
ocupó la Presidencia de la Unión Europea en la segunda mitad de 1995, 
cuando se celebró la conferencia. La Plataforma de Beijing, de septiem­
bre de 1995, define el acceso a los cargos políticos como un ingrediente 
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fundamental en la mejora del estatus de las mujeres, y anima a los Esta­
dos a tomar las medidas necesarias para alcanzar tal objetivo, incluida la 
reforma de las leyes electorales (El País 2 noviembre 1998:26). Además, 
el Cuarto Plan de Acción de la Unión Europea Sobre la Igualdad de Opor­
tunidades para las Mujeres (1996-2000) fue aprobado en diciembre de 
1995, cuando la Presidencia de la UE correspondía a España. Uno de los 
objetivos principales de este Plan de acción consiste en la igualdad de los 
hombres y las mujeres en el acceso a los puestos que implican la toma de 
decisiones en todos los ámbitos. 

Durante todo el debate 2 (1992-1997) el Instituto de la Mujer ope­
ró con un presupuesto y plantilla altos en términos comparativos (véa­
se el capítulo dos). Hasta 1996, su dirección se encontró próxima al mo­
vimiento. Por ejemplo, Cristina Alberdi, Ministra de Asuntos Sociales 
entre 1993 y 1996, había militado en el movimiento (Jones 1997, 21, 41; 
Threlfall 1998, 86). Por contraste, tras la victoria electoral del partido 
conservador en 1996, Concepción Dancausa, nombrada por el PP di­
rectora del organismo de igualdad, era una funcionaria de carrera sin 
vínculos con el movimiento (Mujeres 1996, número 22:5). 

En cuanto a las variables independientes relativas al entorno po­
lítico, un partido de izquierdas se mantuvo en el poder hasta 1996, 
siendo entonces derrotado electoralmente por el PP. Al igual que du­
rante el debate 1, el área de política pública se encontraba modera­
damente abierta a la influencia de actores políticos no habituales en 
ella, tales como el Instituto de la Mujer, puesto que miembros de la 
dirección del Instituto lo eran también del partido socialista o se en­
contraban muy próximos a él. Además, Joaquín Almunia, el líder so­
cialista encargado de la preparación del documento político sobre el 
modelo de partido que sería debatido en 34 Congreso Federal del 
PSOE (y quien se convertiría en el Secretario General del partido en 
dicho congreso) era, en general, moderadamente favorable a las rei­
vindicaciones feministas. 

DEBATE 3: LA PROPUESTA DE UNA CUOTA OBLIGATORIA DEL 40 POR CIEN PARA TODOS 

LOS PARTIDOS (2003), 1997-2003 

Líneas principales del debate 

Cuando sólo habían transcurrido dos meses desde su elección como 
Secretaria de Participación de la Mujer de la Comisión Ejecutiva Fede­
ral del PSOE, Micaela Navarro Garzón anunció en el verano de 1997 su 
propuesta de reforma de la Ley electoral, a fin de forzar a todos los 
partidos políticos a incluir cierto porcentaje de mujeres en sus listas 
electorales (El País 8 agosto 1997:15). Las activistas feministas dentro 
del partido presionaron al liderazgo masculino, pero no obtuvieron el 
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apoyo suficiente. Tanto el entonces Secretario General, Joaquín Almu­
nia, como el candidato a Presidente del Gobierno en los comicios si­
guientes, José Borrell, coincidieron en resaltar el riesgo que en aquel 
momento suponía que se terminase finalmente declarando inconstitu­
cional tal cuota obligatoria (El País 27 de diciembre 1998:29). Resultó 
imposible convencer a la jerarquía socialista para que presentara una 
proposición de ley en este sentido, pese al apoyo de otros partidos de 
izquierda tales como IU. Sin embargo, la idea había sido avanzada, y 
acabó siendo incluida en el programa socialista de las siguientes elec­
ciones generales (De las Heras 1999). 

Los mismos temas que se discutieron durante los debates 1 y 2 ana­
lizados en este capítulo se trataron en esta tercera deliberación, la 
cual, a diferencia de las anteriores, también incluyó referencias a la 
Constitución, puesto que los detractores de las cuotas obligatorias adu­
jeron que eran inconstitucionales. Asimismo se dialogó acerca del de­
recho de un partido a imponer a otros reglas de selección de candida­
tos. 

Los partidarios de las cuotas obligatorias se situaban a la izquierda 
del espectro político, y tendían a utilizar frecuentemente nociones de 
género (c. Alberdi 1998; 1. Alberdi 1994; Bustelo 1992; Chicano 1999; 
Peces-Barba Martínez 1999; Ruiz Miguel 1999; Ruiz-Tagle 1999). En­
tendían que dicha medida se ajustaba a los principios constitucionales. 
También argumentaban que en una democracia de calidad la mitad de 
la población (las mujeres) es representada políticamente por una ele­
vada proporción de mujeres. Algunos documentos a favor de las cuo­
tas obligatorias presentaban la elevada presencia femenina en las ins­
tituciones como un fin en sí (por ejemplo, Alberdi 1998; Chicano 1999; 
Ruiz-Tagle 1999). Las feministas socialistas se presentaban a sí mismas 
como herederas de las primeras sufragistas: estas precursoras habían 
luchado por que se reconociera a las mujeres el derecho al voto, mien­
tras que aquéllas defendían en la actualidad el derecho de las mujeres 
a ser realmente (no teóricamente) elegidas como representantes polí­
ticas. Sostenían que es necesario que las mujeres estén incluidas en las 
listas electorales; si no lo estuvieran, los ciudadanos no podrían elegir­
las_ Por ello, estas activistas mantenían con firmeza que las personas de 
ambos sexos han de estar presentes en las candidaturas electorales de 
modo similar. 

Las activistas socialistas a favor de las cuotas afirmaban en otras 
ocasiones que si las mujeres y los hombres estuviesen igualmente re­
presentados en la esfera gubernamental, los resultados políticos serían 
mejores que los actuales. Las políticas públicas satisfarían en mayor 
grado las necesidades específicas de las mujeres y de otros grupos des­
favorecidos, y el estilo de la toma de decisiones políticas se tornaría 
más consensual. Este razonamiento refleja la hipótesis subyacente de 
que las mujeres son diferentes a los hombres en algunos aspectos, por 

99 



EL FEMINISMO DE ESTADO EN ESPAÑA: EL INSTITUTO DE LA MUJER (1983-2003) 

lo que en el ámbito político no deben ser representadas por ellos. La 
composición por sexo de la élite gobernante no sería, pues, indiferen­
te en cuanto a los resultados del ejercicio del poder. 

La presencia más elevada de mujeres en el foro gubernamental no 
era el único objetivo de algunas partidarias socialistas de las cuotas 
obligatorias, sino una de las metas incluidas en una agenda feminis­
ta más amplia. El reparto igualitario de responsabilidades familiares 
entre los hombres y las mujeres y el acceso en igualdad al mercado la­
boral constituían otros objetivos. Mantenían que la distinción entre 
lo público y lo privado es ficticia, como proclama uno de los princi­
pales eslóganes de la segunda oleada del movimiento feminista: "lo 
personal es político". Por tanto, las responsabilidades habían de ser 
compartidas: la toma de decisiones políticas y la participación en el 
mercado de trabajo no debía constituir el monopolio de los hombres, 
ni las tareas domésticas y de cuidados el de las mujeres. Estas femi­
nistas socialistas también aludían con frecuencia a la necesidad de 
desarrollar la oferta pública de servicios de cuidados para aquellas 
personas que necesitaban el cuidado de otras (tales como los niños 
pequeños, los enfermos, los minusválidos o algunos ancianos), a fin 
de que ambos sexos pudieran combinar sus obligaciones profesiona­
les y familiares. 

Los detractores más activos de las cuotas obligatorias para todos los 
partidos se encontraban sobre todo en el PP. Ciertas mujeres de la éli­
te del partido conservador reconocían que las mujeres están aún sub­
representadas en el ámbito de la toma de decisiones políticas (declara­
ciones de Ana Mato, entonces portavoz de Telecomunicaciones en el 
Congreso de los Diputados y miembro del Comité de Dirección del PP 
-El País 19 febrero 1999:2). Al igual que en el caso de numerosos par­
tidos conservadores de otros países, las mujeres del Partido Popular de­
claraban en público que consideraban que no se debía intervenir en el 
proceso de nominación de los candidatos, intentando que más mujeres 
resultaran elegidas. Argumentaban públicamente que los procesos de 
selección de los candidatos políticos habían de ser justos y neutros, a 
fin de que los mejores individuos (incluidas las mujeres) fuesen nomi­
nados. Algunas conservadoras españolas aceptaban la implantación de 
ciertas medidas, tales como los programas para animar a las militantes 
a que compitieran políticamente, pero se oponían de manera antagó­
nica a la instauración de cuotas. Por ejemplo, Amalia Gómez, Secreta­
ria General de Asuntos Sociales en el primer gobierno popular, recha­
zaba tales esfuerzos refiriéndose a ellos como "la cuota del wonder­
bra" (El País 18 mayo 1997:31). Otras colegas suyas, en intervenciones 
verbales más comedidas, conceptualizaban las cuotas como una forma 
de discriminación (declaraciones de Isabel Tocino, Ministra de Medio 
Ambiente en el primer gabinete conservador-Mujeres 1994, número 
13:22-23), y afirmaban que no solucionaban la ausencia de mujeres en 
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los núcleos duros del poder (afirmaciones de Celia Villalobos, entonces 
alcaldesa de Málaga -El País 1 noviembre 1997:1). Algunos dirigentes 
populares sostenían que su partido proporcionaba a las mujeres opor­
tunidades reales de acceder al poder, por contraste con las cuotas de 
carácter artificial del partido socialista (declaraciones de Ana Mato -El 
País 19 febrero 1999:22), ya que la proporción de mujeres del PP en 
puestos de responsabilidad política había ascendido desde las victorias 
electorales populares en 1996 y 2000 (ABe 27 enero 2002:28; El País 30 
enero 2000:29; Nasarre 2002). 

En noviembre de 2001 dos diputadas del PSOE, Micaela Navarro 
Garzón (Secretaria de Participación de la Mujer de la Comisión Ejecuti­
va Federal del partido) y María Teresa Fernández de la Vega (portavoz 
parlamentaria del Grupo Socialista) presentaron una proposición de 
ley para modificar la Ley electoral y hacer obligatoria a todos los par­
tidos la cuota del 40 por cien. Fue debatida en las Cortes y rechazada 
el 8 de abril de 2003."· 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

El impacto político del Instituto de la Mujer en el debate previo al 
rechazo parlamentario de la proposición socialista de la cuota obliga­
toria del 40 por cien para todos los partidos fue ajeno al movimiento. 
El Instituto no adoptó la reivindicación de la rama del movimiento ac­
tiva en materia de representación política (cuotas obligatorias para to­
dos establecidas en la Ley electoral), pero participó en la discusión in­
cluyendo otras nociones de género. 

Durante toda la deliberación, el sector del movimiento feminista in­
teresado en la participación política continuó defendiendo las cuotas y 
para ello utilizó el concepto de la democracia paritaria. El PP se opuso 
siempre a cualquier tipo de cuotas, y en respuesta a la expresión de la 
democracia paritaria acuñó la de "representación equilibrada" (Barrios 
1999). En 2003 el Instituto de la Mujer aprobó el Cuarto plan para la 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres (Instituto de la 
Mujer 2003), por lo que hasta entonces permaneció vigente el Tercer 
plan para la igualdad (Instituto de la Mujer 1997b), cuya aplicación de­
bía haber concluido en 2000. Según el Tercer plan, el objetivo que de­
bía alcanzarse en materia de género y política consistía en la "partici­
pación equilibrada" (Instituto de la Mujer 1997b, 55). También era con­
templada esta meta en el Cuarto plan, para ser aplicado entre 2003 y 

ó8 El debate parlamentario puede consultarse en la página web del Congreso de los Dipu­
tados (www.congreso.es). Ha sido examinado al elaborar el capítulo, pero los resultados 
de este análisis no son presentados aquí, debido a los constreñimientos de espacio, y a 
que los principales argumentos esgrimidos en las Cortes son similares a los expuestos en 
páginas prededentes. 
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2006 (Instituto de la Mujer 2003, 23-25). Como en el Tercer plan, en el 
Cuarto la sección sobre la toma de decisiones proponía medidas tales 
como la mejora de las estadísticas e investigaciones sobre la materia, 
pero no objetivos numéricos (esto es, cuotas). De los documentos del 
organismo de igualdad, la actuación del PP en las contiendas electora­
les desde finales de los noventa y en sus dos legislaturas de gobierno, 
y las entrevistas realizadas en el partido (Barrios 1999) y el Instituto (Pé­
rez-Herrera Ortiz de Solórzano 2002), deduzco que la representación o 
participación equilibrada consistía en la consecución de un resultado, 
el aumento de la proporción de mujeres populares en los órganos de 
decisión del Estado y del partido, sin precisar numéricamente el alcan­
ce de dicho incremento. Esta meta se obtendría sin ayuda de cuota al­
guna, si bien se aceptaba el recurso a otros medios, dirigidos a mejorar 
las condiciones en las que los hombres y las mujeres compiten por los 
puestos de responsabilidad política. 

Factores explicativos 

En cuanto a las variables independientes relativas al movimiento 
feminista, entiendo, al igual que en el debate 2 y por las mismas ra­
zones, que la prioridad concedida por el conjunto del movimiento a 
la cuestión de la representación política fue media, y que se mostró 
cohesionado en torno a esta materia. Un sector del movimiento se 
movilizó activamente a favor de las cuotas pero el resto no lo hizo, 
si bien tampoco se opuso a la reivindicación de la democracia pari­
taria. 

La rama del movimiento interesada en la representación política 
planteó con insistencia el problema de la baja presencia femenina en 
las cúpulas de las instituciones políticas y demandó las cuotas, las cua­
les consideró mecanismos indispensables a corto plazo. Por ejemplo, en 
octubre de 1997 un grupo feminista, el Colectivo Feminista Lambroa, 
organizó en Bilbao el Congreso Europeo sobre Gestión Política de las 
Mujeres con el propósito, entre otros, de confeccionar una lista de mu­
jeres para las elecciones europeas de junio de 1999. Fueron invitadas a 
relatar sus experiencias en el ámbito del poder político mujeres proce­
dentes de partidos a la izquierda del PSOE y de formaciones políticas 
autonómicas (El País 27 octubre 1997:32). En los noventa se llevaron a 
cabo diversos estudios sobre el acceso de las mujeres a los puestos de 
responsabilidad política, por ejemplo, el publicado por la Fundación 
Dolores Ibárruri (1998) acerca del ámbito municipal. En mayo de 1999 
la Coordinadora Española para el Lobby Europeo de Mujeres organizó 
un congreso internacional sobre la democracia paritaria, con la partici­
pación de mujeres políticas y académicas procedentes de las institucio­
nes europeas y de distintos países miembros de la Unión Europea (Co-
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ordinadora Española para el Lobby Europeo de Mujeres 1999).69 Las ac­
tivistas españolas temían encontrarse en la situación que vivieron sus 
homólogas francesas e italianas, cuando los Tribunales constitucionales 
de sus respectivos países declararon que las cuotas eran inconstitucio­
nales, y sobre esta cuestión, entre otras, se debatió en el citado con­
greso. 

Como en deliberaciones anteriores, la parte del movimiento intere­
sada en la representación política se mostró cohesionada en torno a su 
principal reivindicación: las cuotas. Es preciso aclarar que esta cohesión 
no implicaba unidad de acción. Ya he apuntado arriba que en España 
las activistas de la democracia paritaria se sitúan a sí mismas claramen­
te en la izquierda del espectro político. Promueven las cuotas en toda 
la izquierda, pero no lo hacen de forma conjunta sino, a grandes ras­
gos, siguiendo afiliaciones partidistas. Han efectuado alguna actuación 
concertada, pero la acción más frecuente de este tipo consiste en que 
las militantes y líderes de un partido organizan un evento e invitan co­
mo ponente, de modo aislado, a alguna de otro partido. Las activida­
des en pos de cotas más altas de representación política femenina per­
tenecen entonces a cada grupo político; no son, en ningún sentido, in­
ter-partidistas (Folguera 1999). Es más, si bien en el sector del movi­
miento activo en materia de representación política las asociaciones de 
la sociedad civil desempeñan un papel no negligible, se trata de uno 
secundario. El liderazgo ha correspondido sin duda a las personas per­
tenecientes a los partidos políticos, en concreto, de manera abruma­
dora, al partido socialista. 

Acerca de los factores explicativos referentes al Instituto de la Mu­
jer, baja era la prioridad concedida por el organismo a la representa­
ción política. En los planes de igualdad tercero y cuarto la sección so­
bre género y toma de decisiones es una de las más breves. A finales de 
los noventa yen el siglo XXI la agencia de igualdad ha operado con un 
presupuesto y plantilla altos en términos comparativos (véase el capí­
tulo dos), y ha sido dirigida por mujeres que podemos considerar dis­
tantes del movimiento feminista, puesto que ninguna tenía vínculos 
conocidos con el mismo. Ya he mencionado que entre 1996 y 2000 la 
directora del Instituto nombrada por el PP fue Concepción Dancausa, a 
quien sustituyó Pilar Dávila del Cerro, otra funcionaria de carrera, si 

'" El Lobby Europeo de Mujeres fue creado el 22 de septiembre de 1990; incluye asocia­
ciones de mujeres de ámbito europeo y organizaciones y confederaciones de mujeres de 
los países miembros de la Unión Europea. El propósito de este lobby reside en la pro­
moción de los intereses de las mujeres en las instituciones europeas (Hoskyns 1996,185-
86). La Coordinadora Española para el Lobby Europeo de Mujeres (antes denominada 
Asociación Española de Apoyo al Lobby Europeo) fue fundada en marzo de 1993. Se tra­
ta de una confederación de asociaciones financiada principalmente con fondos europe­
os. Rápidamente comenzó a reivindicar la democracia paritaria: en 1994 presentó una 
moción en la Asamblea General del Lobby Europeo de Mujeres a favor de la paridad po­
lítica (Mujeres 1994, número 13:23-24). 
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bien ésta con considerable experiencia en materia de igualdad de gé­
nero por haber desempeñado el cargo de sub-directora de la agencia 
de igualdad entre 1996 y 2000. Entre septiembre de 2002 y marzo de 
2003 ocupó la dirección Carmen de Miguel y García, una funcionaria 
experta en comercio, quien fue reemplazada por Miriam Tey de Salva­
dor, una profesional del sector editorial privado. 

Respecto a las variables independientes del entorno político, desde 
1996 gobernó un partido conservador, el cual disfrutó de mayoría ab­
soluta en ambas cámaras en su segunda legislatura (2000-2004). La 
propuesta socialista de reforma de la Ley electoral se presentó en las 
Cortes en noviembre de 2001 y se debatió y rechazó en 2003. Con an­
terioridad he caracterizado a las Cortes como una arena pública que 
con frecuencia, si bien no siempre, se encuentra (moderadamente) 
abierta a la participación indirecta de actores políticos no habituales 
en ella, tales como una agencia de igualdad. 

DISCUSiÓN DE LOS RESULTADOS 

En materia de representación política, el Instituto de la Mujer adop­
tó hasta 1996 la principal reivindicación del sector del movimiento fe­
minista activo en la cuestión: el objetivo de una mayor presencia de las 
mujeres en los puestos de responsabilidad gubernamental. Sobre todo 
desde los años noventa, con frecuencia se especificó en el movimiento 
que esta demanda general habría de alcanzarse mediante la estrategia 
concreta de las cuotas en los partidos. La agencia de igualdad, además, 
logró insertar con éxito dicha reivindicación en dos de los debates ana­
lizados en este capítulo (yen el contenido de las decisiones aprobadas): 
los que precedieron a la adopción de las cuotas del 25 y del 40 por cien 
en el PSOE en 1988 y 1997 respectivamente. Por contraste, en la deli­
beración previa a la derrota en 2003 de la propuesta socialista de la 
cuota del 40 por cien para todas las formaciones políticas, el organis­
mo de igualdad no hizo suya la demanda del movimiento. El Instituto 
tomó parte en la deliberación defendiendo otras opciones: la partici­
pación equilibrada conseguida mediante estrategias que no implicaran 
objetivos numéricos, tales como el desarrollo de las investigaciones so­
bre la cuestión o el perfeccionamiento de las estadísticas. 

Del análisis comparado de los tres debates realizado en este capí­
tulo se desprende que una variable independiente clave para explicar 
el impacto pleno del Instituto de la Mujer en los dos primeros debates, 
así como el impacto ajeno al movimiento de la agencia de igualdad en 
el tercero, radica en el color político del partido en el gobierno, esto 
es, en una característica del entorno político. En las dos primeras deli­
beraciones se encontraba en el poder el partido socialista, y en la últi­
ma el partido conservador. En España la representación política no es 
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una dimensión más donde se manifiestan las diferencias de género, si­
no que constituye, junto con el aborto, una de las dos materias en las 
que en los últimos años se han distinguido claramente los discursos po­
líticos sobre género del partido socialista y del popular. En términos ge­
nerales y con excepciones importantes, el PSOE Gunto a toda la iz­
quierda) se ha mostrado en las deliberaciones políticas partidario de 
las cuotas y de la despenalización de la interrupción voluntaria del em­
barazo más allá de lo permitido por la Ley del aborto de 1985, mien­
tras que el PP se ha opuesto a ambas propuestas. 

Al impacto pleno del Instituto de la Mujer en los dos primeros de­
bates analizados contribuyó sin duda la prioridad media conferida a la 
representación política por el movimiento feminista en su conjunto, así 
como su cohesión en esta materia, además de la prioridad media y al­
ta otorgadas por el Instituto al tema que nos ocupa en los debates 1 y 
2 respectivamente. Dado que las deliberaciones se produjeron princi­
palmente en el seno de un partido político, el PSOE, resultó crucial pa­
ra el éxito del organismo de igualdad una característica del movimien­
to no analizada de modo sistemático en esta investigación, pero en la 
que sí ha reparado este capítulo: la difusa frontera entre una parte del 
movimiento, el Instituto de la Mujer y el partido político. La agencia de 
igualdad intervino (de manera indirecta) en las dos discusiones en el 
PSOE previas a la adopción de las cuotas del 25 y del 40 por cien en par­
te porque personas que trabajaban o habían trabajado en el Instituto 
habían militado o militaban en el movimiento y en el partido. 
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6. EL ASUNTO CANDENTE: LA REFORMA DEL 
SISTEMA DE PROTECCIÓN POR DESEMPLEO 

(2002-2003) 

Este capítulo analíza el impacto político del Instituto de la Mujer en 
el debate previo a una cuestión sumamente controvertida a principios 
del siglo XXI: la reforma del sistema de protección por desempleo que 
tuvo lugar en 2002 y 2003. Como explican con detenimiento las pági­
nas que siguen, el organismo de ígualdad no adoptó la principal rei­
vindicación del movimiento feminista (el mantenimíento del sístema 
vigente hasta 2002) ni participó en la deliberación de ninguna otra ma­
nera, por lo que ejerció un impacto nulo en la mencionada discusión. 

Varios factores explican la falta de influencia política de la agencia 
de equidad en el debate sobre la modificación del sistema de protec­
ción por desempleo en el inicio del siglo XXI. Tanto el movimiento fe­
minista como el Instituto de la Mujer concedieron una prioridad baja a 
la cuestión. En aquellos momentos estaba liderada la agencia de igual­
dad por personas distantes al movimiento, y un partido conservador 
gobernaba con mayoría absoluta en ambas cámaras. El área de políti­
ca pública se encontraba cerrada a la participación de actores políticos 
no habituales a ella, tales como la agencia de igualdad, debido a que 
el tema que se debatía era de carácter laboral. Como expliqué en el ca­
pítulo dos (sobre la formación ocupacional), en asuntos relativos a la 
regulación del mercado de trabajo suelen intervenir en la toma de de­
cisiones los decisores gubernamentales en materia laboral y económi­
ca, los interlocutores sociales y, si la medida legislativa requiere trami­
tación en las Cortes, los principales partidos con representación parla­
mentaria. 

La estructura de este capítulo es algo diferente de la del resto, por­
que en éste sólo analizo una deliberación. En primer lugar, muestro 
con cierto detenimiento por qué he escogido la discusión acerca de la 
reforma del sistema de protección por desempleo de 2002-2003 como 
ejemplo de debate en torno a un asunto candente, y especifico cuáles 
son las fuentes utilizadas en la investigación. A continuación analizo 
dicha deliberación con detalle. 

LA SELECCiÓN DEL DEBATE 

Desde los años noventa las encuestas de opinión en España han 
mostrado que las cuestiones concebidas como apremiantes por la ma-
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yoría de la poblacíón han sído el desempleo y el terrorismo.'O Otras ma­
terias también han sido consideradas acuciantes por los españoles, si 
bien en menor medida que el paro y el terrorismo: las drogas, la de­
lincuencia, la vivienda y la inmigración. Ciertos asuntos han preocupa­
do asimismo a la ciudadanía, aunque sólo durante un breve intervalo 
de tiempo, tales como la llamada "enfermedad de las vacas locas" a 
principios del siglo XXI. Por ejemplo, en julio de 2004, el Centro de In­
vestigaciones Sociológicas preguntó a una muestra representativa de 
la población española adulta acerca de los tres problemas principales 
que existían en el país (se permitía escoger hasta tres respuestas). El pa­
ro, el terrorismo (de ETA), la inseguridad ciudadana, la vivienda y la in­
migración fueron elegidos por el 61, el 47, el 20, el 20 y el 17 por cien 
de la población respectivamente (Centro de Investigaciones Sociológi­
cas 2004). 

Puesto que el desempleo ha ocupado el primer lugar entre las 
preocupaciones de los españoles en los últimos quince años, he es­
cogido el último gran debate en torno a esta cuestión como ejemplo 
de deliberación de un asunto candente para ser analizado en este 
capítulo. En primavera de 2002 el gobierno popular anunció su in­
tención de modificar, en términos restrictivos, el sistema de protec­
ción por desempleo. Oponiéndose a la iniciativa gubernamental, las 
principales confederaciones sindicales convocaron una huelga gene­
ral el 20 de junio de 2002. El Ejecutivo, entonces, convirtió buena 
parte de su proyecto de reforma en el Real Decreto Ley 5/2002 de 24 
de mayo, de medidas urgentes para la reforma del sistema de pro­
tección por desempleo y mejora de la ocupabilidad (en lo sucesivo 
"Real Decreto Ley 5/2002"). Meses después de la huelga el PP re­
nunció a su propósito de cambiar el sistema de mantenimiento de 
renta a los parados. Dos nuevas disposiciones establecieron un siste­
ma de protección por desempleo muy similar al existente antes del 
intento de reforma de 2002: la Ley 45/2002 de 12 de diciembre, de 
medidas urgentes para la reforma del sistema de protección por de­
sempleo y mejora de la ocupabilidad (en lo que sigue "Ley 
45/2002"), y el Real Decreto Ley 426/2003 de 11 de abril, por el que 
se regula la renta agraria para los trabajadores eventuales incluidos 
en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en 
las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura (a partir 
de ahora, "Real Decreto Ley 426/2003"). 

El intento de reforma en 2002-2003 de la política de manteni­
miento de la renta de los desempleados fue una de las decisiones gu-

" A fin de identificar los temas considerados candentes en España desde los noventa. he 
examinado los barómetros de opinión del Centro de Investigaciones Sociológicas_ En 
ellos, este organismo público ha venido inquiriendo regularmente a una muestra repre­
sentativa de la población adulta acerca de los principales problemas del pais. 
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berna mentales más controvertidas en España en aquellos momentos. 
Las medidas tomadas podían afectar a amplias capas de la población: 
a todos aquellos individuos que en algún momento quedaran de­
sempleados. Una proporción considerable de la ciudadanía conocía la 
deliberación que analiza este capítulo y se había formado una opi­
nión al respecto. El proceso de toma de decisiones políticas generó 
un intenso grado de conflicto que incluyó la convocatoria de una 
huelga general secundada por una proporción relevante de trabaja­
dores el 20 de junio de 2002; además, manifestaciones masivas tuvie­
ron lugar en algunos puntos de la geografía española. La discusión 
fue cubierta por los principales periódicos en sus portadas, y los res­
tantes medios de comunicación la recogieron en sus horas de máxima 
audiencia. La potencial modificación del dispositivo de protección 
por desempleo de 2002-2003 ocupó un lugar preeminente en la 
agenda del gobierno, los interlocutores sociales y los partidos políti­
cos. De haber sido aprobada, la reforma de 2002-2003 hubiera cons­
tituido el primer cambio de gran calado en el sistema de manteni­
miento de la renta de los parados en una década, ya que hubiera su­
cedido a dos modificaciones del mismo también restrictivas ocurridas 
en 1992 y 1993 respectivamente." 

Las fuentes para la elaboración de este capítulo incluyen legisla­
ción, el debate parlamentario previo a la Ley 45/2002, documentos pu­
blicados y no publicados del movimiento feminista y del Instituto de la 
Mujer y encuestas de opinión. He analizado asimismo la cobertura que 
hizo de la discusión El País, el principal diario de información general 
con implantación estatal. La primera noticia de este periódico aquí 
examinada fue publicada el 12 de abril de 2002 (el anuncio por parte 
del gobierno de su intención de reformar el sistema de protección por 
desempleo), y la última el 12 de abril de 2003 (sobre la aprobación del 
Real Decreto Ley 426/2003). 

EL DEBATE SOBRE LA REFORMA DE 2002-2003 DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN POR DE­

SEMPLEO EN ESPAÑA 

Líneas principales del debate 

En el Estado de bienestar español, la parte más importante del sis­
tema de mantenimiento de ingresos está compuesta por programas 
contributivos profesionales obligatorios que cubren diversas contin­
gencias, entre ellas, la jubilación, el desempleo, la invalidez, la mater-

" Las deliberaciones acerca de los cambios en la protección económica de los desemplea­
dos han sido analizadas en la literatura académica, entre otros, por: Guillén y Matsaga­
nis (2000); Gutiérrez y Guillén (2000). 

109 



EL FEMINISMO DE ESTADO EN ESPAÑA EL INSTITUTO DE LA MUJER (1983-2003) 

nidad/paternidad y la enfermedad. Los trabajadores están obligatoria­
mente incluidos en estos programas (los autónomos también, excepto 
en el caso del desempleo). Las personas que no realizan un trabajo re­
munerado no tienen acceso directo a este sistema, el cual está finan­
ciado, sobre todo aunque no exclusivamente, por las cotizaciones de 
los trabajadores y los empresarios. Por lo que se refiere a la protección 
de los parados, existen dos tipos principales de beneficios monetarios: 
los contributivos y los no-contributivos." 

El 11 de abril de 2002 el Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales del 
gabinete popular, Juan Carlos Aparicio Pérez, anunció que el gobier­
no preparaba una modificación del sistema de protección por de­
sempleo (El País 12 abril 2002:68). Los detalles del proyecto de refor­
ma se conocieron en los siguientes días. Se cambiaría el sistema en­
tonces vigente en cuatro sentidos. Permítaseme presentarlos con cier­
to detalle, a fin de facilitar la comprensión del intenso debate que 
generaron, el cual describo más adelante. Primero, se harían más res­
trictivas las condiciones en que los parados podrían rechazar ofertas 
de empleo. Hasta entonces, eran los propios desempleados quienes 
decidían qué ofertas de empleo eran adecuadas para ellos. La refor­
ma transferiría esta decisión a los servicios de empleo en el caso de 
los parados que llevaran más de un año cobrando prestaciones. Se es­
tablecería una nueva definición de la colocación adecuada. Antes de 
la reforma correspondía a la profesión o trabajo habitualmente de­
sempeñado por el parado. Después de la aprobación de la reforma, 
sería cualquier profesión o trabajo que: pudiera ser efectuado por el 
desempleado dados su nivel formativo y condición física; fuera re­
munerado con una retribución superior al Salario Mínimo Interprofe­
sional; se realizara a una distancia del domicilio del parado inferior a 
50 kilómetros (siempre que el desempleado no hubiera de emplear 
en total más de tres horas al día en ir y volver al puesto de trabajo, y 
no hubiera de gastar en este transporte más del 20 por cien del sala­
rio mensual neto); y estuviera regulado por cualquier tipo de contra­
to (tanto temporal como indefinido, y tanto a tiempo parcial como 
total). Si el parado rechazaba una oferta de colocación adecuada, se­
ría penalizado con una reducción de tres meses en el período de per­
cepción de la prestación. Si rechazaba una segunda oferta adecuada, 
esta reducción sería de seis meses. Si rechazaba una tercera, no co­
braría más prestaciones por desempleo. 

Segundo, el subsidio para trabajadores eventuales agrarios de An­
dalucía y Extremadura incluidos en el régimen especial agrario de la 
Seguridad Social (una prestación no contributiva, cuyos beneficiarios 
habían de pasar un test de insuficiencia de ingresos) dejaría de existir 

" Una descripción del sistema de mantenimiento de rentas, en general, y del referido a 
los desempleados, en particular, puede consultarse en: Guillén (1996). 
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a medio plazo. 73 Continuaría operativo para quienes ya lo cobraban, 
pero no se permitiría la inclusión en el programa de nuevos parados. 
Se habilitaría una nueva prestación para los desempleados agrarios de 
toda España que hubieran cotizado a la Seguridad Social al menos do­
ce meses. Estas cotizaciones podrían corresponder tanto a trabajo agrí­
cola como no agrícola. La proporción entre el período de cobro del 
nuevo subsidio y el período contribuido sería 1/4. 

Tercero, el proyecto proponía una marcada reducción del llamado 
salario de tramitación, esto es, el recibido por un desempleado si de­
nunciaba a su empleador a causa de un presumible despido improce­
dente. Antes de la reforma, hasta la sentencia de los tribunales (si era 
favorable al trabajador), el empresario debía abonar el 60 por cien del 
salario, mientras que el Estado pagaba el salario durante el resto del 
tiempo. La reforma suprimiría estos pagos del empresario y del Estado, 
salvo en la minoría de casos en que los tribunales decidieran que el des­
pido era nulo (no improcedente); en esta última situación, el trabaja­
dor habría de ser readmitido en su puesto de trabajo. 

Por último, el gobierno haría más restrictivas las circunstancias en 
las que algunos trabajadores fijos podrían cobrar prestaciones por de­
sempleo. Antes de la reforma los trabajadores fijos discontinuos (aque­
llos que trabajaban para la misma empresa durante períodos inte­
rrumpidos de tiempo) cobraban prestaciones por desempleo cuando 
no trabajaban. Éste era el caso, por ejemplo, de una camarera que tra­
bajara con jornada completa en la cafetería de un centro educativo du­
rante el período escolar, y no trabajara (pero cobrara el desempleo) du­
rante el período de vacaciones escolares. La reforma de 2002 concep­
tualizaría a estos trabajadores como trabajadores a tiempo parcial y, 
por tanto, no les permitiría cobrar el paro. 

Los debates sobre la protección por desempleo en España en las úl­
timas décadas tratan de responder a cuestiones bastante generales co­
mo las que siguen. ¿Por qué están paradas algunas personas? ¿Quién 
debe mantener su nivel de ingresos (el Estado, el mercado o los propios 
desempleados y/o sus familias)? Las deliberaciones también incluyen 
numerosas discusiones técnicas muy detalladas acerca de aspectos muy 
concretos del sistema de protección. Puesto que estas discusiones tan 
específicas están inextricablemente unidas a las preguntas más gene­
rales, reviso ambas en este capítulo. Presento primero los argumentos 

n En el sistema español de mantenimiento de rentas, diferentes programas existen para 
distintos tipos de trabajadores. El régimen general cubre a los asalariados, mientras que 
cinco regimenes especiales incluyen a los empleados de hogar, los trabajadores agrarios, 
los de la mineria del carbón, los del mar y los autónomos. Los funcionarios públicos es­
tán asegurados por un programa separado. Todos estos regimenes y programas difieren 
en cuanto a las condiciones de acceso, las cotizaciones que hay que abonar y las presta­
ciones que se reciben (Guillén 1996). 
Andalucia y Extremadura son dos de las Comunidades Autónomas con menor renta del pa­
ís. El desempleo temporal de los trabajadores agrarios es más elevado que en otras zonas. 
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del iniciador de la reforma, el PP, y después sintetizo los de quienes se 
opusieron a la misma (las principales confederaciones sindicales y los 
partidos de izquierda). 

El gobierno conservador afirmó que durante el período de percep­
ción de las prestaciones por desempleo, el sistema vigente en 2002 pro­
porcionaba a los parados incentivos poderosos para no buscar trabajo 
e incluso para rechazar ofertas laborales, además de alimentar una cul­
tura de dependencia de los beneficios estatales. Dichos incentivos per­
versos habían de ser eliminados, a fin de incitar a los desempleados a 
que buscaran trabajo activamente, y a aceptarlo una vez encontrado. 
Existía un marcado desencuentro entre la oferta y la demanda de ma­
no de obra. La tasa española de desempleo era muy elevada en térmi­
nos comparativos, a la vez que una proporción relevante de parados 
rechazaban empleos en parte porque cobraban el paro, mientras los 
empresarios habían de contratar a mano de obra inmigrante. 74 Un sis­
tema eficiente de protección por desempleo es aquel que mantiene el 
nivel de renta sólo de quienes verdaderamente buscan un empleo pe­
ro no consiguen encontrarlo. Un sistema bien diseñado fomenta una 
cultura donde se valora la independencia ganada al participar en el 
mercado de trabajo. Por otra parte, el sistema de entonces favorecía la 
economía sumergida. Con el fin de continuar recibiendo las prestacio­
nes por desempleo, algunos parados defraudaban al Estado, al recha­
zar empleos en el sector formal de la economía, mientras que trabaja­
ban en el sector informal. 

Respecto al subsidio agrario para trabajadores eventuales de An­
dalucía y Extremadura incluidos en el régimen especial agrario de la 
Seguridad Social, el gobierno pensaba que se cometían fraudes en es­
te programa. Por otra parte, la mera existencia de estas prestaciones 
había tenido el efecto no deseado de fijar artificialmente a una pro­
porción significativa de la población rural en el campo y en el trabajo 
no cualificado. Si las fuerzas de mercado no hubieran sido distorsiona­
das por esta política social, parte de la población rural hubiera emi­
grado a las ciudades años atrás, o hubiera adquirido las habilidades ne­
cesarias para desempeñar trabajos cualificados en el sector agrario, en 
los que la demanda de mano de obra excedía la oferta. 

Ya he mencionado que los actores sociales y políticos que se opu­
sieron a la reforma gubernamental fueron las principales centrales sin­
dicales y los partidos de izquierda. Argumentaron que la mayor parte 
de los desempleados en España reciben prestaciones contributivas, es­
to es, que han cotizado y, por tanto, sustentado, junto con sus empre­
sarios, la financiación del sistema, ganando así su derecho a cobrar el 

" La tasa española de desempleo en 2002 (11,1 por cien) era la más alta de la Unión Eu­
ropea (UE), situándose más de tres puntos por encima de la media de los quince países 
que entonces comprendían la UE (7,6 por cien) (Franco y Jouhette 2003, 4-5). 
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paro. Además, en torno al 40 por cien de los desempleados no recibe 
ningún tipo de beneficio monetario estatal. Por ello, una de las caren­
cias del sistema español de protección al desempleo reside en la alta 
proporción de parados involuntarios a quienes no protege. De otro la­
do, uno de los principales problemas del mercado de trabajo en Espa­
ña es la escasez de puestos de trabajo. La mayor parte de los desem­
pleados no trabaja porque no puede encontrar empleo, y no porque 
de manera sistemática rechace ofertas de colocaciones adecuadas 
mientras cobra prestaciones por desempleo, como proponía el gobier­
no. Por otra parte, es absurdo y económicamente ineficiente obligar a 
las personas a aceptar cualquier trabajo. Un sistema de protección por 
desempleo eficiente y justo es aquel que proporciona a los parados el 
tiempo, la información, la orientación y la renta suficientes para que 
encuentren el mejor empleo posible, dadas sus características persona­
les y su experiencia laboral. 

Se le recordó asimismo al partido conservador que el INEM fue 
creado en 1978 con tres funciones principales: gestionar las presta­
ciones por desempleo, encontrar trabajo a los parados y administrar 
la formación para el empleo. El INEM había venido desempeñando 
sobre todo el primer cometido, que resultó ser una tarea de dimen­
siones gigantescas, dadas las elevadas tasas de desempleo en España; 
había realizado escasamente los otros dos por varias razones, entre 
ellas, sus escasos recursos materiales y humanos. Por ejemplo, se cal­
culó que el INEM sólo tramitaba alrededor del 15 por cien de las ofer­
tas de empleo. No tenía, pues, sentido obligar al INEM a desempeñar 
una función adicional: la de decidir qué ofertas de empleo eran ade­
cuadas para cada parado, y penalizarle si las rechazaba. Lo que de­
bería hacer el gobierno era dotar al INEM de más medios materiales 
y humanos, a fin de que pudiera ayudar a los parados a encontrar tra­
bajo. 

Acerca del subsidio agrario para trabajadores eventuales de Anda­
lucía y Extremadura incluidos en el régimen especial agrario de la Se­
guridad Social, los detractores de la reforma sostuvieron que ellos mis­
mos habían ayudado a identificar y denunciar los casos de fraude, pe­
ro que éste no era sistemático sino esporádico. Este programa para An­
dalucía y Extremadura había contribuido a convertir la vida en el cam­
po en una opción atractiva para los jóvenes y a incentivarles a perma­
necer en sus lugares de origen, en vez de emigrar en masa a las ciuda­
des donde no había trabajo para ellos. 

Los sindicatos y partidos de izquierda criticaron de forma vehe­
mente el plan gubernamental de disminuir de forma dramática el nú­
mero de circunstancias en las que los trabajadores, cuando denuncia­
ban a sus empresarios por despido improcedente, recibían prestacio­
nes hasta que los tribunales dictaran sentencia. Estos detractores in­
terpretaron esta propuesta como un intento de erosionar las dife-
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rencias entre los despidos improcedentes y los nulos, hacer que los 
despidos fueran más baratos para los empresarios, incrementar las 
ocasiones en que las empresas podían despedir libremente a los em­
pleados, e incentivar a los trabajadores a que negociaran con sus em­
presarios despidos más baratos en vez de denunciarles por despido 
improcedente. 

Por último, la izquierda y las principales centrales sindicales critica­
ron al gobierno por tratar de reformar el sistema de protección por de­
sempleo en un momento en que las cotizaciones al INEM se hallaban 
en una situación de superávit (no de déficit). Reprendieron también se­
veramente al Ejecutivo por intentar efectuar esta reforma de modo 
unilateral, en vez de tratar de negociarla con los interlocutores socia­
les. 

El debate sobre la reforma de la protección por desempleo de 2002-
2003 contuvo muy pocas nociones de género. Los participantes en es­
ta deliberación se refirieron explícitamente a los hombres y a las mu­
jeres en muy raras ocasiones. Este marco neutro desde el punto de vis­
ta del género resulta sorprendente, dado que a las mujeres les afecta 
el desempleo mucho más que a los hombres; en España la tasa de de­
sempleo femenina ha doblado tradicionalmente a la masculina, ascen­
diendo en 2002 al 16 y 8 por cien respectivamente (Franco y Jouhette 
2003,6). 

A fin de ilustar este marco tan neutro de debate, muestro a conti­
nuación las muy escasas nociones de género publicadas por El País 
mientras cubría esta deliberación. En general este periódico goza de 
una reputación de sensibilidad hacia las desigualdades entre las muje­
res y los hombres, ya que de vez en cuando incluye artículos sobre el 
tema, o con frecuencia escritos sobre otros asuntos pero elaborados 
desde una aproximación no sexista. Sin embargo, un tono neutral ca­
racterizó el seguimiento que El País hizo de esta discusión candente. 
Este tono neutro en un periódico caracterizado por la mencionada sen­
sibilidad indica probablemente que los términos del debate fueron, en 
efecto, sumamente neutros. 

El primer grupo de nociones de género incluidas en El País consis­
tieron en menciones a medidas dirigidas principal o específicamente a 
las mujeres. Una de las versiones de la reforma gubernamental incluía 
el establecimiento de un programa no contributivo, la llamada Renta 
Activa de Inserción, cuyos beneficiarios potenciales serían personas con 
especiales dificultades para participar en el mercado de trabajo, entre 
ellas, algunas mujeres. El País hizo referencia a esta renta mientras ex­
plicaba a los lectores el contenido de la reforma gubernamental (25 
mayo 2002:44). La siguiente versión de la propuesta gubernamental 
comprendía otra medida que favorecería asimismo a algunas mujeres: 
la exención por un año de las cotizaciones empresariales a la Seguridad 
Social en el caso de la contratación de trabajadoras en los dos años si-
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guientes al nacimiento de sus hijos. El País documentó una mención a 
este programa realizada por el Presidente del Gobierno, José María Az­
nar (26 mayo 2002:23). El periódico también informó de que, como re­
acción al proyecto gubernamental, el PSOE preparaba una propuesta 
alternativa que incluía provisiones especiales para trabajadoras vícti­
mas de violencia doméstica, o para mujeres que habían encontrado 
trabajo en sectores tradicionalmente masculinos (8 septiembre 
2002:16). 

El segundo grupo de nociones de género recogidas en El País con­
sistían en muy genéricas menciones a las mujeres como personas parti­
cularmente beneficiadas por la reforma gubernamental. realizadas por 
los decisores políticos conservadores (14 junio 2002:15). El periódico 
asimismo explicó que los sindicatos habían negado que las mujeres se 
beneficiaran especialmente de la reforma del sistema de protección 
por desempleo (25 julio 2002:21). También mencionó el medio de co­
municación que las centrales sindicales habían pedido que la reforma 
del subsidio agrario para trabajadores eventuales de Andalucía y Ex­
tremadura incluidos en el régimen especial agrario de la Seguridad So­
cial tuviera en cuenta la peculiar situación de las mujeres, los jóvenes y 
los desempleados de mayor edad (4 enero 2003:44; 6 enero 2003:1; 19 
enero 2003:57). Ninguna de estas declaraciones de los decisores políti­
cos conservadores o de los sindicatos especificaba en qué sentido las 
mujeres se beneficiarían (o no) de la reforma, o eran diferentes de los 
hombres en materia de desempleo. 

El último grupo de nociones de género plasmadas en El País in­
cluían afirmaciones muy críticas sobre las mujeres. El periódico men­
cionó que el Secretario General de Empleo, Juan Chozas, ejemplificó 
el fraude en el subsidio agrario para trabajadores eventuales de An­
dalucía y Extremadura incluidos en el régimen especial agrario de la 
Seguridad Social declarando que "está probado que desde 1996 el 75 
por cien de las nuevas altas son mujeres, y en su mayoría de edad ma­
dura, de más de 40 años. No parece que sea eso un reflejo de la rea­
lidad del campo." El Secretario General del Sindicato de Obreros del 
Campo, Diego Cañamero, replicó: "Claro que hay mujeres que no han 
visto el campo ni en la tele y que cobran el subsidio. Nosotros les lla­
mamos las de las uñas largas. Pero también se ha magnificado mu­
cho. La inmensa mayoría de la gente se pelea por trabajar" (5 mayo 
2002:57). Mientras explicaba los principales aspectos restrictivos de la 
propuesta gubernamental a sus lectores, el propio periódico se refe­
ría al fraude perpetrado por estas mujeres como uno de los proble­
mas que el gobierno trataba de resolver (3 junio 2002:18). 

En suma, la cobertura del debate sobre la reforma del sistema de 
protección por desempleo de 2002-2003 realizada por El País apenas 
incluía nociones de género, puesto que toda la deliberación se desa­
rrolló en términos sumamente neutros. Las poquísimas referencias a las 
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mujeres en esta discusión política recogidas en dicho periódico fueron 
menciones a los programas dirigidos sobre todo o exclusivamente a 
ellas, muy vagas referencias a las mujeres como personas especialmen­
te beneficiadas por la iniciativa gubernamental, o imágenes de las mu­
jeres como individuos que cometían fraudes en los programas de man­
tenimiento de renta para los parados. 

Las principales centrales sindicales pidieron al gobierno que reti­
rara el proyecto en su totalidad, bajo la amenaza de convocar una 
huelga general. Una espiral de conflicto entre el PP y los sindicatos 
se desarrolló a continuación, recibiendo las centrales el apoyo de los 
partidos de izquierda. Como reacción a la convocatoria de huelga 
general, el gobierno convirtió el proyecto de reforma en el Real De­
creto Ley 5/2002, modificando muy poco su propuesta original. A 
modo de ejemplo de las modificaciones introducidas en este Real 
Decreto, cabe mencionar que si en un inicio los desempleados debí­
an aceptar colocaciones adecuadas a una distancia igualo inferior a 
50 kilómetros de su domicilio, esta distancia máxima se rebajó a 30 
ki lómetros. 

En términos generales, las principales organizaciones empresa­
riales, la CEOE y la CEPYME, apoyaron el proyecto de reforma gu­
bernamental. Pidieron al Ejecutivo que redujera las cotizaciones em­
presariales a la Seguridad Social, y que diferenciara las fuentes de fi­
nanciación de las prestaciones contributivas y no contributivas (El 
País 18 abril 2002:49; 14 mayo 2002:50). En su opinión, las prestacio­
nes contributivas por desempleo debían ser financiadas con las coti­
zaciones de los empresarios y los trabajadores a la Seguridad Social, 
y las no contributivas mediante impuestos. En el sistema entonces vi­
gente ambos tipos de prestaciones eran financiadas por las cotiza­
ciones. El gobierno no satisfizo ninguna de las dos reivindicaciones 
empresariales. 

Acerca de la huelga de 20 de junio de 2002, los sindicatos y el go­
bierno proporcionaron datos sumamente diferentes de la proporción 
de trabajadores que la secundaron: 84 y 17 por cien respectivamente. 
El número de personas en huelga resultó más elevado en la industria, 
los transportes y la construcción que en el resto de los sectores de la 
economía. El apoyo al paro laboral fue variado geográficamente, te­
niendo lugar el máximo seguimiento a la misma en Andalucía. Mani­
festaciones masivas en contra de la reforma se sucedieron en las prin­
cipales ciudades. También en este caso, las centrales y el gobierno su­
ministraron datos muy diversos acerca del número de manifestantes (El 
País 21 junio 2002:1,18). 

En otoño de 2002 comenzaron los trabajos parlamentarios para 
convertir el Real Decreto Ley 5/2002 en Ley. Aunque el PP disfrutaba de 
mayoría absoluta en ambas cámaras, renunció a llevar a cabo la refor­
ma. Como ya he mencionado, la Ley 45/2002 y el Real Decreto Ley 
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426/2003 establecieron un sistema de mantenimiento de rentas para 
los desempleados muy similar al existente antes de 2002. 75 

El impacto político del Instituto de la Mujer 

Catalogo el impacto político del Instituto de la Mujer en el debate 
previo a la reforma de las prestaciones por desempleo de 2002-2003 
como nulo. El organismo de igualdad no hizo suya la principal reivin­
dicación del movimiento, la retirada del proyecto de reforma guber­
namental, ni tomó parte en la deliberación de ninguna otra forma. 

Las secciones encargadas de la igualdad de género en los sindicatos 
posiblemente constituyeron la parte más visible del sector del movi­
miento opuesto a la modificación del sistema de protección por de­
sempleo. En un capítulo precedente he explicado por qué considero 
parte del movimiento a las activistas feministas de estos departamen­
tos sindicales. En términos generales, el movimiento unió sus fuerzas 
con las centrales sindicales y las fuerzas políticas de izquierda en su pe­
tición de que el gobierno retirara en su totalidad el proyecto de refor­
ma, en vez de intentar avanzar sus propias demandas. Por ejemplo, el 
17 de junio de 2002 UGT y CCOO. convocaron un acto en Madrid en el 
que miembros del Departamento Confederal de la Mujer de UGT y de 
la Secretaría Confederal de la Mujer de CCOO., junto con otros repre­
sentantes sindicales, trataron de convencer al público asistente de que 
las mujeres tenían razones para participar en la huelga general.76 El 4 
de junio de 2002 el Departamento Confederal de la Mujer de Unión 
General de Trabajadores (2002) hizo público un documento titulado 
"El impacto sobre el empleo de las mujeres de las medidas incluidas en 
el Real Decreto-Ley 5/2002". Según el principal argumento de este es­
crito, a las mujeres castigaría especialmente la reforma gubernamental 
porque, junto con los jóvenes, los inmigrantes, las personas con disca­
pacidad y otros tipos de trabajadores, tenían una posición débil en el 
mercado de trabajo. Este documento rechazaba la propuesta guberna­
mental, pero no defendía explícitamente ninguna reivindicación rela­
tiva a las mujeres, sino que pedía que el gobierno no llevara a cabo la 
reforma. Escritos de contenido similar fueron elaborados por la Secre­
taría Confederal de la Mujer de CCOO. (véase, por ejemplo, Moreno 
2002). De otro lado, al menos una sindicalista de alto rango con perfil 

" El debate en las Cortes que precedió a la aprobación de la Ley 45/2002 se encuentra dis­
ponible en las páginas web del Congreso de los Diputados (www.congreso.es) y del Se­
nado (www.senado.es). Esta discusión parlamentaria ha sido analizada en la preparación 
de este capítulo. pero no es descrita aquí debido a que contiene argumentos muy simi­
lares a la deliberación anterior al otoño de 2002 presentada arriba. y dadas las limita­
ciones de espacio. 

n El anuncio del acto estaba disponible el 30 de agosto del 2002en www.ugt.es/Mujer. 
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feminista participó en las frecuentes reuniones entre los representan­
tes de los sindicatos y del gobierno: Dolores Liceras, la Secretaria Ge­
neral de Empleo de CCOO. Sin embargo, El País en ningún momento 
informó que estuviera intentando avanzar reivindicaciones específicas 
de género. 

El Instituto de la Mujer no mostró en público ninguna postura acer­
ca del intento de reforma del sistema de protección por desempleo en 
2002-2003. Su página web y la dirección del organismo nada declara­
ron acerca del asunto durante toda la deliberación. Los planes tercero 
y cuarto de igualdad nada dicen sobre el sistema de protección por de­
sempleo (Instituto de la Mujer 1997b; 2003). La cobertura del debate 
por parte de El País no contiene ninguna referencia al Instituto. Por 
tanto, concluyo que no participó en la discusión que analiza este capí­
tulo. 

Factores explicativos 

Acerca de las variables independientes relativas al movimiento fe­
minista, éste otorgó una prioridad baja a la cuestión de la reforma del 
sistema de protección por desempleo. Esta afirmación merece una ex­
plicación, puesto que desde los orígenes de la segunda oleada de mo­
vilización feminista en los años setenta, y dada la reducida participa­
ción de las mujeres españolas en el mercado de trabajo en términos 
comparativos, las activistas habían reivindicado con intensidad el acce­
so de las mujeres al empleo remunerado como medio para ganar au­
tonomía económica. Se consideraba en el movimiento unánimemente 
que el trabajo era un ingrediente esencial para la liberación femenina, 
y las militantes y líderes insistían en que las mujeres debían ser trata­
das en pie de igualdad con los hombres en el mercado laboral. 

No obstante lo anterior, si en vez de escrutar los principios y decla­
raciones generales del movimiento, analizamos los episodios de movi­
lización feminista (o su ausencia) en los momentos concretos en que se 
estaban elaborando las principales reformas en materia de empleo y 
desempleo en la última década, comprobamos que el movimiento en 
ningún sentido constituyó un actor político principal; ello ha sido co­
rroborado por la investigación empírica en áreas afines de política pú­
blica, tales como la formación ocupacional, según mostré en el capítu­
lo dos. En dichos momentos el movimiento ha tendido a no avanzar 
reivindicaciones de género concretas. En el caso del intento de modifi­
cación del sistema de protección por desempleo de 2002-2003, no plan­
teó demandas específicas para las mujeres, sino que sumó su voz a la 
de los sindicatos y partidos de izquierda, exigiendo la retirada del pro­
yecto gubernamental. Cabe recordar, una vez más, que desde la tran­
sición una proporción importante de líderes y militantes del feminismo 
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también formaban parte de los sindicatos y los partidos de izquierda. 
En su oposición al intento en 2002-2003 de modificación de la protec­
ción económica a los parados, el movimiento en su conjunto se mostró 
cohesionado. No he encontrado ninguna evidencia de que en su inte­
rior se alzasen voces a favor de la reforma del gobierno. 

En cuanto a los factores explicativos referentes al Instituto de la 
Mujer, baja (nula, en puridad) era la prioridad concedida por éste a la 
modificación del sistema de mantenimiento de la renta por desempleo 
en 2002-2003; como he indicado, permaneció en silencio acerca de la 
cuestión durante toda la deliberación, pese a la preocupación por el 
elevado nivel de desempleo femenino mostrada por el Instituto inin­
terrumpidamente desde su fundación en 1983, y a su también cons­
tante reivindicación del derecho de las mujeres al trabajo. Operaba a 
principios del siglo XXI con un presupuesto y plantilla altos en térmi­
nos comparativos (véase el capítulo dos), y estaba liderado por una di­
rección distante respecto al movimiento. Tres mujeres sin vínculos pre­
vios con éste encabezaron el organismo mientras se desarrolló la dis­
cusión que analiza este capítulo: Pilar Dávila del Cerro, Carmen de Mi­
guel y García, y Miriam Tey de Salvador. 

Respecto a las variables independientes del entorno político, un 
partido conservador ocupaba la mayoría absoluta de escaños en ambas 
cámaras en 2002-2003. El área de política pública en materia de de­
sempleo se encontraba cerrada a la influencia de actores no habituales 
a ella. Como expliqué en el capítulo dos sobre formación ocupacional, 
en líneas generales y con alguna excepción, en materia de empleo (y 
de desempleo), desde la transición las principales decisiones políticas 
han sido tomadas por el gobierno y los interlocutores sociales. Si las 
medidas requerían tramitación parlamentaria, los partidos políticos 
con representación en las Cortes podían participar en el debate políti­
co, si bien su ascendiente en el mismo era menor que la de los actores 
mencionados, ya que frecuentemente las Leyes reflejaban acuerdos bi­
partitos o tripartitos previos alcanzados entre las centrales sindicales, 
las confederaciones sindicales y el gobierno. La participación de la so­
ciedad en el proceso político en materias laborales se ha equiparado 
siempre a la de los representantes de los sindicatos y los empresarios, 
no quedando apenas margen para la intervención de otros actores so­
ciales y políticos. 

DISCUSiÓN DE LOS RESULTADOS 

Este capítulo ha mostrado que el Instituto de la Mujer tuvo un im­
pacto político nulo en el debate más importante sobre la protección 
por desempleo desde 1994, desarrollado entre 2002 y 2003. El organis­
mo de igualdad no adoptó la principal reivindicación del movimiento 
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(la retirada del proyecto gubernamental) y se mantuvo en silencio du­
rante toda la deliberación. Ello sucedió pese al interés que histórica­
mente habían mostrado la agencia de igualdad y el movimiento por las 
cuestiones laborales, y su preocupación por los elevados niveles de de­
sempleo que ha padecido el sector femenino de la población en Espa­
ña en las últimas décadas. 

Son varios los factores que explican la ausencia de impacto del Ins­
tituto de la Mujer en una de las discusiones políticas más encendidas 
del siglo XXI, entre ellos, la prioridad baja conferida a la cuestión por 
el movimiento feminista y el organismo de igualdad, así como la leja­
nía de la dirección del Instituto al movimiento, pero, sobre todo, los re­
lativos al entorno político. Un partido conservador, con mayoría abso­
luta en ambas cámaras, gobernaba en 2002 y 2003. El área de política 
pública se hallaba cerrada a la intervención de actores no habituales en 
ella. La cuestión de la reforma económica a los parados se discutió, con 
suma intensidad y buenas dosis de conflicto y, como es habitual desde 
la transición en materia de empleo y desempleo, entre actores que 
ocuparon todo el espacio público: el gobierno y los interlocutores so­
ciales y, en menor medida, los partidos con representación parlamen­
taria. 
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En este último capítulo recuerdo la pregunta central de la investi­
gación, las hipótesis explicativas y los casos empíricos. En segundo lu­
gar, muestro los hallazgos empíricos relativos a la variable depen­
diente. En tercer lugar, pondero el valor explicativo de las variables 
independientes manejadas. Al examinar tanto la variable dependien­
te como las independientes, identifico las aportaciones que este es­
tudio realiza a las literaturas barajadas, las cuales fueron presentadas 
sintéticamente en el capítulo introductorio. En cuarto lugar, sugiero 
algunas investigaciones futuras que continuarían la presente. Por úl­
timo, presento algunas implicaciones de este trabajo para la práctica 
política. 

RECORDATORIO: EL OBJETO DE ESTUDIO, LAS HIPÓTESIS EXPLICATIVAS Y LOS CASOS EM­

PíRICOS 

Según expuse en el capítulo introductorio, la pregunta central que 
vertebra este estudio es la siguiente: ¿cuál es el impacto político de los 
organismos de igualdad? Por impacto político entiendo la capacidad 
de dichas instituciones para insertar las reivindicaciones del movimien­
to feminista en los debates que preceden a las principales decisiones 
políticas (yen el contenido de dichas decisiones). 

También expliqué allí que cuatro son los impactos políticos posibles 
de las agencias de igualdad (sintetizados en la Tabla 1 de esta mono­
grafía). Consiguen un impacto pleno cuando adoptan las demandas 
del movimiento y las introducen con éxito en las deliberaciones políti­
cas y en el contenido de las medidas finalmente tomadas. Califico de 
simbólico el impacto de los organismos cuando hacen suyas las peti­
ciones del movimiento, pero no las incluyen ni en los debates políticos 
ni en las políticas públicas. Ejercen las instituciones de igualdad un im­
pacto ajeno al movimiento si no defienden las aspiraciones de éste, pe­
ro incorporan otras en las deliberaciones políticas y en el contenido de 
las medidas aprobadas. Por último, es nulo el impacto de los organis­
mos si no apoyan lo exigido por el movimiento, ni insertan demanda 
alguna en el proceso político (en las discusiones y en las propias políti­
cas públicas). 

Con el fin de explicar el tipo de impacto político de las agencias de 
equidad (pleno, simbólico, ajeno al movimiento o nulo), en esta in­
vestigación he barajado tres hipótesis explicativas (presentadas sucin­
tamente en la Tabla 2 de este libro). Primero, las características del 
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movimiento feminista, en concreto, la prioridad que confiere a un 
asunto y su grado de cohesión en torno a las reivindicaciones plante­
adas en la materia, influyen en la capacidad política de los organis­
mos. A igualdad de otras condiciones, su ascendiente en el proceso 
político será mayor cuanto más elevados sean la prioridad y el grado 
de cohesión mencionados. Segundo, también resultan decisivos cier­
tos rasgos de las propias agencias de equidad: la prioridad que otor­
gan al tema en cuestión, su presupuesto y plantilla, y la proximidad o 
distancia de la dirección al movimiento feminista. Que los organismos 
concedan una prioridad alta al asunto, funcionen con un presupuesto 
y plantilla elevados, y estén dirigidos por personas próximas al movi­
miento, favorecerá que consigan un impacto pleno en un determina­
do tema. En tercer lugar, dos dimensiones del entorno político ayudan 
a explicar el tipo de influencia de las agencias de igualdad: el color po­
lítico del partido en el gobierno, y la estructura del área de política 
pública (el grado en que se permite la participación de actores políti­
cos y sociales no habituales en ella). Constituyen circunstancias propi­
cias para que los organismos de equidad consigan un impacto pleno 
la existencia de un partido de izquierdas en el poder, así como la de 
un área de política pública donde pueden contribuir a la toma de de­
cisiones políticas ciertos actores políticos y sociales distintos a los nor­
malmente presentes en ella. 

He ponderado el valor de las tres hipótesis mencionadas a la hora 
de explicar el ascendiente político de las instituciones de igualdad 
con un análisis detallado del Instituto de la Mujer. El 1M es la princi­
pal agencia de esta clase en el Estado central en España. Fue creado 
en 1983, y ha venido funcionando ininterrumpidamente desde en­
tonces. He examinado la intervención (o ausencia de participación) 
del Instituto en los debates que precedieron a la mayoría de las deci­
siones más importantes sobre formación ocupacional, aborto, prosti­
tución y representación política desde 1983, así como en el conteni­
do de las medidas finalmente adoptadas. Estos asuntos están relacio­
nados con los más generales de la formación y el empleo, la repro­
ducción, la sexualidad y la toma de decisiones políticas. Se trata de 
cuatro de los principales ámbitos en los que se manifiestan las desi­
gualdades entre los hombres y las mujeres, según la literatura de gé­
nero en ciencias sociales; son, asimismo, arenas clásicas de la movili­
zación feminista. También me interesaba analizar la actuación del or­
ganismo de igualdad respecto a las decisiones políticas más contro­
vertidas del país, y que no son normalmente conceptual izadas por la 
clase política, los actores sociales y la población como asuntos tradi­
cionalmente femeninos. En este sentido, he estudiado el asunto can­
dente del intento de reforma del sistema de protección por desem­
pleo llevado a cabo en 2002 y 2003. 
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LAS VARIEDADES DEL IMPACTO pOLíTICO DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

La Tabla 9 sintetiza el tipo de impacto político del Instituto de la 
Mujer en todos los debates analizados en este libro. 

Tabla 9. Impacto político del Instituto de la Mujer en formación ocu­
pacional, aborto, prostitución, representación política y asunto can­

dente (de la protección por desempleo), 1983-2003 

TIPOS DE IMPACTO POLíTICO 
DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

Pleno 

Simbólico 

Ajeno al movimiento 

Nulo 

DEBATES 

A2, P3, RP1, RP2 

F03, Al, Pl, P2 

RP3 

F01, F02, AC 

A 1: Aborto, debate 1: Despenalización parcial del aborto (1985), 1983-
1985 

A2: Aborto, debate 2: Reglamento de la Ley Orgánica 9/1985 (1986), 
1985-1986 

AC: Asunto Candente (de la reforma de la protección por desempleo) 
(2002-2003) 

F01: Formación ocupacional, debate 1: Plan Nacional de Formación e 
Inserción Profesional (1985), 1983-1985 

F02: Formación ocupacional, debate 2: Creación del Consejo General 
de la Formación Profesional (1986), 1985-1986 

F03: Formación ocupacional, debate 3: Pactos de 1992 y 1996 Y reforma 
del Consejo General de la Formación Profesional (1997), 1986-1997 

P1: Prostitución, debate 1: Código Penal (1995), 1994-1995 
P2: Prostitución, debate 2: Reforma del Código Penal (1999), 1997-1999 
P3: Prostitución, debate 3: Ley de extranjería (enero 2000), 1998-2000 
RP1: Representación política, debate 1: Cuota del 25% en el PSOE 

(1988), 1983-1988 
RP2: Representación política, debate 2: Cuota del 40% en el PSOE 

(1997), 1992-1997 
RP3: Representación política, debate 3: Propuesta de cuota obligatoria 

del 40% para todos los partidos (2003), 1997-2003 

Como muestra la Tabla 9, en cuatro casos el Instituto de la Mujer lo­
gró un impacto pleno, puesto que adoptó las demandas del movi- ... 
miento feminista, y las introdujo en los debates políticos y en el conte~· 
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nido de las medidas finalmente aprobadas: la deliberación que prece­
dió al Reglamento de 1986 de la Ley Orgánica 9/1985 de despenaliza­
ción parcial del aborto en los supuestos ético, terapéutico y eugenési­
co (A2); la discusión previa a la Ley de extranjería de enero 2000, que 
concedió a las personas traficadas para su prostitución permisos de re­
sidencia y trabajo, si denunciaban a sus traficantes o colaboraban con 
las autoridades públicas en la persecución de quienes les habian trafi­
cado, proporcionando información relevante o testificando contra 
ellos (P3); y los debates que culminaron en 1988 y 1997 en la adopción 
por el PSOE de una cuota femenina del 25 y 40 por cien respectiva­
mente para los puestos de responsabilidad en el Estado y el partido 
(RP1, RP2). Estas cuatro deliberaciones con impacto pleno constituyen 
un tercio de las doce discusiones analizadas. Si bien los asuntos de los 
que trataban estos debates eran variados (el aborto, la prostitución y 
la representación política), el Instituto no logró ejercer una influencia 
plena en las deliberaciones sobre las materias laborales: la formación 
ocupacional y la reforma del sistema de protección por desempleo. Las 
cuatro discusiones en las que la agencia de equidad alcanzó un ascen­
diente pleno se sucedieron tanto en los años ochenta (A2, RP1) como 
en los noventa (P3, RP2). 

El hallazgo empírico del impacto político pleno del Instituto de la 
Mujer entre 1983 y 2003 en una minoría significativa de los casos exa­
minados (en un tercio de ellos) supone una contribución al debate 
abierto en círculos académicos y en el movimiento feminista acerca de 
la efectividad de los organismos de igualdad. Como mencioné en el ca­
pítulo introductorio, antes de la fundación de estas instituciones un 
sector del estamento académico y del movimiento consideraba que di­
chos organismos simplemente cooptarían los objetivos y a las militan­
tes y líderes del activismo feminista, sin hacer nada significativo por 
mejorar la suerte de las mujeres en su conjunto. Por contraste, otra 
parte consideró que bajo ciertas condiciones las instituciones de igual­
dad podían ser efectivas: así ha sucedido en uno de cada tres debates 
en este libro examinados. 

Que el Instituto de la Mujer en sus dos primeras décadas de funcio­
namiento obtuviera un impacto pleno en algunas deliberaciones sobre 
el aborto, la prostitución y la representación política, pero no lo consi­
guiera en ninguna relativa a las materias laborales, apoya la tesis plan­
teada por una parte de la literatura de políticas públicas acerca de la 
existencia de áreas de política pública bien diferenciadas dentro de un 
mismo país. La apoya sólo de modo incompleto, porque esta literatura 
también defiende una segunda tesis: que los rasgos que diferencian es­
tas áreas entre sí son tan acusados que impiden hablar de un estilo de 
hacer política de cada país (y que, por tanto, cabría observar en todas 
las áreas específicas de política pública). Al haber dedicado este estu­
dio al organismo de igualdad de un único Estado, España, nada puedo 
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concluir acerca de la segunda tesis, puesto que su comprobación hu­
biera requerido una comparación internacional que no he realizado. 

Pero en otro tercio de las deliberaciones aquí estudiadas el Institu­
to de la Mujer ejerció un impacto meramente simbólico, al adoptar las 
reivindicaciones del movimiento sin hacerlas presentes ni en las discu­
siones políticas ni en el contenido de las políticas públicas. De este mo­
do ocurrió también en cuatro ocasiones, mientras se debatía en mate­
ria de: formación ocupacional, en torno a los Pactos de 1992 y 1996 Y 
de la reforma del Consejo General de la Formación Profesional en 1997 
(F03); aborto, con ocasión de la despenalización parcial de la IVE en 
1985 (A 1); y prostitución, cuando el Código Penal de 1995 despenalizó 
muchos de los comportamientos asociados a la prostitución antes con­
siderados delitos (P1), y la reforma en 1999 de este mismo código defi­
nió un nuevo delito, el del tráfico de personas para su explotación se­
xual (P2). De nuevo, esta influencia simbólica tuvo lugar en los años 
ochenta (A2, F03) y en los noventa (F03, P1, P2). Repárese en que, tan­
to en los casos de influencia plena como en los de impacto simbólico 
(dos tercios de los casos), la agencia de igualdad sí hizo suyos los obje­
tivos del movimiento. Por ello, en conjunto y con excepciones impor­
tantes, cabe afirmar que en sus primeros veinte años de funciona­
miento el Instituto de la Mujer, con frecuencia pero también con ex­
cepciones muy importantes, actuó de acuerdo con las reivindicaciones 
del movimiento, si bien su capacidad para incorporarlas en el proceso 
político (en las discusiones y en el contenido de las políticas) fue limi­
tada. 

Sólo en una ocasión resultó ajeno al movimiento el impacto del or­
ganismo: en el debate que antecedió a la propuesta del PSOE de la 
obligatoriedad para todos los partidos de una cuota femenina del 40 
por cien, la cual fue rechazada en las Cortes en 2003 (RP3). En esta de­
liberación el Instituto de la Mujer no impulsó la demanda de la parte 
del movimiento activa en materia de representación política: el incre­
mento de la proporción de mujeres en puestos de responsabilidad po­
lítica hasta alcanzar, por lo menos, el objetivo numérico marcado por 
la cuota. El organismo de igualdad introdujo en el debate político y 
en el contenido de las medidas finalmente adoptadas un plantea­
miento contrario al defendido por el movimiento: el rechazo frontal 
a las cuotas. 

Por último, ejerció el Instituto de la Mujer un impacto nulo en tres 
de las deliberaciones analizadas, al no adoptar las reivindicaciones del 
movimiento, ni participar en las discusiones de algún otro modo: en las 
que precedieron a la aprobación en 1985 del Plan Nacional de Forma­
ción e Inserción Profesional (F01), la creación en 1986 del Consejo Ge­
neral de la Formación Profesional (F02), y el asunto candente del in­
tento de reforma del sistema de protección por desempleo en 2002 y 
2003 (AC). Esta ausencia de influencia sucedió, pues, en la cuarta par-
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te de los casos estudiados (tres sobre doce), siempre cuando se delibe­
raba y legislaba sobre materias laborales, y en momentos temporales 
muy diversos (los años ochenta y el principio de este siglo). 

En síntesis, el tipo de impacto político del Instituto de la Mujer en 
sus dos primeras décadas de funcionamiento fue variado. En un tercio 
de los casos su impacto fue pleno, en otro tercio sólo consiguió uno 
simbólico, en un caso resultó ajeno al movimiento, y en la cuarta par­
te restante de los debates examinados tuvo uno nulo. Esta aseveración 
sobre las variedades de la influencia política del organismo entre 1983 
y 2003 resume el hallazgo empírico más importante relativo a la varia­
ble dependiente de este estudio. 

LAS HIPÓTESIS EXPLICATIVAS: MOVIMIENTO DE MUJERES, FEMINISMO INSTITUCIONAL Y 

ENTORNO POLíTICO 

¿ Qué factores (o variables independientes) explican las variedades 
del impacto político alcanzadas por el Instituto de la Mujer entre 1983 
y 20037 Permítaseme comenzar examinando los casos en que el orga­
nismo de igualdad consiguió un ascendiente pleno (A2, P3, RP1, RP2), 
obtenido éste cuando la agencia de equidad adopta los objetivos del 
movimiento feminista, y los inserta en las deliberaciones políticas y en 
las propias medidas tomadas. La Tabla 10 comprende los factores ex­
plicativos (o variables dependientes) de estos cuatro debates analiza­
dos. 

Todas las variables dependientes barajadas en esta investigación 
contribuyen en el sentido esperado a explicar las ocasiones en que el 
organismo de igualdad consiguió un impacto pleno (con la excepción 
parcial del presupuesto y la plantilla del Instituto de la Mujer). En tres 
de los cuatro debates, el movimiento había otorgado una prioridad al­
ta (A2) o media (RP1, RP2) a la materia sobre la que se deliberaba en 
la arena política, y se mostró cohesionado en la defensa de sus reivin­
dicaciones (A2, RP1, RP2). También en tres de las cuatro discusiones, el 
Instituto había considerado de prioridad alta (A2, RP2) o media (RP1) 
el asunto en cuestión, su dirección se encontraba próxima al movi­
miento feminista (A2, RP1, RP2), Y gobernaba un partido de izquierdas 
(A2, RP1, RP2). En los cuatro debates con impacto pleno analizados, es 
decir, en todos los casos, he caracterizado la estructura del área de po­
lítica pública como abierta a la participación de actores sociales y polí­
ticos no habituales en ella (A2, P3, RP1, RP2). 

Por lo que respecta al presupuesto y la plantilla del Instituto 
de la Mujer, fueron altos sólo en dos de los cuatro casos de impacto 
pleno (P3, RP2); en los dos restantes el organismo consiguió ejercer una 
influencia política significativa, pese a estar dotado de escasos recursos 
materiales y humanos. Un presupuesto elevado y una plantilla amplia 
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constituyen medios muy útiles para alcanzar objetivos políticos, según 
han postulado las literaturas sobre feminismo de Estado y movimien­
tos sociales (en concreto, la llamada "perspectiva de la movilización de 
recursos"). Pero los hallazgos de este estudio cualifican lo defendido 
por estas literaturas (la importancia de los recursos), ya que los presu­
puestos y las plantillas reducidas no son obstáculos insalvables para la 
efectividad de las agencias de igualdad en determinadas circunstan­
cias: si pretenden actuar en materias prioritarias para ellas y para el 
movimiento, persiguiendo objetivos en cuya defensa el activismo fe­
minista se muestra cohesionado, cuando están dirigidas por personas 
próximas al movimiento, gobierna un partido de izquierdas, y el área 
de política pública permite la participación de actores no habituales a 
ella. 

Tabla 10. Factores explicativos del impacto pleno del 
Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: A2 
media: RP1, RP2 
baja: P3 

+ Cohesión en torno a la demanda: 

cohesionado: A2, RP1, RP2 
dividido: P3 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: A2, RP2 
media: RPl 
baja: P3 

+ Presupuesto y plantilla: 

altos: P3, RP2 
bajos: A2, RPl 

+ Posición de la dirección respecto al movimiento: 

próxima: A2, RP1, RP2 
distante: P3 
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ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: 

izquierda: A2, RP1, RP2 
derecha: P3 

+ Estructura del área de política pública: 

abierta: A2, P3, RP1, RP2 
cerrada: - - -

En cuatro deliberaciones políticas obtuvo el Instituto de la Mujer un 
impacto simbólico (F03, Al, Pl, P2): la institución de igualdad hizo su­
yas las reivindicaciones de la movilización feminista, pero no las inser­
tó ni en las discusiones que antecedieron a las principales decisiones de 
política pública, ni en el contenido de las medidas gubernamentales. 
La Tabla 11 muestra esquemáticamente las variables independientes 
en estos cuatro debates. 

Tabla 11. Factores explicativos del impacto simbólico del 
Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: Al 
media: --­
baja:F03, Pl, P2 

+ Cohesión en torno a la demanda: 

cohesionado: F03, Al 
dividido: Pl, P2 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: Al 
media: F03 
baja: Pl, P2 

+ Presupuesto y plantilla: 

altos: F03, Pl, P2 
bajos: Al 
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+ Posición de la dirección respecto al movimiento: 

próxima: F03, Al, Pl 
distante: P2 

+ Color político del gobierno: 

izquierda: F03, Al, Pl 
derecha: P2 

ENTORNO POLíTICO 

+ Estructura del área de política pública: 

abierta: Al, Pl, P2 
cerrada: F03 

CONCLUSIONES 

En tres de los cuatro casos de impacto simbólico del Instituto de la 
Mujer, la materia que se debatía en la arena política era de baja prio­
ridad para el movimiento (F03, Pl, P2), Y baja (Pl, P2) o media (F03) 
para el organismo. Además, en dos de los casos, los relativos a la pros­
titución (Pl, P2), el activismo feminista se encontraba dividido, plante­
ando los distintos sectores demandas diversas e incluso opuestas. La 
débil importancia concedida al asunto por el movimiento y el organis­
mo son los factores centrales para explicar que la institución de igual­
dad sólo lograse un impacto simbólico en los debates que antecedie­
ron a las principales decisiones políticas en las deliberaciones examina­
das. Esta falta de atención a los temas se reflejó en la meramente sim­
bólica influencia del Instituto, pese a que otras variables favorecían 
que el organismo hubiera logrado un ascendiente mayor. Así, en tres 
de los cuatro casos de impacto simbólico, la agencia de igualdad ope­
ró con un presupuesto y plantilla elevados (F03, Pl, P2), su dirección se 
encontraba próxima al movimiento y formaba gobierno un partido de 
izquierdas (F03, Al, Pl), toda vez que el área de política pública en 
principio permitía la participación de actores sociales y políticos no ha­
bituales en ella (Al, Pl, P2). 

Nulo fue el impacto del Instituto de la Mujer en tres de las discu­
siones analizadas (F01, F02, AC), puesto que el organismo no adoptó 
las reivindicaciones de la movilización feminista, ni insertó ninguna 
otra en la deliberación política y el contenido de las decisiones adop­
tadas. La Tabla 12 muestra la variación de los factores explicativos en 
estos tres debates. 
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Tabla 12. Factores explicativos del impacto nulo del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: - -­
media: ---
baja: F01, F02, AC 

+ Cohesión en torno a la demanda: 

cohesionado: F01, F02, AC 
dividido: - --

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: - -­
media: ---
baja: F01, F02, AC 

+ Presupuesto y plantilla: 
altos: AC 
bajos: F01, F02 

+ Posición de la dirección respecto al movimiento: 

próxima: F01, F02 
distante: AC 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color politico del gobierno: 

izquierda: F01, F02 
derecha: AC 

+ Estructura del área de política pública: 

abierta: - - -
cerrada: F01, F02, AC 

En los tres casos de impacto nulo del Instituto de la Mujer, el mo­
vimiento y la propia institución de igualdad confirieron una prioridad 
baja a la materia que se ventilaba en el foro político, encontrándose 
el área de política pública cerrada a la intervención de actores no ha­
bituales en ella. En dos de estos casos, además, la agencia de igualdad 
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funcionó con un presupuesto y una plantilla reducidos (F01, F02). La 
mencionada baja prioridad, así como el carácter cerrado del área de 
política pública, son las principales variables que explican que el or­
ganismo de equidad no ejerciera influencia alguna. De este modo 
ocurrió, pese a que en los tres casos la movilización feminista se ha­
llaba cohesionada en defensa de sus reivindicaciones en torno al te­
ma, y en dos de ellos la dirección de la agencia de igualdad se encon­
traba próxima al movimiento y un partido de izquierda gobernaba el 
país (F01, F02). 

Sólo en una de las discusiones estudiadas resultó el impacto del Ins­
tituto de la Mujer ajeno al movimiento: la que antecedió al rechazo en 
las Cortes en 2003 del proyecto del PSOE de hacer obligatoria la cuota 
femenina del 40 por cien para todos los partidos. Por tratarse de un úni­
co caso, no generalizo a partir de él, sino que, simplemente, recuerdo 
aquí las circunstancias en que se desarrolló este episodio. El activismo 
feminista en su conjunto confirió una prioridad media al asunto de la 
representación política, y los individuos y las organizaciones del movi­
miento activos en la materia se hallaban cohesionados en la defensa de 
las cuotas. Baja fue la prioridad otorgada al tema en cuestión por el Ins­
tituto de la Mujer, el cual operó con un presupuesto y plantilla eleva­
dos, y estuvo dirigido por personas alejadas de la movilización feminis­
ta. Un partido conservador formó gobierno desde 1996, encontrándose 
el área de política pública abierta a la participación de actores no pre­
sentes en ella con asiduidad, tales como el organismo de igualdad. 

Como explico detenidamente a continuación, del examen compa­
rado de los casos en que el Instituto de la Mujer obtuvo un impacto 
pleno, simbólico, nulo y ajeno al movimiento pueden deducirse las 
condiciones más favorables para la efectividad del citado organismo: 
que el asunto en cuestión sea prioritario para el movimiento y la insti­
tución, y que el área de política pública se encuentre abierta a la par­
ticipación de actores no habituales en ella. La Tabla 13 muestra las va­
riables independientes para todos los debates analizados; aquéllos en 
los que el organismo de igualdad consiguió un ascendiente pleno fi­
guran en primer lugar y están señalados en negrita. 

Según muestra la Tabla 13, en casi todas las deliberaciones en que la 
agencia de igualdad consiguió un impacto pleno (A2, RP1, RP2), tanto el 
movimiento como la institución de equidad habían concedido una prio­
ridad alta o media a la materia sobre la que se decidía políticamente. De 
un modo opuesto, en casi ningún caso de impacto simbólico (F03, P1, 
P2), nulo (F01, F02, AC) o ajeno al movimiento (RP3) habían conferido 
la movilización feminista y la institución una prioridad elevada al asun­
to en cuestión. Por consiguiente, en general y con alguna excepción, pa­
ra que en sus dos primeras décadas de funcionamiento el Instituto de la 
Mujer ejerciera una influencia significativa en el proceso de toma de de­
cisiones políticas, resultó necesario que tanto el movimiento como el or-
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ganismo otorgaran prioridad al tema debatido. Este hallazgo confirma 
la tesis defendida por la literatura sobre feminismo de Estado según la 
cual los principales logros de los organismos de igualdad normalmente 
se alcanzan en conjunción con el activismo feminista. 

Tabla 13. Factores explicativos del impacto pleno, simbólico, nulo y 
ajeno al movimiento del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: A2, A1 
media: RP1, RP2, RP3 
baja: P3, F03, P1, P2, F01, F02, AC 

+ Cohesión en torno a la demanda: 

cohesionado: A2, RP1, RP2, F03, A1, F01, F02, AC, RP3 
dividido: P3, P1, P2 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: 

alta: A2, RP2, A1 
media: RP1, F03 
baja: P3, P1, P2, F01, F02, AC, RP3 

+ Presupuesto y plantilla: 

altos: P3, RP2, F03, P1, P2, AC, RP3 
bajos: A2, RP1, A1, F01, F02 

+ Posición de la dirección respecto al movimiento: 

próxima: A2, RP1, RP2, F03, A1, P1, F01, F02 
distante: P3, P2, AC, RP3 

ENTORNO POLÍTICO 

+ Color politico del gobierno: 

izquierda: A2, RP1, RP2, F03, A1, P1, F01, F02 
derecha: P3, P2, AC, RP3 

+ Estructura del área de politica pública: 

abierta: A2, P3, RP1, RP2, A 1, P1, P2, RP3 
cerrada: F03, F01, F02, AC 
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No sorprende que las prioridades de las agencias de igualdad re­
sulten tan cruciales, si pensamos en que normalmente los organismos 
de igualdad son instituciones de reducido tamaño con mandatos in­
mensos, tales como instar a que las políticas públicas elaboradas por un 
Estado contribuyan a erosionar las desigualdades entre los hombres y 
las mujeres. Limar las jerarquías de género constituye un objetivo muy 
amplio que en teoría beneficia nada menos que a la mitad de la po­
blación del país (las mujeres). Tratándose de instituciones pequeñas, las 
agencias de equidad normalmente sólo pueden resultar efectivas en 
las causas que abrazan sin reservas y en las que se emplean a fondo. 
Por razones similares, las prioridades del movimiento también condi­
cionan el éxito de los organismos. El activismo feminista reivindica co­
mo objetivo último una meta sumamente ambiciosa: la desaparición 
de las desigualdades de género. Únicamente logra que las instituciones 
de equidad se conviertan en su aliado en el proceso político respecto a 
las materias sobre las que reclama sin cesar yen torno a las que no ba­
ja la guardia, llamando permanentemente la atención de las feminis­
tas de Estado, los decisores políticos y la sociedad en general acerca de 
estos problemas no resueltos. 

Para alcanzar un impacto político pleno necesitó el Instituto de la 
Mujer normalmente no sólo conferir la máxima prioridad al asunto 
que se debatía en la arena política (a la vez que igual hacía la movili­
zación feminista). En todas las ocasiones de impacto pleno el área de 
política pública en cuestión se encontraba abierta a la participación de 
actores no habituales en la misma. Este hallazgo confirma la tesis, de­
fendida por las literaturas de políticas públicas y de movimientos so­
ciales (en concreto, la perspectiva de estudio de la acción colectiva de­
nominada "del proceso político"), acerca de la intensidad con la que 
ciertos rasgos bastante estables del contexto político influyen en los ac­
tores políticos, en general, y en los movimientos sociales, en particular. 
Tampoco asombra que la estructura del área de política pública condi­
cione las posibilidades de éxito del Instituto de la Mujer. De un lado, el 
Instituto no posee las competencias para formular y poner en práctica 
la mayor parte de las políticas de igualdad del Estado central en Espa­
ña. Su mandato consiste en persuadir a otras instituciones para que 
elaboren y apliquen, ellas mismas, medidas de igualdad de género. 
Porque trata de instar a otros departamentos del Estado a que em­
prendan acciones que el propio Instituto no puede emprender, resulta 
crucial que el área de política pública donde se estén tomando las de­
cisiones sea permeable a la influencia de actores sociales y políticos di­
versos, entre ellos, la agencia de equidad. De otro lado, en compara­
ción con otras instituciones estatales, el organismo de igualdad es de 
pequeñas dimensiones, poderes y recursos limitados pero mandato 
amplísimo. Dadas estas características, su equipo directivo tiene pode­
rosos incentivos para centrar sus acciones en terrenos en los que perci-
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be que puede influir. Esta investigación ha mostrado que tales terrenos 
son las arenas políticas que permiten la participación de actores políti­
cos y sociales no habituales en ellas. 

Éste es el momento de reparar en que el área de política pública 
puede encontrarse abierta o cerrada a la intervención de la agencia de 
igualdad por motivos varios. Sirvan los cuatro casos de impacto políti­
co pleno del Instituto de la Mujer para ilustrar esta afirmación. En el 
debate que precedió a la elaboración del Reglamento de 1986 de la 
Ley Orgánica 9/1985, que despenalizó el aborto en tres circunstancias, 
no era probable que el área de política pública estuviera abierta a la 
participación del organismo de igualdad, dado que el Reglamento to­
mó la forma de Real Decreto (2409/1986). Los Reales Decretos no son 
tramitados en las Cortes. Ya he explicado que el Parlamento tiene al­
gunos rasgos de las áreas de decisión política abiertas, puesto que sus 
actuaciones son públicas. Los actores sociales y políticos pueden en­
tonces conocerlas con facilidad, e intentar dejar su impronta en ellas. 
Pese a tratarse de un Real Decreto, el Instituto de la Mujer consiguió 
participar en la toma de decisiones políticas que culminó en el Regla­
mento de la Ley del aborto, porque desde su fundación en 1983 había 
venido manteniendo reuniones con representantes de diversos minis­
terios, entre ellos, el de Sanidad. Este canal de comunicación fue el uti­
lizado en 1985 y 1986 para que la agencia de igualdad insertara (par­
te de) las demandas del movimiento en el debate político previo a la 
aprobación del citado Reglamento, y en la letra del mismo. En otras pa­
labras, fue el propio quehacer del Instituto desde 1983, tratando de 
crear vínculos con distintas instituciones, el factor que abrió a la inter­
vención del organismo en 1985 y 1986 el área de política pública don­
de se elaboró el Reglamento de la Ley del aborto. 

En cuanto a la adopción por parte del PSOE en 1988 y 1997 de las 
cuotas femeninas del 25 y el 40 por cien respectivamente, tampoco era 
esperable que el Instituto participara en este proceso político, dado 
que tuvo lugar en el seno de un partido, el PSOE, mientras que la agen­
cia de igualdad tiene el mandato formal de intervenir en el Estado. Si 
algunos miembros del Instituto tomaron parte en la deliberación den­
tro del PSOE, se debió a que también militaban en el partido. Es decir, 
este área de política pública permitía la intervención de la institución 
feminista debido a ciertas características de algunas de las personas 
que dirigieron el organismo (o estaban relacionados con él) durante 
sus primeros años. 

Más claro a primera vista resulta el motivo por el que se encontra­
ba abierta el área de política pública en el último caso de impacto ple­
no del Instituto de la Mujer: la discusión que precedió a la Ley de Ex­
tranjería de enero de 2000, que concedió permisos de residencia y tra­
bajo a las personas traficadas para su explotación sexual que denun­
ciaran a sus traficantes o cooperaran en su persecución. Como todas las 
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leyes, la de extranjería se tramitó en el Parlamento. El Instituto de la 
Mujer puede ayudar al gobierno en la preparación de los proyectos de 
ley y de las enmiendas, y en el procesamiento de éstas. 

Hasta aquí he expuesto que las prioridades del movimiento y del 
Instituto de la Mujer, así como la estructura del área de política pú­
blica, resultan claves para explicar los episodios de impacto pleno del 
organismo en sus dos primeras décadas de funcionamiento. De la 
comparación de los casos de ascendiente pleno, simbólico, nulo y aje­
no al movimiento sintetizada en la Tabla 13 pueden también inferir­
se los factores que, sin ser estrictamente necesarios, facilitaron el as­
cendiente pleno de la institución de equidad: la cohesión del movi­
miento feminista en torno a las demandas planteadas, la proximidad 
de la dirección del Instituto al movimiento, y un gobierno de izquier­
das. Cierto es que estos tres factores estuvieron presentes casi siem­
pre que el organismo de igualdad obtuvo un impacto pleno. Ello no 
obstante, el movimiento feminista también se encontraba cohesio­
nado en seis de los nueve casos en que la agencia de igualdad no con­
siguió un impacto pleno (F03, A1, F01, F02, AC, RP3), yen cinco de 
estos nueve casos la dirección del Instituto se halló próxima al movi­
miento y gobernó un partido de izquierdas (F03, A1, P1, F01, F02). 
Visto desde otra perspectiva, en términos generales, un movimiento 
cohesionado, una dirección del Instituto cercana al movimiento y un 
gobierno socialdemócrata no condujeron por sí solos a que el orga­
nismo lograra una influencia plena en alguna materia, si el asunto no 
era considerado prioritario por la agencia de equidad ni por el movi­
miento, y el área de política pública se encontraba cerrada a la inter­
vención de actores políticos y sociales variados. Los resultados de es­
ta investigación muestran, pues, que debe atemperarse la importan­
cia conferida a la cohesión del movimiento feminista, a la cercanía de 
éste de la dirección de los organismos y a los gobiernos de izquierdas 
por las literaturas de feminismo de Estado, movimientos sociales y 
políticas de igualdad. 

INVESTIGACIONES FUTURAS 

Tres son, al menos, las investigaciones futuras que de ésta se derivan. 
Primero, estudios sobre otras agencias de igualdad en España diferentes 
del Instituto de la Mujer confirmarán o rechazarán los hallazgos explica­
tivos de éste: la centralidad de las prioridades de los organismos de equi­
dad y del movimiento, así como de la estructura del área de política pú­
blica, para dar cuenta de las actuaciones más exitosas. Posteriores traba­
jos corroborarán o refutarán si las circunstancias favorecedoras (pero no 
indispensables) del impacto pleno de los organismos consisten en un mo­
vimiento unificado, una relativamente amplia dotación de recursos ma-
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teriales y humanos del organismo, una dirección feminista del mismo y 
un entorno de gobierno socialdemócrata. 

Segundo, en este estudio he supuesto que los intereses de las mu­
jeres coinciden con los objetivos del movimiento feminista; he conclui­
do que en una minoría significativa de los casos el Instituto de la Mu­
jer consiguió insertarlos en los debates políticos y en el contenido de 
las políticas públicas entre 1983 y 2003. Análisis posteriores habrán de 
inquirir si los organismos de igualdad avanzan otro tipo de demandas 
no estudiadas aquí: las que el movimiento feminista no plantea, pero 
pueden plantear otros actores, tales como la rama no explícitamente 
feminista del movimiento de mujeres. 

Por último, dados los constreñimientos de espacio y recursos de in­
vestigación, en ésta he analizado la fase de formulación de las políti­
cas públicas, que concluye cuando las medidas han sido aprobadas. Tra­
bajos futuros habrán de examinar las fases posteriores del proceso de 
toma de decisiones políticas: las de puesta en práctica de las decisiones 
y evaluación de las medidas. Los organismos de igualdad se han fun­
dado con el mandato explícito de impulsar políticas públicas que con­
tribuyan a erosionar las jerarquías de género. Únicamente lo lograrán 
si las medidas no sólo se aprueban sino que también se ejecutan, y al­
canzan, siquiera parcialmente, sus objetivos explícitos. 

IMPLICACIONES PARA LA PRÁCTICA POLíTICA 

Pese a la naturaleza estrictamente académica de esta investigación, 
cabe deducir de sus hallazgos implicaciones para la práctica política. 
Como han concluido otros estudios sobre políticas de igualdad en el 
mundo posindustrial (véase, por ejemplo, Mazur 2002, 198), la averi­
guación de que el organismo de igualdad del Estado central en Espa­
ña ha sido efectivo en un tercio de los casos aquí analizados acaso re­
sulte (moderadamente) alentadora para quienes en el Estado tratan de 
impulsar medidas que liman la subordinación de género; estas perso­
nas a veces se sienten aisladas profesionalmente, y otras dejan de per­
cibir la utilidad de su misión. El mismo hallazgo tal vez suponga para 
algunas militantes, activistas y líderes del movimiento feminista la con­
firmación de que, en algunas ocasiones, cuentan con aliados políticos 
(los organismos de igualdad), con quienes aunar fuerzas para alcanzar 
objetivos de política pública. 

La dirección de las instituciones de igualdad y el liderazgo del mo­
vimiento feminista quizá encuentren útiles las recomendaciones de es­
trategia política que se deducen de esta investigación. Para maximizar 
su eficacia política habrán de establecer los organismos y los movi­
mientos claramente unas prioridades y perseverar en su consecución. 
La situación más favorable será aquélla en que las prioridades de am-
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bos coincidan y se intenten alcanzar en áreas de política pública abier­
tas a la participación de actores políticos y sociales variados. No siem­
pre resulta fácil saber cuáles son estas áreas, por lo que se requiere pa­
ra identificarlas una mezcla de conocimiento del funcionamiento del 
Estado, en general, y de intuición de la oportunidad política, en parti­
cular. 

Batallar preferentemente en áreas de política pública abiertas a la 
intervención de actores no habituales en ellas requiere enfrentarse a 
dilemas intrincados (e inquietantes). Por ejemplo, esta investigación ha 
mostrado que algunas materias laborales han sido particularmente re­
sistentes a la intervención del feminismo de Estado. La dirección de las 
instituciones de igualdad y el liderazgo del movimiento habrán de de­
cidir si abandonan estos campos de batalla que tan pocas victorias au­
guran, o si merece la pena empeñarse en obtener algún avance en 
ellos, por ínfimo que sea, dado que la independencia económica es co­
múnmente considerada un ingrediente esencial de la igualdad de gé­
nero. 

Pudiera ser de interés para la dirección de las agencias de igualdad 
y los movimientos feministas entender que ciertas condiciones favora­
bles, por deseables que parezcan, no son imprescindibles para que los 
organismos de equidad logren objetivos políticos. No es indispensable 
la cohesión del movimiento en la defensa de ciertas reivindicaciones; 
tampoco lo es que la institución esté dotada generosamente de recur­
sos materiales y humanos, o dirigida por personas próximas al activis­
mo feminista, ni que gobierne un partido o coalición de izquierdas. 

Por último, personas activas en la sociedad civil en la defensa de 
otras minorías distintas de las mujeres tal vez encuentren esperanza­
dor conocer que el Instituto de la Mujer obtuvo un impacto pleno en 
un tercio de los casos analizados en esta monografía. Este y otros ha­
llazgos de la investigación quizá les ayuden a decidir si existe la nece­
sidad y la oportunidad de fundar organismos similares en defensa de 
otros colectivos. Permítan las conclusiones de este trabajo sugerirles 
cuáles serán las condiciones hipotéticas para que estos nuevos organis­
mos consigan sus objetivos (en el caso analizado aquí, las prioridades 
del movimiento y el 1M, y la estructura del área de política pública). 
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APÉNDICE: VARIABLES DEPENDIENTE 
E INDEPENDIENTES 

FORMACIÓN OCUPACIONAL 

DEBATE 1: EL PLAN NACIONAL DE FORMACiÓN E INSERCiÓN PROFESIONAL (1985), 
1983-1985 

Impacto político del Instituto de la Mujer: nulo 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Presupuesto y plantilla: bajos 
+ Posición de la dirección respecto al movimiento: próxima 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: izquierda 
+ Estructura del área de política pública: cerrada 
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DEBATE 2: LA CREACiÓN DEL CONSEJO GENERAL DE LA FORMACiÓN PROFESIONAL 

(1986), 1985-1986 

Impacto político del Instituto de la Mujer: nulo 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Presupuesto y plantilla: bajos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: próxima 

ENTORNO POLÍTICO 

+ Color politico del gobierno: izquierda 
+ Estructura del área de política pública: cerrada 
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APÉNDICE: VARIABLES DEPENDIENTES E INDEPENDIENTES 

DEBATE 3: Los PACTOS DE 1992 y 1996 y LA REFORMA DEL CONSEJO GENERAL DE 

LA FORMACiÓN PROFESIONAL (1997), 1986-1997 

Impacto político del Instituto de la Mujer: simbólico 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: media 
+ Presupuesto y plantilla: altos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: próxima (hasta 
1996) 

ENTORNO POLÍTICO 

+ Color político del gobierno: izquierda (hasta 1996) 
+ Estructura del área de política pública: cerrada 
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ABORTO 

DEBATE 1: LA DESPENALIZACIÓN PARCIAL DEL ABORTO POR LA LEY ORGÁNICA 9/1985 
(1985), 1983-1985 

Impacto político del Instituto de la Mujer: simbólico 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: alta 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: alta 
+ Presupuesto y plantilla: bajos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: próxima 

ENTORNO POlÍTICO 

+ Color político del gobierno: izquierda 
+ Estructura del área de política pública: abierta 
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APÉNDICE: VARIABLES DEPENDIENTES E INDEPENDIENTES 

DEBATE 2: EL REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA 9/1985 (1986),1985-1986 

Impacto político del Instituto de la Mujer: pleno 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: alta 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: alta 
+ Presupuesto y plantilla: bajos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: próxima 

ENTORNO POlÍTICO 

+ Color político del gobierno: izquierda 
+ Estructura del área de poi ítica pública: abierta 
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PROSTITUCIÓN 

DEBATE 1: EL NUEVO CÓDIGO PENAL (1995), 1994-1995 

Impacto político del Instituto de la Mujer: simbólico 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Cohesión en torno a la demanda: dividido 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Presupuesto y plantilla: altos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: próxima 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: izquierda 
+ Estructura del área de política pública: abierta 
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DEBATE 2: LA REFORMA DEL CÓDIGO PENAL (1999), 1997-1999 

Impacto político del Instituto de la Mujer: simbólico 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Cohesión en torno a la demanda: dividido 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Presupuesto y plantilla: altos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: distante 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: derecha 
+ Estructura del área de política pública: abierta 
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DEBATE 3: LA LEY DE EXTRANJERíA DE ENERO DE 2000 (2000), 1998-2000 

Impacto político del Instituto de la Mujer: pleno 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Cohesión en torno a la demanda: dividido 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Presupuesto y plantilla: altos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: distante 

ENTORNO POLÍTICO 

+ Color político del gobierno: derecha 
+ Estructura del área de política pública: abierta 
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REPRESENTACiÓN POLÍTICA 

DEBATE 1: LA CUOTA DEL 25 POR CIEN EN EL PSOE (1988), 1983-1988 

Impacto político del Instituto de la Mujer: pleno 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: media 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: media 
+ Presupuesto y plantilla: bajos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: próxima 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: izquierda 
+ Estructura del área de política pública: abierta 
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DEBATE 2: LA CUOTA DEL 40 POR CIEN EN EL PSOE (1997), 1992-1997 

Impacto político del Instituto de la Mujer: pleno 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: media 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: alta (hasta 1996) 

+ Presupuesto y plantilla: altos 
+ Situación de la dirección respecto al movimiento: próxima (hasta 

1996) 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: izquierda (hasta 1996) 
+ Estructura del área de política pública: abierta (hasta 1996) 
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APÉNDICE: VARIABLES DEPENDIENTES E INDEPENDIENTES 

DEBATE 3: LA PROPUESTA DE UNA CUOTA OBLIGATORIA DEL 40 POR CIEN PARA TODOS 
LOS PARTIDOS (2003), 1997-2003 

Impacto político del Instituto de la Mujer: ajeno al movimiento 

Factores explícativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: media 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Presupuesto y plantilla: altos 
+ Proximidad de la dirección al movimiento: distante 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: derecha 
+ Estructura del área de política pública: abierta 
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EL ASUNTO CANDENTE 

DEBATE: LA REFORMA DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN POR DESEMPLEO (2002-2003) 

Impacto político del Instituto de la Mujer: nulo 

Factores explicativos del impacto político del Instituto de la Mujer 

CARACTERíSTICAS DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Cohesión en torno a la demanda: cohesionado 

CARACTERíSTICAS DEL INSTITUTO DE LA MUJER 

+ Prioridad que concede a la materia: baja 
+ Presupuesto y plantilla: altos 
+ Proximidad de la dirección al movimiento: distante 

ENTORNO POLíTICO 

+ Color político del gobierno: derecha 
+ Estructura del área de política pública: cerrada 
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